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GENERAL 
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remite fotocopia autenticada del Mensaje y 
Resolución del Poder Ejecutivo, por el que se 
designa en el Directorio de la Administración 
Nacional de Correos al economista Jorge 
Ottavianelli como Presidente y a los señores 
Gustavo Osta y Esteban Jardín como Vicepre- 
sidente y Director, respectivamente. — C/6/000 


— Téngase presente. 


INFORMES DE COMISIONES 


La Comisión de Educación y Cultura se 
expide sobre el proyecto de ley por el que se 
designa "Villa Chiappara" la Escuela N* 53 de 
la ciudad de San Carlos, departamento de 
Maldonado. C/807/000 


— Se repartirá. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legis- 
lación General y Administración aconseja el 
archivo de los siguientes asuntos: 


— Oficio del Juzgado Letrado de Primera 
Instancia en lo Penal de 6* Turno, por el 
que se solicita el desafuero del señor ex 
Representante Leonardo Nicolini, contor- 
me a lo establecido por los artículos 112 
a 114 de la Constitución. C/2257/997 


— proyectos de ley: 


— por el que se sustituyen varios artículos 
de la Ley N* 16.241, de 9 de enero de 
1992, sobre elecciones de representan- 
tes del Directorio del Banco de Previ- 
sión Social. C/134/000 


— por el que se prohíbe la retención o 
retiro por parte de autoridades policiales 
y/o funcionarios municipales, de la 
cédula de identificación del vehículo, 
licencia de conductor u otro documento 
de propiedad de los conductores o 
propietarios de vehículos automotores. 

C/2639/998 


— Si no se observa, así se procederá. 


COMUNICACION GENERAL 


La Junta Departamental de Maldonado remite 
nota relacionada con la posibilidad de establecer 
una prórroga para acogerse al beneficio de 
exoneración de la contribución inmobiliaria rural, 
para determinada categoría de productores, 


Texto de la Citación 


Montevideo, 2 de mayo de 2001. 


LA CAMARA DE REPRESENTANTES se 
reunirá, en sesión extraordinaria, mañana 
jueves 3, a la hora 17, con el fin de tomar 
conocimiento de los asuntos entrados y 
considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% — Racionalización de la tributación do- 
miciliaria. (Recurso de apelación in- 
terpuesto por varios Ediles contra el 
Decreto N?* 3724/000 de la Junta 
Departamental de Rivera). (Car- 
peta 898/001). (Informado). 

Rep. 479 y Anexo | 


Racionalización de la tributación do- 
miciliaria. (Recurso de apelación in- 
terpuesto por varios ciudadanos con- 
tra el Decreto N? 3724/000 de la Jun- 
ta Departamental de Rivera). (Car- 
peta 893/000). (Informado). 

Rep. 480 y Anexo 1 


Racionalización de la tributación do- 
miciliaria. (Recurso de apelación in- 
terpuesto por varios ciudadanos con- 
tra el Decreto N* 3724/000 de la Jun- 
ta Departamental de Rivera). (Car- 
peta 899/001). (Informado). 

Rep. 478 y Anexo 1! 


Horacio D. Catalurda 
Margarita Reyes Galván 
Secretarios. 


comprendida en la Ley de Presupuesto Nacional. 
C/20/000 


— A la Comisión de Hacienda. 


COMUNICACIONES DE LOS MINISTERIOS 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente contesta la expo- 
sición escrita presentada por el señor Represen- 
tante Ramón Fonticiella, sobre el abastecimiento 
de agua potable a familias carenciadas de la 
ciudad capital del departamento de Salto. 

C/27/000 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería 
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contesta el pedido de informes del señor 
Representante Ramón Legnani, relacionado con 
la importación de derivados del plomo por parte 
de ANCAP, y las medidas tomadas para preve- 
nir la contaminación en seres humanos. 
C/953/001 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
contesta el pedido de informes del señor 
Representante Artigas Barrios, acerca de la 
adjudicación de una licitación pública para la 
concesión del servicio de transporte de pasaje- 
ros entre Punta del Este, departamento de 
Maldonado, y La Paloma, departamento de 
Rocha. C/974/001 


— A sus antecedentes. 


COMUNICACION REALIZADA 


La Comisión de Educación y Cultura solicita 
se remita al Ministerio correspondiente, a los 
fines previstos por el artículo 202 de la 
Constitución de la República, el texto del 
proyecto de ley por el que se designa "Profesor 
Víctor Cayota" el Liceo N?* 55 de la ciudad de 
Montevideo. C/3604/999 


— Se cursó con fecha 2 de mayo. 


PEDIDOS DE INFORMES 


El señor Representante José Mahía solicita 
se curse un pedido de informes al Ministerio de 
Economía y Finanzas, con destino al Banco de 
la República Oriental del Uruguay, sobre el 
concordato solicitado por una empresa frigorífica 
de la ciudad de Pando, departamento de 
Canelones. C/1129/001 


El señor Representante Enrique Pérez Morad 
solicita se cursen los siguientes pedidos de 
informes: 


— al Ministerio del Interior, con destino a la 
Oficina de Identificación Civil de Maldona- 
do, relacionado con la necesidad de 
proveer vacantes en la referida oficina. 

C/1130/001 


— al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social: 


— y además por su intermedio al Banco 
de Previsión Social, acerca de diversos 
datos estadísticos referidos a la cober- 


tura que otorga el seguro por desem- 
pleo. C/1131/001 


— con destino al Banco de Previsión 
Social, referente a la afiliación de 
trabajadores zafrales en la temporada 
turística, en varios departamentos. 

C/1132/001 


— al Ministerio de Turismo, sobre la evalua- 
ción que realiza dicha Secretaría de 
Estado de la temporada estival 2000-2001. 

C/1133/001 


— al Ministerio de Economía y Finanzas, y 
además por su intermedio a la Dirección 
General Impositiva, relacionado con la 
recaudación del referido organismo duran- 
te la temporada turística en el departamen- 
to de Maldonado. C/1134/001 


El señor Representante Ricardo Falero soli- 
cita se curse un pedido de informes al Ministerio 
de Economía y Finanzas, acerca de los 
depósitos tiscales ubicados fuera del área de las 
zonas francas. C/1135/001 


El señor Representante Arturo Heber Fúllgraff 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Educación y Cultura, y además por 
su intermedio al Instituto Nacional del Menor, 
referente a la situación de una asociación civil 
sin fines de lucro, que atendía a niños 
carenciados en la ciudad capital del departa- 
mento de Canelones. C/1136/001 


— Se cursaron con fecha 2 de mayo. 


PROYECTO PRESENTADO 


Varios señores Representantes presentan, 
con su correspondiente exposición de motivos, 
un proyecto de resolución por el que se 
encomienda a la Comisión Especial de género 
y equidad de la Cámara de Representantes la 
recopilación y publicación de escritos del 
sacerdote Luis Pérez Aguirre, que se relacionen 
con la condición de la mujer y sus derechos. 

C/1137/001 


—A la Comisión Especial de género y 
equidad”. 
3.— Proyecto presentado 


"Escritos del sacerdote Luis Pérez Aguirre 
relacionados con la condición de la mujer. 
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(Se encomienda a la Comisión Especial de 
género y equidad su recopilación y publi- 
cación) 


PROYECTO DE RESOLUCION 


Artículo Unico.— Encomiéndase a la Comi- 
sión Especial de género y equidad de la Cámara 
de Representantes la recopilación y publicación 
de ponencias inéditas efectuadas por el sacer- 
dote Luis Pérez Aguirre en nuestro país y en 
el exterior, y de artículos aparecidos en la 
prensa, que se relacionen con la condición de 
la mujer y más específicamente con los 
derechos básicos de la mujer a la salud integral 
y a no ser objeto de violencia. 


Montevideo, 2 de mayo de 2001, 


Raquel Barreiro, Represen- 
tante por Montevideo; 
Víctor Rossi, Represen- 
tante por Montevideo; Car- 
los Baráibar, Represen- 
tante por Montevideo; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Roberto Conde, Repre- 
sentante por Canelones; 
Juan José Bentancor, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Doreen Javier Ibarra, 
Representante por Monte- 
video; Guillermo Alvarez, 
Representante por Monte- 
video; Daisy Tourné, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Ramón Fonticiella, 
Representante por Salto; 
Ramón Legnani, Repre- 
sentante por Canelones; 
José Bayardi, Represen- 
tante por Montevideo; José 
Carlos Mahía, Represen- 
tante por Canelones; Jor- 
ge Orrico, Representante 
por Montevideo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Motiva este proyecto la necesidad de rescatar 
y difundir el pensamiento del sacerdote Luis 
Pérez Aguirre en todos los aspectos referentes 
a los derechos humanos de las mujeres, como 
forma de contribuir a su reconocimiento por 
parte de la sociedad uruguaya. 


El Padre Luis Pérez Aguirre falleció el 25 de 
enero de este año 2001 en un accidente de 
tránsito. Nacido en 1941, fue ordenado sacer- 
dote jesuita en 1970. Desarrolló su actividad 
pastoral vinculado a amplios sectores de la 
sociedad. Su espíritu solidario y su amor por lo 
más débiles lo llevó a trabajar con y para los 
grupos más vulnerables y desde su calidad de 
hombre religioso luchó por lo que le dictaba su 
conciencia colocándose siempre en el lugar de 
los más desfavorecidos conviviendo con ellos 
para tener una visión integral de la realidad. Su 
convicción de que "sólo aquella mirada doliente 
de la realidad de las víctimas nos hace 
verdaderamente humanos” lo llevó a trabajar 
incansablemente con las mujeres que ejercían 
la prostitución, o a vivir en comunidad con niños 
abandonados. 


Los derechos humanos estaban en el centro 
de su preocupación y su accionar en este campo 
no tuvo fronteras. Fue cofundador del Servicio 
de Paz y Justicia, SERPAJ, en Uruguay y 
experto independiente del Centro de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas desde 1994 
hasta su muerte. En 1988 recibió en Nueva York 
el premio Human Rights Watch. No pasó por la 
vida, sino que la vida fue pasando por él, porque 
supo ver, sentir y trabajar para transformar la 
realidad cuando ésta se alejaba del proyecto 
que su compromiso cristiano le impulsaba a 
construir. Su vida se fue tejiendo con los demás 
uniendo acción y reflexión. Su pensamiento 
lúcido y comprometido lo fue vertiendo en 
diversas obras como "Derechos Humanos"; 
"Pautas para una educación liberadora"; "La 
condición femenina”; "Mujer de la vida: Pasión 
y Prostitución de Miriam"; "Desnudo de Seguri- 
dades" -de aparición póstuma-, entre otros. El 
Padre Pérez Aguirre supo captar desde su 
condición de hombre la condición femenina, y 
descubrir desde su posición de defensor de los 
derechos humanos cómo estos derechos se 
violaban en las mujeres sin que la sociedad 
siquiera se diera cuenta: "Si cuando decimos, 
derechos humanos, nos preguntásemos qué es 
lo primero que imaginamos, seguramente 
concidiríamos en que imaginamos ciertas viola- 
ciones a ciertas libertades políticas como las de 
reunión y expresión, a las torturas y a las 
desapariciones forzadas. Más dificultad tendría- 
mos en imaginar como violación a los derechos 
humanos el acoso sexual de que son víctimas 
las mujeres de todas las edades y culturas, 
razas y clases sociales o el no ser contempladas 
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en sus derechos reproductivos, o ser degrada- 
das a 'objeto sexual' en los medios masivos de 
comunicación". Es por esta razón que creemos 
que es necesario rescatar su pensamiento para 
que su opinión lúcida y comprometida no se 
pierda, sino que por el contrario, siga enrique- 
ciendo la discusión de nuestra sociedad sobre 
estos temas. 


Montevideo, 2 de mayo de 2001. 


Raquel Barreiro, Represen- 
tante por Montevideo; 
Víctor Rossi, Represen- 
tante por Montevideo; Car- 
los Baráibar, Represen- 
tante por Montevideo; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Roberto Conde, Repre- 
sentante por Canelones; 
Juan José Bentancor, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Doreen Javier ibarra, 
Representante por Monte- 
video; Guillermo Alvarez, 
Representante por Monte- 
video; Daisy Tourné, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Ramón Fonticiella, 
Representante por Salto; 
Ramón Legnani, Repre- 
sentante por Canelones; 
José Bayardi, Represen- 
tante por Montevideo; José 
Carlos Mahía, Represen- 
tante por Canelones; Jor- 
ge Orrico, Representante 
por Montevideo". 


4.— Exposiciones escritas 


SEÑOR PRESIDENTE: 
abierto el acto. 


(Penadés).— Está 


(Es la hora 17 y 19) 
— Dese cuenta de las exposiciones escritas. 
(Se lee:) 


"El señor Representante Edgar Bellomo 
solicita se curse una exposición escrita a la 
Intendencia Municipal y a la Junta Departamen- 
tal de Canelones, sobre la posibilidad de 
suspender el cobro del tributo de habilitación 
municipal para establecimientos comerciales e 


industriales en el referido departamento. 
C/27/000 


El señor Representante Jorge Chápper soli- 
cita se curse una exposición escrita al Ministerio 
de Educación y Cultura, y además por su 
intermedio al Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública, 
relacionada con la posibilidad de ampliar la 
capacidad edilicia del Jardín de Infantes N? 110 
del departamento de San José. C/27/000" 


— Se votarán oportunamente. 


5.-— Inasistencias anteriores 


Dese cuenta de las inasistencias anteriores. 
(Se lee:) 


"Inasistencias de Representantes a las sesio- 
nes realizadas el 2 de mayo de 2001. 


Extraordinaria 


Con aviso: Guzmán Acosta y Lara, Ernesto 
Agazzi, Ramón Fonticiella, Gustavo Guarino, 
Julio Lara, Henry López, Pablo Mieres, Martha 
Montaner, Carlos Pita y Diana Saravia Olmos 
Ordinaria 


Con aviso: Martha Montaner. 


INASISTENCIAS A LAS COMISIONES 


Representantes que no concurrieron a las 
Comisiones citadas: 
2 de mayo 
Asuntos Internacionales 


Con aviso: Julio Luis Sanguinetti. 


Asuntos Internos 


Con aviso: Luis M. Leglise. 


Educación y Cultura 


Con aviso: Henry López y Roque E. Arregui. 


Ganadería, Agricultura y Pesca 


Con aviso: Ernesto Agazzi. 
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Legislación del Trabajo 


Con aviso: Beatriz Argimón Cedeira. 


Presupuestos 
Con aviso: Adolfo Pedro Sande y Roberto 
Arrarte Fernández. 
Salud Pública y Asistencia Social 
Con aviso: Gustavo Amen Vaghetti. 
Transporte, Comunicaciones y Obras 
Públicas 


Con aviso: Martha Montaner y Víctor Rossi. 


Turismo 


Con aviso: Enrique Pérez Morad y Yeanneth 
Puñales Brun. 


Vivienda, Territorio y Medio Ambiente 


Con aviso: Artigas Melgarejo y Ruben 
Carminatti". 
6.— Exposiciones escritas 


— Habiendo número, está abierta la sesión. 


Se va a votar el trámite de las exposiciones 
escritas de que se dio cuenta. 


(Se vota) 
— Treinta en treinta y dos: Afirmativa. 
(Texto de las exposiciones escritas:) 


A) Exposición del señor Representante Edgar 
Bellomo a la Intendencia Municipal y a la 
Junta Departamental de Canelones, sobre 
la posibilidad de suspender el cobro del 
tributo de habilitación municipal para 
establecimientos comerciales e industria- 
les en el referido departamento. 


"Montevideo, 2 de mayo de 2001. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. Amparados en las facultades 
que nos confiere el artículo 155 del Reglamento 
de la Cámara de Representantes solicitamos se 
curse la presente exposición escrita a la 
Intendencia Municipal y a la Junta Departamen- 
tal de Canelones. Estamos sensibilizados ante 


el planteo que nos efectuaron comerciantes e 
industriales agrupados en el Centro Comercial 
e Industrial de la ciudad de La Paz, departamen- 
to de Canelones, y ante la difícil situación por 
la que atraviesan, que no es ajena a la que hoy 
vive nuestro país, así como al considerable 
estuerzo que realizan para mantener las fuentes 
de trabajo y para cumplir con las obligaciones 
impositivas, tanto de carácter nacional como 
municipal. En nuestro rol de Representante 
Nacional y, en este caso, como Diputado por el 
departamento de Canelones y vecino de la 
ciudad de La Paz, nos dirijimos al señor 
Intendente Municipal don Tabaré Hackenbruch, 
a efectos de solicitarle la suspensión preventiva 
del cobro del Tributo de Habilitación Municipal. 
Consideramos que la medida sugerida sería un 
gesto importante y de esta forma se evitaría que 
algunos comerciantes pasen a engrosar la lista 
de 'informales' que tanto daño hace a la 
sociedad toda y particularmente a las arcas de 
los organismos departamentales y nacionales. 
Esperamos que nuestro planteo sea comprendi- 
do, compartido e instrumentado a la mayor 
brevedad. Saludamos al señor Presidente muy 
atentamente. Edgar Bellomo, Representante 
por Canelones". 


B) Exposición del señor Representante Jorge 
Chápper al Ministerio de Educación y 
Cultura, y además por su intermedio al 
Consejo Directivo Central de la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública, 
relacionada con la posibilidad de ampliar 
la capacidad edilicia del Jardín de Infantes 
N* 110 del departamento de San José, 


"Montevideo, 2 de mayo de 2001. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. Amparados en las facultades 
que nos confiere el artículo 155 del Reglamento 
de la Cámara de Representantes solicitamos se 
curse la presente exposición escrita al Ministerio 
de Educación y Cultura, con destino al Consejo 
Directivo Central de la Administración Nacional 
de Educación Pública (ANEP). Días atrás 
concurrimos al Jardín de Infantes N* 110 del 
departamento de San José invitados por la 
Dirección, a efectos de interiorizarnmos con 
respecto a la problemática de su capacidad 
locativa. El jardín fue inaugurado en noviembre 
del año 1988, comenzando a funcionar a partir 
de marzo de 1989, en dos aulas proporcionadas 
a tal efecto por la Escuela N? 52. En el año 1996 
la escuela reclamó esas aulas, por lo que 
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Primaria alquiló una casa-habitación, en forma 
provisoria hasta que se construyera el nuevo 
local, en la que hasta el día de hoy funciona 
el referido centro educativo. En la actualidad 
concurren al mismo ciento cincuenta y siete 
niños de entre cuatro y siete años de edad, dos 
grupos en horario matutino, uno de ellos de 
cuatro años y el otro de cinco, y tres grupos 
en horario vespertino, dos de ellos de cuatro 
años y el restante de cinco. Lo que realmente 
nos ha impactado es que el edificio consta 
solamente de tres salones y dos baños y que, 
por ejemplo, en el horario vespertino realizan 
sus tareas más de ochenta niños y, por 
consiguiente adquieren sus primeros conoci- 
mientos, en dos salones de cuatro metros por 
cuatro metros. Pero más grave aún es el estado 
de los gabinetes higiénicos, de no más de un 
metro cuadrado cada uno, separados solamente 
por una mampara de madera y sin ningún tipo 
de ventilación. Cabe destacar que en el último 
quinquenio la matrícula del Jardín ha sido 
siempre superior a los ciento treinta niños, 
aumentando año a año quedando, por lo tanto, 
muchos niños en lista de espera. Asimismo, nos 
interesa resaltar la labor de la Comisión de 
Fomento la que, mes a mes, paga puntualmente 
el sueldo y los aportes previsionales de una 
auxiliar de servicio. Frente al Jardín, ocupando 
una manzana entera se encuentran la Escuela 
N2 52 y el Liceo Departamental N* 2, y queda 
espacio suficiente, el que aparentemente fue 
destinado para la construcción de un local para 
su funcionamiento. Por lo expuesto solicitamos 
a las autoridades destinatarias de esta exposi- 
ción que estudien la posibilidad de construir a 
la brevedad un local para el citado centro de 
enseñanza. Saludamos al señor Presidente muy 
atentamente. Jorge Chápper, Representante 
por San José". 


7.— Licencias 


Integración de la Cámara 


— Dese cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos Internos relativo a la integración del 
Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos internos aconseja 
a la Cámara aprobar las solicitudes de licencia 
siguientes: 


Del señor Representante Luis José Gallo 


Imperiale, por motivos personales, inciso tercero 
del artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 3 y 6 de 
mayo de 2001, convocándose al suplente 
correspondiente siguiente, señor Luis Gallo 
Cantera. 


De la señora Representante Yeanneth Puña- 
les Brun, por motivos personales, inciso tercero 
del artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 3 y 10 de 
mayo de 2001, convocándose al suplente 
correspondiente siguiente, señor Jorge Silva 
Rotta. 


Del señor Representante Orlando Gil Solares, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16.465, por el día 
3 de mayo de 2001, convocándose al suplente 
correspondiente siguiente, señor Homero Jaurés 
Viera. 


Del señor Representante Brum Canet, por 
enfermedad, literal A) del artículo único de la 
Ley N* 16.465, por el período comprendido entre 
los días 3 y 5 de mayo de 2001, convocándose 
al suplente correspondiente siguiente, señor 
Jorge Patrone". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Treinta y cuatro en treinta y cinco: Afirma- 
tiva. 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
dientes y se les invita a pasar a Sala. 


(Antecedentes:) 


"Montevideo, 3 de mayo de 2001, 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Don Gustavo Penadés. 
Presente. 


Sr. Presidente: 


Por la presente solicito al Cuerpo que usted 
preside licencia por los días 3 al 6 de mayo 
inclusive, convocando a mi suplente correspon- 
diente. 


El motivo es personal. 
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Sin otro particular, 
atentamente. 


saludo a usted muy 


Luis Gallo Imperiale 
Representante por Canelones". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Canelones, Luis José Gallo 
Imperiale. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 3 y 6 de mayo de 2001. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República y por el inciso 
tercero del artículo único de la Ley N* 16.465, 
de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
3 y 6 de mayo de 2001, al señor Representante 
por el departamento de Canelones, Luis José 
Gallo Imperiale. 


2) Convóquese para integrar la referida 
representación, por el mencionado lapso, al 
suplente correspondiente siguiente de la hoja de 
votación N2 2121 del Lema Partido Encuentro 
Progresista-Frente Amplio, señor Luis Gallo 
Cantera. 


Sala de la Comisión, 3 de mayo de 2001. 


Guillermo Alvarez, Oscar 
Magurno, Luis M. Le- 
glise". 


"Montevideo, 3 de mayo de 2001. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Don Gustavo Penadés. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Al amparo de lo previsto por la Ley N* 16.465, 
solicito al Cuerpo que tan dignamente preside 
se sirva concederme el uso de licencia por 


razones personales desde el 3 de mayo hasta 
el 10 de mayo inclusive. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Yeanneth Puñales 
Representante por Rocha". 


"Comisión de Asuntos internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales de la señora Representante por el 
departamento de Rocha, Yeanneht Puñales 
Brun. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 3 y 10 de mayo de 2001. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N? 16.465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
3 y 10 de mayo de 2001, a la señora 
Representante por el departamento de Rocha, 
Yeanneth Puñales Brun. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 2323 del Lema 
Partido Colorado, señor Jorge Silva Rotta. 


Sala de la Comisión, 3 de mayo de 2001. 


Guillermo Alvarez, Oscar 
Magurno, Luis M. 
Leglise”. 


"Carmelo, 3 de mayo de 2001. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Don Gustavo Penadés. 
Presente. 


De mi mayor consideración y respeto: 


Por la presente solicito a Ud. curse al 
Honorable Cuerpo que dignamente preside, el 
siguiente pedido de licencia por motivos perso- 
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nales, por el día de la fecha, y que en 
consecuencia se convoque al respectivo suplen- 
te. 


Sin otro particular, le saludo muy atentamen- 
te. 


Orlando Gil Solares 
Representante por Colonia", 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Colonia, Orlando Gil Solares. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el día 3 de mayo de 2001. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República y por el inciso 
tercero del artículo único de la Ley N* 16.465, 
de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 3 de mayo de 2001, al señor 
Representante por el departamento de Colonia, 
Orlando Gil Solares. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación, por el día 3 de mayo 
de 2001, al suplente correspondiente siguiente 
de la hoja de votación N* 78609 del Lema 
Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio, 
señor Homero Jaurés Viera. 


Sala de la Comisión, 3 de mayo de 2001. 


Guillermo Alvarez, Oscar 
Magurno, Luis M. Le- 
glise". 


"Montevideo, 3 de mayo de 2001. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Don Gustavo Penadés. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia por motivo de enfermedad del 3 de 
mayo de 2001 al 5 de mayo de 2001. 


Sin otro particular, 
atentamente. 


saluda a usted muy 


Brum Canet 
Representante por Montevideo". 


"Montevideo, 3 de mayo de 2001. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Don Gustavo Penadés. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Habiendo sido convocado por ese Cuerpo, en 
mi calidad de suplente por el Representante 
Nacional Brum Canet, comunico mi renuncia por 
esta única vez, solicitando la convocatoria de mi 
suplente correspondiente. 


Sin otro particular, saludo al Sr. Presidente 
muy atentamente. 


Daniel Mesa". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por enferme- 
dad del señor Representante por el departamen- 
to de Montevideo, Brum Canet. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 3 y 5 de mayo de 2001, y adjunta 
constancia médica. 


11) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que fue objeto el suplente siguiente 
señor Daniel Mesa. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artículo 
tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 
1945, y por el literal A) del artículo único de la 
Ley N? 16.465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por enfermedad, por el 
período comprendido entre los días 3 y 5 de 
mayo de 2001, al señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Brum Canet, 


2) Acéptase la negativa que por esta vez ha 
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presentado el suplente siguiente señor Daniel 
Mesa. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de 
la hoja de votación N* 2121 del Lema Partido 
Encuentro Progresista-Frente Amplio, señor Jorge 
Patrone. 


Sala de la Comisión, 3 de mayo de 2001. 


Guillermo Alvarez, Oscar 
Magurno, Luis M. Le- 
glise". 


8.- Racionalización de la 
tributación domicilia- 
ria. (Recurso de apela- 
ción interpuesto por va- 
rios Ediles contra el 
Decreto N? 3724/000 de 
la Junta Departamental 
de Rivera) 


— Se entra al orden del día con la consideración 
del asunto que figura en primer término: 
"Racionalización de la tributación domiciliaria. 
(Recurso de apelación interpuesto por varios 
Ediles contra el Decreto N* 3724/000 de la Junta 
Departamental de Rivera)". 


(Antecedentes:) 
Rep. N* 479 
“Rivera, 29 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. 
Presente. 


De nuestra mayor consideración: 


Los abajo firmantes, Ediles titulares de la 
Junta Departamental de Rivera, con domicilio en 
calle Artigas N* 1025, ante usted se presentan 
y, respetuosamente, exponen: 


Que, en tiempo y forma, vienen a interponer 
recurso de APELACION contra el Decreto 
N£ 3742/00, del 19 de diciembre del corriente 
año, dictado por el Ejecutivo Comunal, por el 
que se da cumplimiento a la Ordenanza sobre 
Racionalización de Tributación Domiciliaria; todo 


ello en mérito a que ambas normativas lesionan 
los principios y disposiciones de la Constitución 
de la República. 


Fundamentamos el precitado recurso de 
apelación en las siguientes consideraciones: 


I) Es incuestionable que la economía de un 
país, y un departamento, constituye la infraes- 
tructura de toda la actividad financiera. Esta 
última actividad debe estar íntimamente vincu- 
lada, entrelazada, con todas las variables, con 
todas las coordenadas y parámetros, que 
accionan a la actividad económica. 


Es imprescindible, tener en cuenta, conside- 
rar, que en un momento de agudo desempleo, 
de cese de actividades productivas, de cierres 
comerciales masivos, de crisis estructural, la 
base imponible tomada en cuenta por las 
disposiciones recurridas lesiona, mortalmente, la 
estabilidad económico-social del departamento. 


La normativa recurrida constituye un proceso 
progresivo de confiscación, de desapoderamien- 
to, contra los contribuyentes riverenses. 


11) En torma falaciosa, el proceder del Ejecu- 
tivo Comunal provoca confusión sobre la real 
incidencia de la alícuots aplicable ya que oculta 
el aumento inconmensurable de la base imponible 
tenida en cuenta. 


Esta falacia es provocada deliberadamente, o 
por ignorancia de la magnitud, trascendencia, 
proyección y derivaciones de la medida adop- 
tada. La intención o ignorancia pasan a segun- 
do plano frente a la autonomía de la norma 
dictada ya que ésta, por su propia esencia 
adquiere vida propia y tiene sus propias reglas 
de actuación. 


Del análisis objetivo de la normativa impug- 
nada se concluye que se ha estructurado un 
mecanismo diabólico, nefasto, que provocará 
una confiscación, un desapoderamiento, de los 
propietarios de este departamento: mecanismo, 
éste, que analizaremos más adelante. 


111) La Racionalización Tributaria implica, en 
forma inexorable, un equilibrio entre la potestad 
tributaria, el poder para imponer tributos y la 
capacidad contríbutiva. 


Cuando se rompe ese equilibrio y actúa 
discrecionalmente la potestad tributaria, esta- 
mos ante la configuración de la confiscación y 
desapoderamiento ilegítimo. 
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La Capacidad Contributiva constituye el límite 
infranqueable para la potestad tributaria. 


IV) Es sabido que la capacidad contributiva, 
es la medida en que los ciudadanos pueden 
soportar la carga tributaria teniendo en cuenta 
las respectivas situaciones personales. La 
simple posesión de un bien no es suficiente 
elemento a tener en cuenta en la relación 
tributaria. 


V) Como expresa el insigne Catedrático Val- 
dés Costa (Tratado de Derecho Tributario página 
153) la capacidad contributiva se relaciona con 
la persona titular de la riqueza, su situación en 
la sociedad, el núcleo familiar que integra, la 
teoría del valor decreciente de las distintas 
fracciones de riqueza poseída por el contribu- 
yente. Todo ello sin entrar a justificar la 
imposición progresiva. 


Igualmente, el Maestro D'Albergo define la 
capacidad contributiva como "la medida en que 
los ciudadanos pueden soportar la carga 
tributaria teniendo en cuenta las respectivas 
situaciones personales". Pone de relieve el 
elemento objetivo, la cantidad de riqueza y el 
subjetivo, las situaciones de los particulares. 


Según estos tratadistas la capacidad contri- 
butiva debe ser ubicada en el tiempo y el 
espacio por cuanto, de no hacerlo, puede 
resultar ¡lusoria. Situaciones éstas, que no han 
sido tenidas en cuenta por la normativa 
impugnada. La ubicación en el tiempo y el 
espacio se une, indisolublemente, con la 
progresividad acorde con las variables económi- 
cas básicas. 


El Ejecutivo Comunal desatendió las propues- 
tas que tomaban en cuenta los Índices de 
desempleo, de desactivación comercial e indus- 
trial. Propuestas que establecían la progresividad 
del gravamen impositivo. 


No se tomó en cuenta la capacidad contribu- 
tiva. Rechazó la progresividad y selectividad de 
acuerdo con las variables económicas. 


La norma dictada y los elementos nutricionales 
de la misma orquestan el desapoderamiento 
denunciado. Este desapoderamiento, esta con- 
fiscación, pasa por las siguientes etapas: 


— Incremento impositivo desmesurado. 


— Aumento vertiginoso de la morosidad. 


— Convenio firmado con el Colegio de 


Abogados de Rivera para ejecutar, de 
inmediato, a los morosos. 


— Remate del bien inmueble deudor consti- 
tuyendo un despojo, desapoderamiento 
planificado. 


VI) Este desapoderamiento planificado viola 
los principios y disposiciones de la Constitución 
de la República. En efecto, se violan tos 
artículos 72 y 32 de la Carta Magna cuando 
éstos preceptúan que los habitantes de la 
República tienen derecho a ser protegidos en el 
goce de su propiedad y que, el derecho a la 
misma, es inviolable. 


El principio de no confiscación se encuentra 
expresa Oo ínsitamente contemplado en la 
legislación comparada y la Jurisprudencia que 
lo explicita. 


En la Argentina la Constitución prohíbe la 
confiscación, y la Jurisprudencia ha sostenido 
que los tributos son confiscatorios cuando 
absorben una parte importante de la propiedad 
o de la renta. 


En nuestro país la Carta Magna determina 
que la propiedad es un derecho inviolable... 
nadie podrá ser privado de su derecho de 
propiedad sino en los casos de necesidad o 
utilidad públicas establecidos por una ley y 
recibiendo siempre dei Tesoro Nacional una 
justa y previa compensación... De este artículo 
la Doctrina, unánimemente, acepta la existencia 
del principio de no confiscación en materia 
tributaria. 


RESULTA de todo lo expuesto que la 
normativa impugnada viola los principios y 
disposiciones de la Carta Magna al poner en 
movimiento una confiscación progresiva, 
orquestada y perfectamente planificada, de 
propiedades urbanas, suburbanas y rurales de 
Rivera. 


Por lo expuesto SOLICITAN: 


12) Que se tenga por presentado, en tiempo 
y forma, el recurso de apelación establecido por 
el artículo 303 de la Constitución de la 
República, contra la Ordenanza sobre 
Racionalización de Tributación Domiciliaria apro- 
bada por Decreto 3724/00 de la Intendencia 
Municipal de Rivera. 


2% Que, con carácter de urgente diligen- 
ciamiento se solicite, a la Intendencia Municipal 
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se sirva remitir, a esta Cámara de Representan- 
tes, el Expediente referente a la ordenanza 
sobre Racionalización de Tributación Domicilia- 
ria (Decreto 3724/00). 


Que, al mismo tiempo, se solicite la remisión 
del Convenio suscrito con el Colegio de 
Abogados de Rivera para ejecución de morosos. 


32% Que, en Resolución Definitiva se digne, 
esta Cámara de Representantes, revocar la 
Ordenanza sobre Racionalización de Tributación 
Domiciliaria de Rivera, promulgada por Decreto 
3724/00, de 19 de diciembre de 2000. 


Dígnese esta Honorable Cámara de Repre- 
sentantes disponer de conformidad a todo lo 
impetrado. 


Sin otro particular, saludamos al señor 
Presidente con nuestra mayor consideración. 


SIGUEN FIRMAS". 


Anexo l al 
Rep. N*? 479 


"CAMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME EN MAYORIA 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración, en mayo- 
ría, aconseja a la Cámara de Representantes 
rechazar el recurso de apelación interpuesto por 
algunos señores Ediles de la Junta Departamen- 
tal de Rivera contra el Decreto N* 3724/000, de 
19 de diciembre de 2000, por el que se da 
cumplimiento a la Ordenanza sobre Raciona- 
lización de Tributación Domiciliaria. 


| — ASPECTO FORMAL 


a) El recurso fue interpuesto ante la Cámara 
de Representantes en tiempo y forma y ello, no 
obstante la opinión sostenida por la recurrida, 
y avalada por respaldo doctrinario (Carlos 
Delpiazzo, El Poder y su control, Revista de 
Derecho Constitucional) se entiende por la 
mayoría de esta Comisión, que es correcto. En 
efecto, el recurso incoado tiene su fundamento 
constitucional en el artículo 303 de la Carta 


Magna y más allá de que no exista una 
reglamentación especifica sobre la tramitación 
del mismo, va de suyo que está correctamente 
interpuesto cuando se realiza su presentación 
ante la propia Cámara de Representantes. No 
nos encontramos en la especie ante un recurso 
administrativo común (en cuyo caso sí se debe 
efectuar la interposición ante el mismo órgano 
que dictó el acto), sino ante una situación 
atípica en la vía recursiva y por lo tanto no 
corresponde el planteamiento ante el órgano 
emisor del acto jurídico impugnado. Por lo 
demás, la circunstancia de que no existe 
ninguna norma reglamentaria y/o interpretativa 
al respecto, hace que interpretando de la forma 
más amplia posible, en favor de quien interpone 
el recurso, esta Comisión entienda que los 
recurrentes actuaron conforme a derecho desde 
el punto de vista formal al presentar el recurso 
directamente ante la Cámara de Representan- 
tes. 


b) Ha quedado, consecuentemente, expedita 
la vía recursiva para que la Comisión informe 
sobre si en este caso concreto el decreto 
impugnado es contrario a la Constitución de la 
República y a la ley (artículo 303 de la 
Constitución de la República). 


Il — EN LO SUSTANCIAL 
a) - Argumentos de los recurrentes. 
En síntesis, los recurrentes sostienen: 


a') "que la normativa recurrida cons- 
tituye un proceso progresivo de confisca- 
ción, de desapoderamiento contra los 
contribuyentes riverenses". 


a") ”...el proceder del Ejecutivo Comu- 
nal provoca confusión sobre la real 
incidencia sobre la alícuota aplicable, ya 
que oculta el aumento inconmensurable de 
la base imponible tenida en cuenta". 


a'") "...la capacidad contributiva consti- 
tuye un límite infranqueable para la 
potestad tributaria"; y "la simple posesión 
de un bien no es un elemento a tener en 
cuenta en la relación tributaria". 


a"") La situación planteada provoca un 
desapoderamiento, "y esta confiscación 
pasa por las siguientes etapas: 


— Incremento impositivo desmesurado. 
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— Aumento vertiginoso de la morosi- 
dad. 


— Convenio firmado con el Colegio de 
Abogados de Rivera para ejecutar de 
inmediato a los morosos. 


— Remate del bien inmueble del deu- 
dor, constituyendo un despojo, de- 
sapoderamiento planificado. 


a'"") Concluyen sosteniendo que se vio- 
lan los artículos 7% y 32 de la Constitución 
de la República "cuando éstos preceptúan 
que los habitantes de la República tienen 
derecho a ser protegidos en el goce de su 
propiedad y que el derecho a la misma es 
inviolable"; y solicitan que se revoque la 
Ordenanza sobre Racionalización de la 
Tributación Domiciliaria de Rivera, promul- 
gada por Decreto N?* 3724/000 de 19 de 
diciembre de 2000. 


b) La Comisión, como parte de una práctica 
inveterada, recibió tanto a los recurrentes como 
a las autoridades recurridas, exigiendo constan- 
cias en las versiones taquigráficas correspon- 
dientes. 


c) Examinado el recurso interpuesto, las 
expresiones de impugnantes e impugnados y la 
abundante documentación presentada, esta Co- 
misión entiende, en mayoría, que debe 
rechazarse el mismo. Y ello en mérito a lo 
siguiente: 


a') Aunque no mencionan especíticamen- 
te el artículo 82 de la Constitución de la 
República, los recurrentes hacen referen- 
cia a ello al hablar sobre la desigualdad 
que provocaría entre los ciudadanos de 
Rivera la situación planteada. Sin embar- 
go, la Suprema Corte de Justicia ha 
señalado en Sentencia N* 24/87 que: "la 
Corporación sostiene sistemáticamente que 
sólo se afecta el principio constitucional de 
igualdad cuando para cierto caso determi- 
nado se dispone por ley un tratamiento 
especial, pero que ello no ocurre cuando 
la disposición legislativa refiere, no a la 
totalidad de los habitantes, sino a un grupo 
de ellos. Así, en Fallo N* 2/95 de 1975 se 
ha dicho que: cuando la ley impone 
determinados requisitos a toda una cate- 
goría de personas como condición para 
adquirir cierta calidad contractual o actuar 
en justicia, los excluidos ni los incluidos 
pueden sostener que fueron desigualmente 


tratados. En razón que la Corte ha dictado 
innumerables fallos afirmando que el 
principio de igualdad no resulta afectado 
cuando no se crean desigualdades entre 
quienes se encuentran en igual situación, 
sino que, por el contrario, se atiende 
igualitariamente a todos los comprendidos 
en la norma, no se estima oportuno citar 
ninguno de los casos concretos en que 
fuera acogido tal temperamento". 


Más próxima en el tiempo, la Sentencia 
N* 51 de 1996 de la Suprema Corte de 
Justicia expresa: "El principio de igualdad 
de las personas ante la ley, inscripto en 
el artículo 8% de la Constitución de la 
República, importa la prohibición de que 
se establezcan fueros o leyes especiales 
para determinadas personas, salvo los que 
la propia Carta instituyera, y equivale decir 
que todas las personas deben recibir igual 
protección de parte de la ley. Lo que no 
impide que se legisle para clases o grupos 
de personas siempre que éstos se cons- 
tituyan justa y racionalmente (Justino 
Jiménez de Aréchaga. La Constitución 
Nacional, Tomo Il, págs. 157 y 158). La 
Corte también ha expresado que el 
principio del artículo 8% es el de evitar 
privilegios discriminatorios: impedir el desi- 
gual tratamiento de personas que se 
encuentran en igualdad de condiciones. Lo 
que no obsta establecer diferencias entre 
unos y otros grupos sociales. 


Es justamente la manera de aplicar 
estos criterios por el impugnado, lo que 
justifica la consagración de diversas 
alícuotas para las distintas zonas 
catastrales. Téngase en cuenta que los 
reaforos de la zona suburbana aumentaron 
proporcionalmente más que los de la zona 
urbana y, a su vez, los reaforos de la zona 
del interior tuvieron un aumento proporcio- 
nalmente mayor que los de aquélla, por lo 
que la aplicación de distintas alícuotas 
para cada una de las tres zonas supone 
justamente un acto de justicia aplicativo 
del principio de igualdad. 


a") Con respecto al reaforo cabe seña- 
tar que el mismo fue efectuado en el año 
1998, por la Dirección Nacional de Catas- 
tro y la Resolución 93/98 de la misma, que 
lo aprobó, fue notificada en forma a los 
interesados de acuerdo a lo previsto en el 


artículo 22 del Decreto-Ley N?* 14.351, de 
29 de marzo de 1975, habiendo sido 
publicados los emplazamientos en los 
diarios "El Pals" y "Jornada" a partir del 
28 de octubre de 1998, por lo que una vez 
vencidos los plazos respectivos, todo 
interesado quedó notificado y transcurridos 
que fueron los diez días, los nuevos aforos 
fueran tácitamente aprobados por los 
contribuyentes. El decreto departamental 
que estudiamos pone en vigencia respecto 
al año 2001 el nuevo reaforo y consagra 
a la vez, una disminución de las alícuotas 
vigentes con anterioridad, que se acentúan 
en el caso de las zonas suburbanas y más 
profundamente aún en las localidades del 
interior del departamento de Rivera. Ási- 
mismo, se derogan varias tasas existentes, 
se rebaja al 50% el Impuesto a los Baldíos 
y Edificación tInapropiada y se crea una 
Tasa de Higiene. 


Como expresa con claridad el profesor 
Juan Carlos Peirano Facio en la consulta 
agregada en autos, mediante la emisión 
del referido decreto se da cabal cumpli- 
miento al principio de legalidad en materia 
tributaria en el aspecto que refiere a que 
la cuantía de la obligación debe resultar 
de un texto legal que la consagre, o que 
fije las bases de cálculo para su estima- 
ción sin otorgar poderes discrecionales a 
la Administración. 


a'") Es preciso aclarar que, como seña- 
la ía doctrina, la Contribución Inmobiliaria 
es una imposición directa pero de carácter 
real que grava una manifestación aislada 
de capacidad contributiva, tal cual es la 
propiedad o la posesión de un bien. En 
dicha imposición no se tiene en cuenta, 
porque hace a la propia naturaleza de la 
misma, la situación subjetiva del contribu- 
yente (vg. nivel de ingresos, cargas de 
familia, posesión de otros bienes, existen- 
cia de deudas, y otros), salvo casos 
excepcionales de escasa o nula capacidad 
contributiva como -dicho sea de paso- se 
contempla en el artículo 10 de la normativa 
impugnada. Por ello es que en este tipo 
de imposición no se toma en cuenta la 
situación en la sociedad como equívo- 
camente sostienen los recurrentes y a 
mayor abundamiento cabe señalar que el 
impuesto de Contribución inmobiliaria rige 
en nuestro país desde hace casi ciento 
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veinte años, constituyendo una de las 
fuentes de recursos más importantes de 
los Gobiernos Departamentales, y no se 
toma en cuenta para su aplicación otro tipo 
de elemento que no sea el valor de la finca 
y su ubicación, sin estudiar otras situacio- 
nes que hacen referencia a impuestos 
personales de carácter progresivo, pero no 
al que tenemos a estudio. 


a"") En lo que hace a la argumentación 
basada en los artículos 72 y 32 de la 
Constitución de la República, cabe señalar 
que la Suprema Corte de Justicia ha 
expresado que "En esta argumentación 
hay un error conceptual que debe disipar- 
se. La relación impositiva que genera el 
artículo 22 del Decreto-Ley N* 15.343 es 
meramente obligacional, no implica ningu- 
na transferencia de dominio, y por tanto 
está tuera de las previsiones de los 
artículos 7% y 32 de referencia". Los 
recurrentes conservan la integral titulari- 
dad de su patrimonio, desde que no se 
organiza ninguna transferencia de domi- 
nios de bienes concretos a favor del 
Estado. "El Estado no adquiere derecho 
alguno de dominio sobre los bienes de las 
personas, que continúan siendo de plena 
propiedad de ellas. El contribuyente es, 
únicamente, deudor del impuesto, y esa 
deuda tiene por objeto una suma de dinero 
constitutiva de una deuda de justicia por 
representar la cuota de contribución a los 
gastos generales del Estado. No puede, 
pues, confundirse ni asimilarse con la 
expropiación o con las limitaciones al 
dominio que tiene su campo de acción 
propia sobre las cosas que son objeto de 
la propiedad privada" (Sentencia 449/87 y 
Revista Tributaria, Tomo XIV, N?2 81, 
pág. 505). 


a'"") Por último, y en lo que hace rela- 
ción a lo expresado por los señores 
recurrentes respecto a la morosidad, es 
necesario señalar que uno de los deberes 
esenciales de cualquier administración 
fiscal es tratar de disminuir la misma al 
mínimo, a fin de que los ingresos sean 
percibidos en tiempo para verterlo en 
satisfacer las necesidades públicas man- 
teniendo, justamente, la equidad en el 
tratamiento de los contribuyentes. 


a'""") El Miembro Informante deja cons- 
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tancia que en el presente informe no se 
hace mención al tema Tasa de Higiene 
porque no fue impugnada expresamente 
en el recurso a estudio, pero entiende que 
la misma es legal y constitucional. 


a'""”) Lo expuesto amerita para que es- 
ta Comisión, en mayoría, entienda que 
debe rechazarse el recurso de apelación 
incoado por varios Ediles contra el Decreto 
N2 3724/000 de la Junta Departamental de 
Rivera. 


Sala de la Comisión, 26 de abril de 2001. 


Alejo Fernández Chaves, 
Miembro Informante; Jor- 
ge Barrera, Felipe Mi- 
chelini, Jorge Orrico, 
Margarita Percovich, Dia- 
na Saravia Olmos. 


PROYECTO DE RESOLUCION 


1% — No hacer lugar al recurso de apelación 
interpuesto por varios señores Ediles contra el 
Decreto N* 3724/000 de la Junta Departamen- 
tal de Rivera, promulgado por la Intenden- 
cia Municipal de Rivera, el 19 de diciembre de 
2000. 


22 — Comuníquese a los interesados. 
Sala de la Comisión, 26 de abril de 2001. 


Alejo Fernández Chaves, 
Miembro Informante; Jor- 
ge Barrera, Felipe 
Michelini, Jorge Orrico, 
Margarita Percovich, Dia- 
na Saravia Olmos. 


"Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME EN MINORIA 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración informa, en 
minoría, a la Cámara de Representantes, la vo- 
luntad de acompañar con su voto el recurso de 
apelación interpuesto por Ediles del departa- 
mento de Rivera contra el Decreto N? 3724/000 
por el que se da cumplimiento a la Ordenanza 


sobre Racionalización de la Tributación Domici- 
liaria de la Intendencia Municipal de Rivera. 


Sabido es que el equilibrio entre la potestad 
tributaria, el poder para imponer tributos y la 
capacidad contributiva es uno de los principios 
cardinales sobre los que se debe basar una 
equitativa racionalización tributaria. 


En el caso, este necesario equilibrio es roto 
por la Administración Municipal y ésta pasa a 
actuar en forma discrecional; usando su potes- 
tad tributaria de torma tal que exorbita el 
equilibrio invocado, corriendo peligro los habi- 
tantes de Rivera de ser objeto de confiscación 
o desapoderamiento ¡legítimo de sus bienes. 


Hay, sin duda, que tomar en cuenta la 
capacidad contributiva del sujeto pasivo para 
establecer los límites que debe tener siempre la 
potestad tributaria. 


Dicha capacidad contributiva, desde ya está 
muy comprometida en el ámbito nacional para 
todos los ciudadanos de nuestro país. Esta 
realidad está por demás comprometida con 
quienes tienen su residencia y lugar de trabajo 
en la zona norte del mismo. No es necesario 
abundar acerca de las dificultades que ha 
soportado la actividad económica y productiva 
de dicha región -pasando por sequía y enferme- 
dades del ganado- para darse cuenta de que 
dicha capacidad contributiva está ampliamente 
saturada. 


Sabido es que la capacidad contributiva es 
aquella medida en que los ciudadanos pueden 
soportar la carga tributaria en virtud de las 
respectivas situaciones personales o familiares. 


¿Es necesario acaso recurrir a opiniones de 
carácter doctrinario para despertar la conciencia 
de que dicha carga tributaria sobrepasa los 
límites que nuestra Constitución marca, con 
carácter general? Pues si la realidad, que rompe 
los ojos, no es suficiente, lo haremos. 


El profesor de Derecho Tributario, doctor 
Ramón Valdés Costa expresa: "Los defectos de 
la ley o su defectuosa aplicación por la 
Administración, crea también desigualdades. Un 
caso típico es la diferencia de criterios o de 
métodos para fijar el valor de la base de cálculo, 
problema generalizado en lo que respecta a los 
bienes inmuebles. La doctrina ha prestado 
atención a este problema. Otro caso relacionado 
con la base de cálculo es su fijación arbitraria 
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por parte de la Administración con la finalidad 
de aumentar el impuesto, hecho que ocurre 
especialmente... con nuestros Gobiernos Loca- 
les". (R. Valdés Costa. Instituciones de Derecho 
Tributario, 1992). 


El artículo 12 de la Ordenanza de "Racio- 
nalización de la Tributación Domiciliaria" modi- 
fica la base de cálculo de los tributos domici- 
liarios (Contribución Inmobiliaria e Impuesto a 
los Terrenos Baldíos y a la Edificación Ina- 
propiada). De esta forma se producen aumentos 
que, en algunos casos, llegan a un 1.000% y 
hasta un 3.000%. Esto produciría una situación 
que, sin dudas, calificaríamos de confiscatoria. 


El artículo 22 de dicha Ordenanza establece 
las alícuotas por zonas catastrales, gravando a 
los inmuebles con un 1.3%, un 1% y un 0.60% 
según si los bienes están situados en zonas 
urbanas, suburbanas o del interior del departa- 
mento de Rivera. 


Es evidente que esto va a producir desigual- 
dades ante las cargas públicas, desde que se 
ha hecho una fijación arbitraria de la base de 
cálculo. Esto traerá como consecuencia que 
propiedades de menor valor soporten un aumen- 
to mayor que propiedades de mayor valor. No 
es necesario decir que en el mundo de hoy la 
tendencia es que las personas o familias de 
mayor poder adquisitivo estén trasladando sus 
domicilios a zonas cada vez más alejadas del 
centro de las ciudades. Este es un hecho 
incontrovertible que va a generar infinidad de 
injusticias. 


Esta situación es claramente violatoria del 
artículo 8% de la Constitución de la República 
que establece la ¡igualdad ante las cargas 
públicas. La Suprema Corte de Justicia, en 
Sentencia N* 34 de 1999, publicada en "La 
Justicia Uruguaya dice: "...de ya larga data y 
como no podría ser de otra manera, la 
Corporación ha afirmado que la igualdad ante 
la ley no es la igualdad absoluta, como concepto 
matemático de perfecta equivalencia, sino que 
consiste en tratar a los iguales, igualmente y a 
los desiguales, desigualmente y en proporción 
a su desigualdad...”. 


Por lo tanto, la potestad tributaria de los 
gobiernos jamás debe superar la capacidad 
contributiva de las personas. El maestro Valdés 
Costa así lo indica al decir: "La capacidad 
contributiva se relaciona con la persona titular 


de la riqueza, su situación en la sociedad, el 
núcleo familiar que integra, la teoría del valor 
decreciente de las distintas fracciones de 
riqueza poseída por el contribuyente". 


De igual forma D'Albergo sostiene que la 
capacidad contributiva es "la medida en que los 
ciudadanos pueden soportar la carga tributaria 
teniendo en cuenta las respectivas situaciones 
personales". Están presentes los elementos 
objetivo y subjetivo que son la cantidad de 
riqueza y la situación de los particulares. 


Hay, pues, un incremento impositivo desme- 
surado que, unido a un aumento vertiginoso de 
la morosidad, pueden dar como resultado una 
situación de real desapoderamiento o contisca- 
ción de múltiples bienes inmuebles. Se ha 
denunciado por los recurrentes que ha habido, 
concomitantemente, un convenio firmado con el 
Colegio de Abogados de Rivera para ejecutar en 
forma rápida a los morosos. 


Todos estos elementos configuran, bajo 
nuestro punto de vista, la violación de los 
artículos 72, 82 y 32 de la Carta Magna, en tanto 
que los habitantes de la República tienen 
derecho a ser protegidos en el goce de su 
propiedad y que el derecho a la misma es 
inviolable. Es admitidy pacíficamente por la 
doctrina tributarista el principio de no confisca- 
ción en la materia. En la República Argentina, 
por ejemplo, se ha sostenido que cuando los 
tributos absorben una parte importante de la 
propiedad o de la renta, son confiscatorios. 


Se viola, asimismo, el principio de igualdad 
ante las cargas públicas (artículo 8% de la 
Constitución de la República) como hemos 
demostrado. 


El artículo 52 del decreto impugnado refiere 
a la Tasa de Higiene. Se crea dicha "tasa" que 
se paga en unidades reajustables, según la zona 
catastral, de forma fija y anual. 


Es mucho más que evidente que esta 
pretendida "tasa" es un verdadero impuesto 
encubierto; al no haber una efectiva prestación 
particular e individual del Estado hacia el 
contribuyente. Muy por el contrario, el servicio 
de barrido, higiene ambiental y recolección de 
residuos no pueden individualizarse en unidades 
de consumo, puesto que el destinatario es la 
comunidad en general. De esta forma no se 
cumple con la definición que sobre las tasas da 
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el Código Tributario: que ha de ser un servicio 
susceptible de dividirse en unidades de consu- 
mo. 


Es clara la Sentencia N* 249 de 1998, de la 
Suprema Corte de Justicia que, sobre el tema, 
expresa: "Valdés Costa exige que el servicio del 
Estado que traduzca esa actividad, sea suscep- 
tible de individualizarse en la persona del 
contribuyente. La tasa sólo se adeuda cuando 
hay una efectiva prestación particular e indivi- 
dual del Estado hacia el contribuyente... si esos 
servicios no existen no existe tampoco la tasa 
como categoría tributaria". 


Valdés Costa, además, ha sostenido que la 
base de cálculo de todo tributo debe estar 
relacionada con el presupuesto de hecho. Es 
claro que en este caso no sucede, desde que 
la cuantificación de la "tasa" es la zona catastral 
en la que está ubicado el inmueble y no el 
presupuesto de hecho que le daría origen. 


Creemos, sin lugar a dudas, que esta 
disposición es claramente inconstitucional, des- 
de que se crea un impuesto con el nombre de 
tasa y esto extralimita las facultades conferidas 
a los Gobiernos Departamentales por el artículo 
297 de la Constitución de la República. 


Por estas razones, vuestra Comisión, en 
minoría, aconseja al plenario hacer lugar al 
recurso de apelación a estudio. 


Sala de la Comisión, 26 de abril de 2001. 


Gustavo Borsari Brenna, 
Miembro Informante; Luis 
Alberto Lacalle Pou. 


PROYECTO DE RESOLUCION 


12— Hacer lugar al recurso interpuesto, 
dejando sin efecto el Decreto N* 3724/000 de 
la Junta Departamental de Rivera, promulgado 
por la Intendencia Municipal de Rivera el 19 de 
diciembre de 2000. 


22-— Comuníquese a los interesados. 
Sala de la Comisión, 26 de abril de 2001. 


Gustavo Borsari Brenna, 
Miembro informante; Luis 
Alberto Lacalle Pou". 


— Léase el proyecto, 


(Se lee) 
— En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante en 
mayoría, señor Diputado Fernández Chaves. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señor Pre- 
sidente: sobre el recurso que han presentado 
algunos señores Ediles de la Junta Departamen- 
tal de Rivera, de acuerdo con lo preceptuado por 
el artícuio 303 de la Constitución, nosotros, en 


mayoría, hemos estructurado el siguiente infor- 
me. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Obispo) 


— Hemos analizado desde el punto de vista 
formal la interposición del recurso, entendiendo 
que fue interpuesto en forma ante la Cámara de 
Representantes. La opinión sostenida por la 
intendencia recurrida contó con el aval de un 
respaldo doctrinario -el del profesor Delpia- 
zzo-, quien sostuvo que el recurso debía 
presentarse ante ella, es decir, ante el mismo 
órgano que había emitido el acto. Hemos 
entendido que el recurso incoado tiene su 
fundamento constitucional en el artículo 303 de 
la Carta Magna, y más allá de que no exista 
una reglamentación específica sobre su trami- 
tación, va de suyo que está correctamente 
interpuesto cuando se realiza su presentación 
ante la Cámara de Representantes. 

No nos encontramos en la especie ante un 
recurso administrativo común, en cuyo caso sí 
se debe efectuar la interposición ante el mismo 
órgano que dictó el acto, sino ante una situación 
atípica en la vida recursiva y, por lo tanto, no 
corresponde realizar el planteamiento ante el 
órgano emisor del acto jurídico impugnado. 

Por lo demás, la circunstancia de que no 
existe ninguna norma reglamentaria y/o 
interpretativa al respecto hace que, actuando en 
la torma más amplia posible en favor de quien 
interpone el recurso, la Comisión haya entendido 
que los recurrentes actuaron contorme a dere- 
cho desde el punto de vista formal al presentar 
el recurso directamente ante la Cámara de 
Representantes. 

La posición que sostiene desde el punto de 
vista formal la mayoría de la Comisión, tiene 
trascendencia para el futuro planteamiento de 
este tipo de recursos, en tanto entendimos, en 
una jurisprudencia que seguramente se va a 
mantener firme -por lo menos durante todo este 
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periodo-, que la interposición debe plantearse 
directamente ante la Cámara de Representan- 
tes, Ha quedado, consecuentemente, expedita la 
vía recursiva para que la Comisión informe 
sobre si, en este caso concreto, el decreto 
impugnado es contrario a la Constitución y a la 
ley, de acuerdo con el artículo 303 de la Carta 
Magna. 

En lo sustancial, debemos señalar lo siguien- 
te. En primer término, vamos a atender a los 
argumentos que han sostenido los recurrentes. 
En síntesis, los recurrentes sostienen: primero, 
"gue la normativa recurrida constituye un 
proceso progresivo de confiscación, de desapo- 
deramiento con contribuyentes riverenses”; se- 
gundo, que "el proceder del Ejecutivo Comunal 
provoca confusión sobre la real incidencia sobre 
la alícuota aplicable, ya que oculta el aumento 
inconmensurable de la base imponible tenida en 
cuenta"; tercero, que "la capacidad contributiva 
constituye un límite infranqueable para la 
potestad tributaria" y que la simple "posesión de 
un bien no es un elemento a tener en cuenta 
en la relación tributaria"; cuarto, que la 
"situación planteada provoca un desapodera- 
miento y esta confiscación pasa por las 
siguientes etapas: Incremento impositivo desme- 
surado.- Aumento vertiginoso de la morosidad.- 
Convenio firmado con el Colegio de Abogados 
de Rivera para ejecutar de inmediato a los 
morosos.- Remate del bien inmueble del deudor, 
constituyendo un despojo, un desapoderamiento 
planificado". 

En quinto lugar, los recurrentes concluyen 
sosteniendo que se violan los artículos 7* y 32 
de la Constitución de la República, "cuando 
estos preceptúan que los habitantes de la 
República tienen derecho a ser protegidos en el 
goce de su propiedad y que el derecho a la 
misma es inviolable". Por lo tanto, solicitan que 
se revoque la Ordenanza sobre Racionalización 
de la Tributación Domiciliaria de Rivera, promul- 
gada por el Decreto N?* 3724/000, del 19 de 
diciembre de 2000. 

La Comisión, como parte de una práctica 
inveterada, recibió tanto a los recurrentes como 
a las autoridades recurridas, existiendo constan- 
cia en las versiones taquigráficas correspondien- 
tes. 

Examinado el recurso interpuesto, las expre- 
siones de impugnantes e impugnados y la 
abundante documentación presentada, la Comi- 
sión entiende, en mayoría, que debe rechazarse 
el mismo, y ello en mérito a lo siguiente: aunque 
no mencionan específicamente el artículo 8% de 


la Constitución de la República, los recurrentes 
hacen referencia a ello al hablar sobre la 
desigualdad que provocaría entre los ciudada- 
nos de Rivera la situación planteada. Sin 
embargo, la Suprema Corte de Justicia ha 
señalado en Sentencia N* 24/87 que: "la 
Corporación sostiene sistemáticamente que sólo 
se afecta el principio constitucional de igualdad 
cuando para cierto caso determinado se dispone 
por ley un tratamiento especial, pero que ello 
no ocurre cuando la disposición legislativa 
refiere, no a la totalidad de los habitantes, sino 
a un grupo de ellos. Así, en Fallo N* 2/95 de 
1975 se ha dicho que: cuando la ley impone 
determinados requisitos a toda una categoría de 
personas como condición para adquirir cierta 
calidad contractual o actuar en justicia, los 
excluidos ni los incluidos pueden sostener que 
fueron desigualmente tratados. En razón que la 
Corte ha dictado innumerables fallos afirmando 
que el principio de igualdad no resulta afectado 
cuando no se crean desigualdades entre quie- 
nes se encuentran en igual situación, sino que, 
por el contrario, se atiende igualitariamente a 
todos los comprendidos en la norma, no se 
estima oportuno citar ninguno de los casos 
concretos en que fuera acogido tal temperamen- 
to”. 


(Murmullos) 


— Más próxima en el tiempo, la Sentencia 
N2 51 de 1996 de la Suprema Corte de Justicia 
expresa: "El principio de igualdad de las 
personas ante la ley, inscripto en el artículo 82 
de la Constitución de la República, importa la 
prohibición de que se establezcan fueros o leyes 
especiales para determinadas personas, salvo 
los que la propia Carta instituyera, y equivale 
decir que todas las personas deben recibir igual 
protección de parte de la ley. Lo que no impide 
que se legisle para clases o grupos de personas 
siempre que éstos se constituyan justa y 
racionalmente", conforme a lo que establece 
Justino Jiménez de Aréchaga en "La Constitu- 
ción Nacional", Tomo Il, páginas 157 y 158. La 
Suprema Corte de Justicia también ha expresa- 
do que el prinicipio del artículo 8? es el de evitar 
privilegios discriminatorios: impedir el desigual 
tratamiento de personas que se encuentran en 
igualdad de condiciones. Lo que no obsta a 
establecer diterencias entre unos y otros grupos 
sociales. 


(Murmullos) 


20 CAMARA DE REPRESENTANTES Jueves 3 de mayo de 2001 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— La Mesa 
desea amparar al señor Diputado Fernández 
Chaves en el uso de la palabra, por lo que 
solicita a los señores Diputados que hagan 
silencio. 

Puede continuar el señor miembro informante 
en mayoría. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— 
gracias, señor Presidente. 

Es justamente la manera de aplicar estos 
criterios por el impugnado, lo que justifica la 
consagración de diversas alícuotas para las 
distintas zonas catastrales. Téngase en cuenta 
que los reaforos de la zona suburbana del caso 
en estudio aumentaron proporcionalmente más 
que los de la zona urbana y, a su vez, los 
reaforos de las zonas del interior tuvieron un 
“aumento proporcionalmente mayor que los de 
aquélla, por lo que la aplicación de distintas 
alícuotas para cada una de las tres zonas 
supone justamente un acto de justicia aplicativo 
del principio de igualdad. 

Con respecto al reaforo, cabe señalar que el 
mismo fue efectuado, en el año 1998, por la 
Dirección General del Catastro Nacional y la 
Resolución 93/98 de la misma, que lo aprobó, 
fue notificada en forma a los interesados de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 2* del 
Decreto-Ley N* 14.351, de 29 de marzo de 1975, 
habiendo sido publicados los emplazamientos en 
los diarios "El País” y "Jornada" a partir del 28 
de octubre de 1998, por lo que una vez vencidos 
los plazos respectivos, todo interesado quedó 
notificado y, transcurridos que fueron los diez 
días, los nuevos aforos fueron tácitamente 
aprobados por los contribuyentes. 

El decreto departamental que estudiamos 
pone en vigencia, respecto del año 2001, el 
nuevo reaforo y consagra, a la vez, una 
disminución de las alícuotas vigentes con 
anterioridad, que se acentúan en el caso de las 
zonas suburbanas y más profundamente aún en 
las localidades del interior del departamento de 
Rivera. Asimismo, se derogan varias tasas 
existentes, se rebaja al 50% el Impuesto a los 
Terrenos Baldíos y a la Edificación inapropiada 
y se crea una Tasa de Higiene. 

Como expresa con claridad el profesor Juan 
Carlos Peirano Facio en la consulta agregada 
en autos, mediante la emisión del referido 
decreto se da cabal cumplimiento al principio de 
legalidad en materia tributaria, en el aspecto que 
refiere a que la cuantía de la obligación debe 
resultar de un texto legal que la consagre o que 


Muchas 


fije las bases de cálculo para su estimación, sin 
otorgar poderes discrecionales a la Administra- 
ción. 

Es preciso aclarar que, como señala la 
doctrina, la Contribución Inmobiliaria es una 
imposición directa, pero de carácter real, que 
grava una manifestación aislada de capacidad 
contributiva, tal cual es la propiedad o la 
posesión de un bien. En dicha imposición no se 
tiene en cuenta -porque hace a su propia 
naturaleza- la situación subjetiva del contribu- 
yente -por ejemplo, el nivel de ingresos, cargas 
de familia, posesión de otros bienes, existencia 
de deudas, etcétera-, salvo casos excepcionales 
de escasa o nula capacidad contributiva como, 
dicho sea de paso, se contempla en el artículo 
10 de la normativa impugnada. Por ello es que 
en este tipo de imposición no se toma en cuenta 
la situación en la sociedad, como equívocamente 
sostienen los recurrentes. Y a mayor 
abundamiento cabe señalar que el impuesto 
Contribución Inmobiliaria rige en nuestro país 
desde hace casi ciento veinte años, constituyen- 
do una de las tuentes de recursos más 
importantes de los Gobiernos Departamentales, 
y no se toma en cuenta para su aplicación otro 
tipo de elemento que no sea el valor de la finca 
y su ubicación; tampoco se estudian otras 
situaciones que hacen referencia a impuestos 
personales de carácter progresivo, pero no al 
que tenemos a considsración. 

En lo que hace a la argumentación basada 
en los artículos 7% y 32 de la Constitución de 
la República, cabe señalar que la Suprema 
Corte de Justicia ha expresado: "En esta 
argumentación hay un error conceptual que 
debe disiparse. La relación impositiva que 
genera el artículo 2% del Decreto-Ley N* 15.343 
es meramente obligacional, no implica ninguna 
transferencia de dominio, y por tanto está tuera 
de las previsiones de los artículos 7% y 32 de 
referencia". Los recurrentes conservan "la inte- 
gral titularidad de su patrimonio, desde que no 
se organiza ninguna transferencia de dominios 
de bienes concretos a favor del Estado". Y 
agrega este fallo de la Suprema Corte de 
Justicia: "El Estado no adquiere derecho alguno 
de dominio sobre los bienes de las personas, 
que continúan siendo de plena propiedad de 
ellas. El contribuyente es, únicamente, deudor 
del impuesto, y esa deuda tiene por objeto una 
suma de dinero constitutiva de una deuda de 
justicia por representar la cuota de contribución 
a los gastos generales del Estado. No puede, 
pues, confundirse ni asimilarse con la expropia- 
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ción o con las limitaciones al dominio que tiene 
su campo de acción propia sobre las cosas que 
son objeto de la propiedad privada". Esta 
sentencia es la N* 449 del año 1987 y está 
publicada en la página 505 del N* 81, Tomo XIV, 
de la Revista de Derecho Tributario. 

Por último, y en lo que hace relación a lo 
expresado por los señores recurrentes respecto 
de la morosidad, es necesario señalar que uno 
de los deberes esenciales de cualquier adminis- 
tración fiscal es tratar de disminuirla al mínimo 
-a fin de que los ingresos sean percibidos en 
tiempo, para verterlos de modo tal que se 
puedan satistacer las necesidades públicas-, 
manteniendo, justamente, la equidad en el 
tratamiento de los contribuyentes. 

El miembro informante deja constancia de 
que en el presente informe no se hace mención 
a la Tasa de Higiene porque no fue impugnada 
expresamente en el recurso a estudio, pero sin 
perjuicio de ello, entiende que ésta es legal y 
constitucional. 

Lo expuesto amerita que esta Comisión, en 
mayoría, entienda que debe rechazarse el 
recurso de apelación incoado por varios señores 
Ediles de la Junta Departamental de Rivera 
contra el Decreto N* 3724/000 de esa Junta. 


9.— Asunto entrado fuera 


de hora 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Dese cuen- 
ta de una moción de orden presentada por la 
señora Diputada Tourné y los señores Diputados 
Leglise y Amen Vaghetti. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se dé cuenta de los 
asuntos entrados fuera de hora". 


— Se va a votar. 
(Se vota) 


— Cuarenta y nueve en cincuenta y uno: 
Afirmativa. 


Dese cuenta de los asuntos entrados fuera 
de hora. 


(Se lee:) 


"Varios señores Representantes presentan, 
con su correspondiente exposición de motivos, 
un proyecto de minuta de comunicación por el 


que se exhorta al Poder Ejecutivo a incorporar 
a los trabajadores del sector rural al régimen de 
seguro de desempleo. C/1138/001* 


— A la Comisión de Legislación del Trabajo. 


10.-— Proyecto presentado 


"Trabajadores del sector rural. (Se exhorta 
al Poder Ejecutivo a incorporarlos al 
régimen de seguro de desempleo) 


MINUTA DE COMUNICACION 


Los abajo firmantes proponen a la Cámara de 
Representantes el envío, al Poder Ejecutivo, de 
una minuta de comunicación exhortando al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a 
incorporar al régimen de seguro de desempleo 
a los trabajadores del sector rural. 


Montevideo, 3 de mayo de 2001. 


Daisy Tourné, Representan- 
te por Montevideo; Nora 
Castro, Representante por 
Montevideo; Gustavo Gua- 
rino, Representante por 
Cerro Largo; Leonel Heber 
Sellanes, Representante 
por San José; Guillermo 
Alvarez, Representante por 
Montevideo; Roque Arre- 
gui, Representante por 
Soriano; Roberto Conde, 
Representante por Canelo- 
nes; Juan José Bentan- 
cor, Representante por 
Montevideo; Carlos Pita, 
Representante por Monte- 
video. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Hace ya demasiados años que nuestro país 
tiene una deuda con los trabajadores rurales; 
deuda que en estas circunstancias de particular 
gravedad se hace absolutamente injustificable: 
el derecho de los trabajadores rurales al seguro 
de desempleo. 


El trabajo de estos hombres y mujeres es el 
que sostiene un sector estratégico en nuestro 
país: la producción agropecuaria. De ella surgen 
la mayoría de los bienes que consumimos y que 
exportamos. 
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Del informe recientemente presentado por la 
Delegación de Trabajadores en la Junta Nacio- 
nal de Empleo (JUNAE) surgen datos que deben 
ser tenidos en cuenta a la hora de pensar este 
problema. 


Del total de la población económicamente 
activa del país los trabajadores rurales son el 
10%: setenta y tres mil asalariados en el sector 
agropecuario (trece mil menos que dos años 
atrás). Esto equivale a los dos tercios de los 
asalariados de la industria. La mitad de los 
asalariados tienen menos de treinta y cinco años 
y alta incidencia de pobreza, con un bajísimo 
(casi inexistente) acceso a la seguridad social 
y a servicios en general. 


Estos datos, muy resumidos en este informe, 
sin embargo dan cuenta de una situación que 
debe ser urgentemente atendida. Inmersos en la 
situación crítica en la cual estamos, de cuyas 
consecuencias nadie resultará ileso, para los 
asalariados rurales la consecuencia casi inevi- 
table es la más absoluta desprotección y la 
exclusión. 


Entendemos que, según la ley vigente en 
materia de desempleo forzoso de empleados 
privados, Decreto-Ley N* 15.180, de 20 de 
agosto de 1981, el Poder Ejecutivo está 
perfectamente facultado para disponer el pago 
del subsidio por desempleo para los asalariados 
rurales, según se desprende del inciso segundo 
del artículo 1% de la mencionada ley: 


Artículo 1% (Campo de aplicación).— El 
régimen de prestaciones que establece la 
presente ley cubre la contingencia del desem- 
pleo forzoso y comprende obligatoriamente a 
todos los empleados de la actividad privada que 
prestan servicios remunerados a terceros. 


Los empleados correspondientes a las acti- 
vidades no comprendidas en regímenes de 
prestaciones o subsidios de paro o desocupa- 
ción, vigentes a la fecha de promulgación de la 
presente ley, se incorporarán al régimen previsto 
en la misma en la oportunidad, forma y 
condiciones que establezca el Poder Ejecutivo. 


Así como también el artículo 10 refuerza y 
habilita más aún la facultad del Poder Ejecutivo 
en esta materia: 


Artículo 10. (Desocupación especial).— 
Facúltase al Poder Ejecutivo para establecer, 
por razones de interés general, un régimen de 


subsidio por desempleo total o parcial para los 
empleados con alta especialización profesional, 
en ciertas categorías laborales o actividades 
económicas. 


En cada caso el Poder Ejecutivo establecerá 
el monto del subsidio a pagarse a los empleados 
suspendidos, despedidos, o en situación de 
trabajo reducido el que no podrá exceder del 
80% (ochenta por ciento) del promedio mensual 
de las remuneraciones computables y que no 
podrá extenderse por un plazo mayor de un año. 


Montevideo, 3 de mayo de 2001. 


Daisy Tourné, Representan- 
te por Montevideo; Nora 
Castro, Representante por 
Montevideo; Gustavo Gua- 
rino, Representante por 
Cerro Largo; Leonel Heber 
Sellanes, Representante 
por San José; Guillermo 
Alvarez, Representante por 
Montevideo; Roque Arre- 
gui, Representante por 
Soriano; Roberto Conde, 
Representante por Canelo- 
nes; Juan José Ben- 
tancor, Representante por 
Montevideo; Carlos Pita, 
Representante por Monte- 
video". 


11.—Racionalización de la 
tributación domicilia- 
ria. (Recurso de apela- 
ción interpuesto por va- 
rios Ediles contra el 
Decreto N*? 3724/000 de 
la Junta Departamental 
de Rivera) 


— Continúa 

debate. 
Tiene la palabra el miembro informante en 

minoría, señor Diputado Borsari Brenna. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.— Señor Presi- 
dente: luego de discutir estos temas en la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración, la bancada del Partido 
Nacional ha decidido acompañar el recurso de 
apelación que han presentado once Ediles de la 


la consideración del asunto en 
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Junta Departamental de Rivera contra el Decreto 
N?2 3724/000, que versa sobre la ordenanza 


relativa a la racionalización de la tributación 
domiciliaria de la Intendencia Municipal de 
Rivera. 


Sabido es, señor Presidente, que debe haber 
un equilibrio entre la potestad tributaria que 
tiene el jerarca -en este caso, el Intendente 
Municipal-, el poder para imponer los tributos y 
la capacidad contributiva del sujeto pasivo, que 
es el ciudadano o simple habitante de cualquier 
departamento de nuestro país. 

Este equilibrio entre estos tres principios 
conlleva que debe haber una equitativa 
racionalización tributaria. Ese necesario equili- 
brio que debe primar en todos los departamen- 
tos del país, desde nuestro punto de vista -así 
lo informamos en minoría y esperamos conven- 
cer a la Cámara de Representantes de que algo 
de razón tenemos, o tienen los Ediles y los 
ciudadanos que han impugnado este decreto en 
Rivera-, es roto por la Administración Municipal 
en forma discrecional, al usar su potestad 
tributaria de manera tal que exorbita el equilibrio 
que invocábamos, entre potestad tributaria, 
poder para imponer tributos y capacidad contri- 
butiva del sujeto pasivo. 

Al romperse este equilibrio, desde nuestro 
punto de vista -coincidente con el de los 
recurrentes- corren peligro los habitantes de 
Rivera de ser objeto de confiscación o de 
desapoderamiento ilegítimo de sus bienes. 

Quienes estudiamos derecho tributario sabe- 
mos que la capacidad contributiva del sujeto 
pasivo es la medida en que los ciudadanos o 
habitantes pueden soportar la carga tributaria. 
Todos sabemos -ayer se habló de ello aquí 
hasta casi la hora O de hoy- que la capacidad 
contributiva de los habitantes de nuestro país, 
ya no del departamento de Rivera, en este 
momento está limitada y comprometida. No es 
necesario hacer sesudos análisis para concluir 
que el país, que la gente, que el ciudadano, que 
el habitante no soportan más impuestos, mucho 
menos cuando se trata de la zona norte de 
nuestro país. 

A nadie escapan las calamidades -digo bien: 
las calamidades- o las tragedias que han 
sucedido en el norte del país en los últimos 
meses y años. Llámense inundaciones o se- 


quías, pasando por enfermedades de las 
haciendas, nada les ha sido ajeno a los 
departamentos del norte del país. Entonces, 


esta carga tributaria sobrepasa, sin ninguna 
duda, la capacidad que tienen los ciudadanos, 


contribuyentes o habitantes del departamento de 
Rivera, en este caso, de enfrentar esta 
situación, de enfrentar el pago que trae como 
consecuencia la aplicación de este decreto 
municipal. 

Voy a referirme ahora al aspecto jurisdiccio- 
nal, legal y constitucional, relativo a los límites 
que establece nuestra Constitución en su 
artículo 303. Creo que no es necesario recurrir 
a expresiones doctrinarias indiscutibles, pacífi- 
camente admitidas en el país, para fundar lo que 
estamos diciendo, pero si ello fuera necesario, 
lo haré. 

El profesor y maestro de derecho tributario, 
doctor Ramón Valdés Costa -maestro para todos 
quienes estudiamos derecho-, expresa: "Los 
defectos de la ley o su defectuosa aplicación por 
la Administración, crea también desigualdades. 
Un caso típico es la diferencia de criterios o de 
métodos para fijar el valor de la base de cálculo, 
problema generalizado en lo que respecta a los 
bienes inmuebles. La doctrina ha prestado 
atención a este problema. Otro caso relacionado 
con la base de cálculo es su fijación arbitraria 
por parte de la Administración con la finalidad 
de aumentar el impuesto, hecho que ocurre 
especialmente (...) con nuestros Gobiernos 
Locales", 

Esto es verdad, señcr Presidente. ¡Es verdad! 
Permiítase decirlo a un Representante de un 
partido político como el Partido Nacional, que 
tiene trece Intendencias y que corre el mayor 
peligro de que sus actos, decretos o resolucio- 
nes sean impugnados. Pero nuestra filosofía es 
que esta capacidad contributiva no se vea 
sobrepasada por la presión indebida, exorbitada, 
de los Gobiernos Departamentales. 

Estoy absolutamente de acuerdo con lo que 
dice Valdés Costa: esto ocurre especialmente 
con nuestros gobiernos locales. Por eso el 
Constituyente, en forma sabia -creo-, estableció 
el artículo 303 de la Constitución, que es la 
válvula de escape que tiene el ciudadano para 
recurrir cuando no tiene otro remedio. No 
olvidemos que a nivel municipal hay un sistema 
según el cual el partido que gana el gobierno 
tiene la mayoría en la Junta Departamental, a 
diferencia de lo que ocurre con el Gobierno 
Nacional y el sistema parlamentario. Entonces, 
el ciudadano se puede encontrar preso de esas 
mayorías que, legftimamente -no las estoy 
impugnando-, pueden establecer tributos que, 
ésos sí, pueden ser ilegítimos o inconstitucio- 
nales. 

El artículo 1% del decreto modifica la base de 
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cálculo de los tributos domiciliarios: Contribución 
inmobiliaria e Impuesto a los Terrenos Baldíos 
y a la Edificación Inapropiada. Según los 
recurrentes y muchos ciudadanos o habitantes 
del departamento de Rivera, dichos aumentos 
llegan a un 1.000% y, en algunos casos, hasta 
un 3.000%. Alguien me podrá decir: "Borsari 
está usando argumentos de carácter fáctico, de 
conveniencia o inconveniencia económica oO 
política". ¡No! Si estos aumentos son como se 
denuncian, hay una situación cuasi confiscatoria 
-por no decir confiscatoria-, de desapoderamien- 
to de inmuebles protegidos por el derecho de 
propiedad que todos conocemos aquí y que 
consta en nuestra Constitución de la República. 

Yo no estoy solo en esto. No solamente los 
once Ediles -después se considerarán los otros 
recursos, que son similares a éste- han 
interpuesto las razones que estamos dando hoy 
aquí, sino que, además, ha llegado a mis manos 
una declaración de la Mesa Política del Frente 
Amplio, que ha tomado estado público en el 
departamento de Rivera, de la cual comparto los 
argumentos jurídicos y legales que allí se 
esgrimen a favor del recurso y en contra del 
decreto. Dice: "Sin dudas el efecto mayor se dio 
en la zona urbana no central, en las suburbanas 
y en las villas y ciudades del interior del 
departamento, cuyos aforos se multiplicaron por 
10, por 100, por 1.000 y hasta por 3.000 en 
algunos casos.- Evidentemente la aplicación de 
esos mismos criterios a los nuevos valores 
llevaría el monto final a niveles confiscatorios 
innegables.- Por otro tado" -esto es algo a lo 
que recién aludió el miembro informante en 
mayoría- "la publicación de la aplicación del 
nuevo catastro se debió hacer en diarios de 
publicación local y nacional. La cobertura 
nacional se realizó en el diario La República. En 
el local se publicó en el diario Jornada con el 
título de 'Emplazamiento' en una página 
agropecuaria y en una novena parte de la hoja, 
de modo que no llegó claramente y se perdió 
la información a la gente, dificultando la 
posibilidad de recurrencia al TCA". 

Entonces, no estamos solos en esta creencia 
legítima de que esta situación puede ser 
confiscatoria o de desapoderamiento de la 
propiedad de muchos habitantes del departa- 
mento de Rivera. 

El artículo 22 del decreto impugnado estable- 
ce las alícuotas por zonas catastrales, gravando 
los inmuebles con el 1,3%, el 1% y el 0.60% 
según estén en zonas urbanas, suburbanas o 
del interior del departamento. 


Sabemos que toda fijación arbitraria de una 
base de cálculo produce desigualdades ante las 
cargas públicas. Aquí hay una situación que 
creo es innegable: en muchos casos, los 
propietarios con inmuebles de menor valor van 
a soportar un aumento mayor que aquellos 
cuyas propiedades son de mayor valor. Esto es 
innegable. Sabemos que en el mundo hoy las 
familias, los particulares, van trasladando sus 
viviendas a espacios o lugares más apartados 
del centro de las ciudades cuanto mayor es su 
poder adquisitivo. Y, precisamente, aquí se 
grava a quienes se van a vivir a las zonas 
suburbanas de la ciudad de Rivera, donde están 
emplazadas gran cantidad de propiedades de 
muchísimo valor -casas con terrenos y pisci- 
nas-, con un porcentaje menor que el que se 
aplica a quienes tienen un apartamento pequeño 
en el centro. Este hecho también se da aquí, 
en Montevideo. Cualquier persona que tome un 
automóvil y se desplace del centro hacia las 
afueras de la capital podrá comprobar que esto 
es así. 

Por lo tanto, esta inequidad en las Contribu- 
ciones Inmobiliarias que van a afrontar los 
habitantes de Rivera, desde nuestro punto de 
vista es violatoria del principio de igualdad ante 
las cargas públicas que está consagrado en el 
artículo 8% de la Constitución de la República. 
Allí se establece como principio general: "Todas 
las personas son iguales ante la ley no 
reconociéndose otra cistinción entre ellas sino 
la de los talentos o las virtudes”. 

Estamos acompañados también por senten- 
cias de la Suprema Corte de Justicia. La 
Sentencia N* 34 de 1999, publicada en "La 
Justicia Uruguaya", dice lo siguiente: “(...) de ya 
larga data y como no podría ser de otra manera, 
la Corporación" -o sea, la Suprema Corte de 
Justicia- "ha afirmado que la igualdad ante la 
ley no es la igualdad absoluta, como concepto 
matemático de perfecta equivalencia, sino que 
consiste en tratar a los iguales, igualmente y a 
los desiguales, desigualmente, y en proporción 
a su desigualdad (...)". 

Decimos entonces que la potestad tributaria 
de los gobiernos jamás debe superar la 
capacidad contributiva de las personas. El 
doctor Valdés Costa así lo indica y afirma 
cuando dice: "La capacidad contributiva se 
relaciona con la persona titular de la riqueza, 
su situación en la sociedad, el núcleo familiar 
que integra, la teoría del valor decreciente de 
las distintas fracciones de riqueza poseídas por 
el contribuyente". 
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Sinceramente, creo que, como se establece 
en el recurso, hay un incremento impositivo 
desmesurado. Ya hay una morosidad altísima en 
departamentos como Rivera y Artigas y, sin 
duda, se producirá en muchísimos casos una 
situación de real desapoderamiento o de 
confiscación. 

La Mesa Política del Encuentro Progresista- 
Frente Amplio de Rivera coincide con esta 
apreciación, expresando: "Fueron presentados 
tres recursos en cuya gestión el EP-FA estuvo 
presente a través de dirigentes de nuestra 
fuerza política que los impulsaron y de sus 
militantes que recogieron firmas, porque la 
medida reflejaba la posición política que había- 
mos sostenido.- Los recursos fueron presenta- 
dos al Parlamento con una sólida fundamentación 
jurídica, que revelaba la inconstitucionalidad de 
los arts. 1%), 22%) y 5%)" -que nosotros estamos 
también acusando de inconstitucionales- "(...) tal 
como lo requiere el art. 303 de la Constitución 
de la República". Y agrega: "Se tundamenta 
principalmente en que las alícuotas establecidas 
en un 1.3% para la zona urbana, 1% en la zona 
suburbana y 0.60% en el interior del departa- 
mento, hacen que padrones con el mismo valor 
de aforo contribuyan de forma diferente a las 
cargas públicas. Por ejemplo un inmueble 
valorado en $ 100.000, pagará $ 1.300, $ 1.000 
o $ 600 según en qué zona se encuentre. Esto 
viola" -expresa la declaración de la Mesa 
Política del Encuentro Progresista-Frente Am- 
plio- "el principio de igualdad ante las cargas 
públicas, consagrado en los arts. 8%? y 72 de la 
Constitución de la República.- Si ante la misma 
base de cálculo se llega a una carga tributaria 
diferente, se está consagrando una desigualdad 
entre quienes se encuentran en una situación 
igual, lo que indudablemente viola el principio 
antes mencionado”. 

Entonces, no venimos aquí a hacer una 
argumentación basada en el mérito o en la 
cuestión fáctica. Estamos apoyados por los 
textos constitucionales y legales, por las razo- 
nes doctrinarias ya aludidas y por ciudadanos 
que no son de mi Partido y que opinan igual 
que nosotros en el departamento fronterizo. 

Creo que se han violado los artículos 7*, 82 
y 32 de la Constitución de la República. Creo 
que el derecho de los ciudadanos, de los 
habitantes, de ser protegidos en el goce de su 
propiedad, está en peligro. Creo que el principio 
de no confiscación, que en la doctrina tributarista 
es pacíficamente admitido, está en peligro. Dice 
la doctrina argentina que cuando los tributos 


absorben una parte importante de la propiedad 
o de la renta son contiscatorios. Aquí, en 
algunos casos, ciudadanos del departamento de 
Rivera que tienen alquilados sus bienes, por 
ejemplo, van a tener que juntar hasta cuatro y 
cinco meses de renta para cubrir el impuesto de 
Contribución Inmobiliaria. Repito: tendrán que 
destinar hasta cinco meses de la renta de un 
inmueble para pagar su impuesto de Contribu- 
ción Inmobiliaria. ¡Ni hablemos de la situación 
fáctica de desastre económico que se podrá 
enfrentar en los próximos meses por la tragedia 
nacional que está padeciendo el país! Ni me 
acerco a ese problema, porque creo que no es 
de nuestra competencia ni motivo de discusión 
en este momento, pero esto también deberá ser 
considerado. 

Como hemos dicho, también se viola el 
principio de la igualdad ante las cargas públicas. 
Entonces, desde mi punto de vista, estos 
primeros artículos son demostrada y 
acabadamente inconstitucionales. 

No quiero utilizar mucho más del tiempo de 
que dispone esta Cámara, pero quisiera conven- 
cer a muchos de los legisladores que todavía 
no lo están. 

Voy a incursionar en el artículo 5%, que, 
desde mi punto de vista, es aún mucho más 
grosero que estos dos artículos impugnados. El 
artículo 52 establece una Tasa de Higiene. Se 
crea una tasa en unidades reajustables, según 
la zona catastral, que será cobrada en forma fija 
y anual. Creo que esta tasa es un verdadero 
impuesto encubierto. Sabemos que en muchos 
departamentos del país se están aplicando tasas 
similares, pero eso no es razón para que aquí 
avalemos esta tasa y digamos que es legal o 
constitucional. No, señor Presidente. Digo con 
total honestidad intelectual que no lo es, que 
está expedita la vía para declararla inconstitu- 
cional en cualquier parte del país. No hay una 
efectiva prestación particular e individual del 
Estado al contribuyente cuando se crea esta 
Tasa de Higiene. Los servicios de barrido, 
higiene ambiental y recolección de residuos no 
pueden individualizarse en unidades de consu- 
mo. El destinatario es la comunidad en general 
y así lo indica la definición del artículo 12 del 
Código Tributario; basta leerla para saber que 
esto, a lo que se le llama "tasa" o se le quiere 
llamar "tasa" -entre comillas-, es un verdadero 
impuesto encubierto. El Código establece: "Tasa 
es el tributo cuyo presupuesto de hecho se 
caracteriza por una actividad jurídica específica 
del Estado hacia el contribuyente; su producto 
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no debe tener un destino ajeno al servicio 
público correspondiente y guardará la razona- 
ble equivalencia con las necesidades del 
mismo", 

Claramente vemos que no se cumple con la 
definición que sobre las tasas nos brinda el 
Código Tributario, que explica que ha de ser un 
servicio susceptible de dividirse en unidades de 
consumo. 

Reitero: que no se nos venga con el argu- 
mento de que se aplica en muchos departamen- 
tos del país; ésa no es razón para decir que 
es constitucional o legal. No, señor Presidente. 
Si se hace una modificación y si hay ciudadanos 
que quieren recurrir, tienen el derecho a hacerlo, 
consagrado constitucionalmente. Pero nuestra 
voz se alza, en este caso, en defensa de 
quienes han venido hoy a recurrir, sean Ediles 
o ciudadanos del departamento de Rivera. 

Nos apoyamos también en la sentencia 
N? 249/88 de la Suprema Corte de Justicia, que 
establece: "Valdés Costa exige que el servicio 
del Estado que traduzca esa actividad", -o sea, 
la tasa- "sea susceptible de individualizarse en 
la persona del contribuyente. La tasa sólo se 
adeuda cuando hay una efectiva prestación 
particular e individual del Estado hacia el 
contribuyente (...) si esos servicios no existen 
no existe tampoco la tasa como categoría 
tributaria". El doctor Valdés Costa ha sostenido, 
además, que la base de cálculo de todo tributo 
debe estar relacionada con el presupuesto de 
hecho. Es claro que en este caso no sucede así, 
desde que la cuantificación de la tasa depende 
de la zona catastral en la que está ubicado el 
inmueble y no del presupuesto de hecho que le 
daría origen. 


SEÑOR ORRICO.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR BORSARI BRENNA.— SÍ, señor 
Diputado. 
SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Puede 


interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: com- 
prendo que el señor Diputado Borsari Brenna, 
que ha tenido que actuar como miembro 
informante de por lo menos dos de los tres 
informes, haya caído en un error en este caso. 
Este recurso particular que estamos consideran- 
do no recurre las tasas; no habla de la tasa sino 
exclusivamente de la Contribución Inmobiliaria. 
Sin embargo, no es baladí lo que está diciendo. 


No voy a contestar ahora sobre el particular, 
dado que luego consideraremos otro recurso que 
sí contempla la Contribución Inmobiliaria y 
también la tasa, oportunidad en la que hablaré 
en calidad de miembro informante. 

No está mal que el señor Diputado Borsari 
Brenna ingrese, de todos modos, en el tema de 
la tasa. Simplemente deseaba aclarar que ésta 
no es objeto del recurso que estamos conside- 
rando. Este no es un problema de mala o buena 
fe; descuento la buena fe del señor Diputado 
Borsari Brenna. 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Puede 
continuar el miembro informante en minoría, 
señor Diputado Borsari Brenna. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.— Señor Presi- 
dente: agradezco la aclaración; pero nosotros 
hemos elaborado este informe en forma gené- 
rica, porque sabido es que los tres recursos son 
casi idénticos en su parte expositiva. Pensaba 
fundamentar en forma general los tres recursos, 
en una sola exposición, porque considero que 
no tienen grandes variantes. Por lo tanto, voy 
a finalizar la presentación del tema de la tasa, 
incluido en fos otros recursos. Tal como ha dicho 
el señor Diputado Orrico y si la Cámara así lo 
quiere, luego abundaremos en la discusión de 
los otros recursos con mayor amplitud. 

Como decía, el doctor Valdés Costa ha 
sostenido que la base de cálculo de todo tributo 
debe estar relacionada con el presupuesto de 
hecho. Es claro que en este caso no sucede así 
desde que la cuantificación de la tasa depende 
de la zona catastral en la que está ubicado el 
inmueble y no del presupuesto de hecho que le 
daría origen. 

Por lo expuesto, sostenemos que este 
decreto es claramente inconstitucional y que se 
extralimitan las facultades conferidas a los 
Gobiernos Departamentales. Hemos hecho lle- 
gar a la Mesa, a modo de finalización de nuestro 
informe, un proyecto de resolución para hacer 
lugar al recurso dejando sin efecto el Decreto 
N2 3724/000 de la Junta Departamental de 
Rivera, promulgado por la Intendencia Municipal 
el 19 de diciembre de 2000. 

Además de explicar nuestra posición respecto 
de la tasa -y vaya esto como fundamento para 
los restantes recursos-, daremos lectura a lo que 
la Mesa Política del Frente Amplio sostiene en 
cuanto a esta tasa. Sostiene que no se trata de 
una tasa sino de un impuesto, en mérito a los 
siguientes fundamentos: "Que esta actividad sea 
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específica hacia el contribuyente: es decir 
susceptible de ser divisible en unidades de 
consumo, que puedan individualizarse en la 
persona del contribuyente. Verbigracia, la expe- 
dición de una autorización, la expedición de un 
certificado, la prestación de un servicio especí- 
fico e individualizable; su producido no puede 
tener un destino ajeno al servicio y debe guardar 
razonable equivalencia con las necesidades del 
mismo.- La Tasa de Higiene creada no cumple 
con estos requisitos. El servicio que con ella se 
pretende cubrir es la higiene ambiental, el 
barrido y la recolección de residuos. (...) No es 
susceptible de dividirse en unidades de consu- 
mo, pues el destinatario del servicio es la 
comunidad toda o aun un destinatario imperso- 
nal como lo es la imagen de la ciudad (...). Por 
otra parte doctrina y jurisprudencia han señalado 
que la base de cálculo de la tasa debe ser la 
cuantificación del presupuesto de hecho. El 
presupuesto de hecho de una tasa como se ha 
dicho es una actividad del Estado, pero aquí la 
base de cálculo es la zona en la cual está 
ubicado el inmueble, lo cual es absolutamente 
ajeno al presupuesto de hecho". 

Coincidimos plenamente con esta declaración 
y, por lo tanto, presentamos a la Mesa el 
proyecto de resolución por el cual acompañamos 
la derogación del decreto aludido. 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Pintado. 


SEÑOR PINTADO.— Señor Presidente: no 
quiero discutir jurídicamente este asunto, por- 
que en mi bancada hay voces mucho más 
autorizadas que la mía. Me alegro de que aquí 
se hagan ciertas citas de lo manifestado por 
nuestra fuerza política en lo departamental y de 
que se comparta lo que en esta oportunidad 
plantea. 

Creo que aquí hay una especie de corte 
horizontal porque, lamentablemente, no tengo la 
declaración ni los fundamentos que llevaron a 
dos Ediles del Partido Nacional en Rivera a 
votar esta Contribución Inmobiliaria y la Tasa de 
Higiene. No tengo en mi poder la versión 
taquigráfica, pero seguramente deben haber 
dado algún fundamento. Esto demuestra que el 
terna realmente es opinable desde todos los 
puntos de vista y por ello no quiero encararlo 
jurídicamente. Creo que sería bueno que algún 
día, con cierta tranquilidad, pudiéramos debatir 
acerca de la limitada capacidad contributiva de 
los uruguayos, pero no sólo en lo departamental, 


sino también en lo nacional, porque en el 
Presupuesto no rebajamos impuestos que pro- 
metimos que íbamos a reducir y que afectan la 
capacidad contributiva de los trabajadores, como 
por ejemplo el impuesto a los sueldos. Esto no 
lo hemos podido medir -cada uno tiene su 
argumento-, pero la incapacidad de los ciuda- 
danos para pagar impuestos es tan válida en lo 
departamental como en lo nacional. 

Sinceramente, lo que me motiva es dejar 
algunas constancias sobre cosas que pienso 
desde hace mucho tiempo. Creo que algún día 
deberíamos tener la madurez política de promo- 
ver alguna reforma constitucional no electoral, 
que corrija algunas cuestiones que fueron 
pensadas para otro país y que determinan que 
el artículo 303 de la Constitución de la 
República derive recursos presentados por los 
ciudadanos o los Ediles ante decisiones de las 
Intendencias, a este ámbito predominantemente 
político, que tiene que transformarse y tratar 
de ser juez y analista de las cuestiones 
constitucionales o legales. Creo que sería 
mucho más seguro para todos que hubiera un 
tribunal especializado, independiente del Poder 
Legislativo, que pudiera analizar esta situación, 
porque aquí se entreveran muchos temas: la 
autonomía de los Gobiernos Departamentales y 
la resistencia de los contribuyentes a recibir 
algunos mazazos -o lo que se consideran tales- 
como producto de la situación económica que 
se vive. 

Coincido, no sé si en los términos jurídicos, 
pero sí en cómo la población de Rivera percibió 
la necesidad que, por otro lado, tiene la 
Intendencia de llevar adelante con recursos 
determinada acción. Si no solucionamos esto 
para el tuturo, acá se mezclarán las cosas: a 
veces la gente se confunde, pensando que lo 
injusto es inconstitucional o ilegal o, por el 
contrario, no percibe que no siempre lo legal y 
lo constitucional están vinculados con una cues- 
tión de justicia. Me atrevo a decir que también 
desde el punto de vista jurídico hay voces, que 
hoy se han expresado -y hay otras más-, que 
pueden hacer que los asuntos sean opinables. 
La cuestión pasa por qué actitud se tiene -aun- 
que sea equivocada- frente a la misma situación 
en distintas Intendencias, no dependiendo del 
color partidario que tenga la titularidad. 

Tengo el temor de que ante esta gran 
injusticia generada por los nuevos valores de la 
Contribución Inmobiliaria y de la Tasa de 
Higiene y el análisis acerca de si es constitu- 
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cional y legal, se pueda aumentar la brecha, 
cada vez más grande, entre la institucionalidad 
y la gente sencilla que busca por la vía que 
puede algún amparo frente a las Administracio- 
nes, ya que, como producto de la situación 
económica, se le hace muy dificultoso o 
imposible pagar algunos tributos. Estoy casi 
haciendo una confesión: es fácil explicar esto a 
la gente; lo difícil es que entienda que debemos 
desempeñar, como Diputados, una labor que 
está ajena al concepto de justicia o injusticia. 
Esto es muy difícil y más cuando en algún 
aspecto, como éste, podrían existir diversas 
interpretaciones jurídicas. 

Estoy seguro de que no tendríamos estas 
situaciones si el Uruguay todo hubiera asumido 
un sistema tributario basado en la capacidad 
contributiva real de cada uno de los ciudadanos, 
donde el que tenga más pague más y el que 
tenga menos pague menos. Esto no es nada 
revolucionario: lo utilizan los países desarrolla- 
dos y nuestros países vecinos. 

Como bien decía el señor Diputado Borsari 
Brenna -así como tengo discrepancias, también 
tengo algunas coincidencias-, estos aumentos 
aparecen terribles frente a una población 
castigada por una mal llamada lucha contra el 
contrabando, que lo único que afectó fue a dos 
mil puestos de trabajo de los que viven del 
menudeo, por decirlo de alguna manera. Preten- 
diendo recaudar más, y seguramente sin mala 
intención, se aumentó el IMESI para algunos 
productos de "free shop", lo que tuvo como 
consecuencia una caída de la recaudación por 
la menor venta. Las políticas aplicadas generan 
desempleo; yo decía en una radio de Rivera que 
si la gente tuviera dinero, no tendría problemas 
en pagar ésta u otras alícuotas, tasas, etcétera. 
Pero el problema es que la gente está sin 
trabajo, y en los departamentos de frontera la 
situación es peor. 

En Rivera, el 67% de la población que tiene 
cobertura médica se atiende en una muy raleada 
Salud Pública. Con dolor cívico tuve que 
presenciar cómo novecientas personas hacían 
cola en la ciudad de Tranqueras para recibir lo 
que nosotros, quizás como un eufemismo, 
llamamos "la canasta", que consiste en un litro 
de leche, un kilo de arroz y un kilo de harina, 
porque azúcar no hay. Entonces, la gente tiene 
que hacer cola porque ni siquiera tiene estos 
tres elementos básicos. Y estoy seguro de que 
esta gente está agradecida con el Estado, que 
le brinda esta asistencia, aunque creo que 


ninguno de los aquí presentes convenimos en 
que eso es lo que la gente necesita para 
mantenerse. Pero la gente, lamentablemente, no 
distingue entre la Constitución, la legalidad y la 
injusticia, y siente que, en cierta medida, esta 
discusión se le aleja y siempre termina siendo 
la más perjudicada. 

Recuerdo rostros; uno no puede olvidarse de 
un hombre, Casalás, trabajador de monte, de 
forestación, que estaba indignado y no compren- 
día la cuestión de la constitucionalidad, la 
legalidad y la injusticia, que es lo que 
sanamente sienten los ciudadanos cuando se 
ven enfrentados a este tipo de dificultades. 
Tampoco me puedo olvidar del mecánico 
Martínez, quien también planteaba esto. Pero 
hoy la Cámara no se está expidiendo sobre esto; 
lamentablemente, sobre esos aspectos no tene- 
mos la opción de opinar; no lo pudimos hacer 
demasiado bien en el Presupuesto Nacional y 
no es nuestra competencia discutir los Presu- 
puestos Departamentales. Acá hay que tener un 
punto de vista jurídico -admito que puede haber 
distintas interpretaciones- sobre la constitu- 
cionalidad y la legalidad o ilegalidad de las 
medidas tomadas por las Intendencias en 
general, independientemente del color que las 
gobierne y, lamentablemente, de la justicia o 
injusticia que puedan acarrear para los ciuda- 
danos las decisiones que tomen los gobernantes 
departamentales. 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— No habien- 
do más oradores anotados, corresponde pasar 


a la votación. 


Léase nuevamente el proyecto de resolución 
de la Comisión en mayoría. 


(Se vuelve a leer) 
— Se va a votar. 
(Se vota) 


— Cincuenta y seis en 
Afirmativa. 


sesenta y ocho: 


Queda aprobado el proyecto de resolución en 
mayoría y se comunicará. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado 
por ser igual al informado en mayoría) 
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12.— Racionalización de la 
tributación domicilia- 
ria. (Recurso de apela- 
ción interpuesto por va- 
rios ciudadanos contra 
el Decreto N? 3724/000 
de la Junta Departamen- 
tal de Rivera) 


— Se pasa a considerar el asunto que figura en 
segundo término del orden del día: 
"Racionalización de la tributación domiciliaria. 
(Recurso de apelación interpuesto por varios 
ciudadanos contra el Decreto N* 3724/000 de la 
Junta Departamental de Rivera)". 


(Antecedentes:) 
Rep. N? 480 
"Montevideo, 29 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente y 
Señores miembros de la 
Cámara de Representantes. 


Los abajo firmantes, ciudadanos inscriptos en 
el departamento de Rivera, constituyendo domi- 
cilio en esta ciudad, en Río Branco N* 1358 
oficina 1201, se presentan y expresan: 


Que venimos en tiempo y forma a interponer 
RECURSO DE APELACION al amparo del 
artículo 303 de la Constitución contra los 
artículos 1%, 22 y 5* de la Ordenanza Municipal 
aprobada por la Junta Departamental con fecha 
15 de diciembre de 2000 ("Racionalización de 
la Tributación Domiciliaria") promulgado por el 
Ejecutivo Departamental con el N2* 3724/2000 
con fecha 19 de diciembre de 2000, en mérito 
a las siguientes consideraciones y fundamentos. 


COMPETENCIA DE LA CAMARA 


1.1. El artículo 303 de la Constitución confiere 
competencia a este cuerpo para resolver la 
apelación contra decretos de la Junta Departa- 
mental y las resoluciones del Intendente Muni- 
cipal contrarios a la Constitución y a las leyes 
no susceptibles de ser impugnados ante el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


1,2. Ante el Tribunal de lo Contencioso 


Administrativo, pueden impugnarse los actos 
administrativos definitivos que lesionen un 
interés directo, personal y legítimo (artículos 24 
y 49 del Decreto-Ley N* 15,524 y 4% de la Ley 
N?* 15.869). 


1.3. El ámbito de aplicación del artículo 303 
a diferencia de las normas citadas en el numeral 
que antecede, es la protección de un interés 
general a diferencia del interés personal, 
particular y directo cuya protección se procesa 
ante el TCA y requiere un previo agotamiento 
de la vía administrativa como lo establece el 
artículo 4% de la Ley N* 15.869, aspecto que no 
es requerido en el ámbito de aplicabilidad del 
artículo 303 de la Constitución. 


1.4, Debe tenerse presente, que además lo 
que se persigue con el presente accionamiento 
es que se dejen sin efecto las normas 
impugnadas por ser las mismas inconstituciona- 
les. Se trata en última instancia de una acción 
de inconstitucionalidad de normas que lesionan 
un interés general. La inconstitucionalidad, en 
todo caso, debería sustanciarse ante la Suprema 
Corte de Justicia y no ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 


1.5. Por tanto, estarios ante una acción de 
naturaleza especial, en tanto que procura la 
protección de un interés general, versa sobre la 
constitucionalidad (o legalidad) de la norma 
impugnada y para la cual la Constitución declara 
competente a la Cámara de Representantes. 


1.6. Este criterio fue el admitido por este 
Cuerpo en la sesión del 28 de mayo de 1992, 
en la cual se trató y dejó sin efecto la Res. 
N* 518 del 24 de enero de 1992 del Intendente 
Municipal de Rivera, respaldado en la posición 
de Justino Jiménez de Aréchaga, quien expresa: 
"La determinación de los sujetos que pueden 
interponer el recurso demuestra claramente que 
ha sido instituido para la protección de un 
interés general y no para la protección de 
intereses particulares: de lo contrario, se habría 
dicho que el recurso puede ser iniciado por 
cualquier persona lesionada por el acto ¡legal o 
inconstitucional" (J. Jiménez de Aréchaga. La 
Constitución Nacional. T. IX. página 127). 


1.7. Por lo cual debe entenderse este órgano 
resulta competente para entender en el presente 
accionamiento. 
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LAS NORMAS IMPUGNADAS 


11.1. El artículo 1% de la Ordenanza de "Ra- 
cionalización de la Tributación Domiciliaria", 
establece como monto imponible a los efectos 
del cálculo del Impuesto a la Contribución 
Inmobiliaria y del Impuesto a los Terrenos 
Baldios y a la Edificación inapropiada el Valor 
Real determinado por la Dirección General de 
Catastro, calculado sobre las nuevas bases 
técnicas utilizadas a partir del reaforo. 


11.2. El artículo 2* establece las alícuotas por 
razones catastrales: 


a) Para la zona catastral urbana de la 
ciudad de Rivera 1.3% (uno punto tres 
por ciento). 


b) Para la zona catastral suburbana de la 
ciudad de Rivera 1% (uno por ciento). 


c) Para zonas catastrales del interior del 
departamento de Rivera 0.60% (cero 
punto sesenta por ciento). 


11.3. El artículo 5% crea una Tasa de Higiene 
"cuyo producido estará destinado a solventar el 
costo de los servicios de recolección de residuos 
domiciliarios, barrido e higiene ambiental". Se 
establece un monto fijo anual por padrón con 
los siguientes valores: 


a) zona catastral urbana de la ciudad de 
Rivera 2 UR (dos unidades reajustables); 


b) zona catastral suburbana de la ciudad 
de Rivera 1 UR (una unidad reajustable) 


c) demás localidades del departamento 
0.50 UR (media unidad reajustable). 


Se establece además que la percepción del 
tributo que se crea será conjunta con la 
Contribución Inmobiliaria y de acuerdo a sus 
planes de pago y plazos. 


INCONSTITUCIONALIDAD DE LAS NORMAS 
IMPUGNADAS 


111,1. El artículo 12 modifica la base de cálculo 
de los Tributos domiciliarios de tal forma que se 
producen aumentos que alcanzan índices que 
superan un 1.000%, habiendo casos que llegan 
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a un 3.000%, de forma tal que se mantuvieran 
las actuales alícuotas 1.5% de Contribución 
inmobiliaria y 1.5% de Tasa General, la nueva 
base de cálculo alcanzaría a niveles 
confiscatorios, tal es así que la propia Intenden- 
cia reduce dichas alícuotas. 


111.2. De mantenerse dicha base de cálculo 
con las alícuotas que se venían cobrando se 
estaría afectando el derecho de propiedad 
protegido por el artículo 72 de la Constitución 
de la República. 


111.3. Aquí se produce una fijación arbitraria 
de la base de cálculo que producirá además una 
desigualdad ante las cargas públicas, ocasio- 
nando que propiedades de menor valor soporten 
un aumento mayor que propiedades más 
valiosas. Tal como lo expresaba el profesor 
Valdés Costa "Los defectos de la ley o su 
defectuosa aplicación por la administración, crea 
también desigualdades. Un caso típico es el de 
la diferencia de criterios o de métodos para fijar 
el valor de la base de cálculo, problema 
generalizado en lo que respecta a los bienes 
inmuebles. La doctrina ha prestado atención a 
este problema. Otro caso relacionado con la 
base de cálculo es su fijación arbitraria por parte 
de la administración con la finalidad de 
aumentar el impuesto, hecho que ocurre espe- 
cialmente... con nuestros gobiernos locales". (R. 
Valdés Costa. Institucicnes de Derecho Tributa- 
rio. Ed. Depalma. Buenos Aires 1992). 


111.4. El artículo 2% establece alícuotas dife- 
renciales, según la zona en que esté ubicada 
la propiedad. Criterio que carece de fundamento, 
y que además ocasionará que propiedades con 
el mismo valor imponible tributen de manera 
diferente -por estar ubicadas en zonas diferen- 
tes- con lo cual se está violando el principio de 
igualdad ante las cargas públicas, el cual es un 
aspecto del principio de igualdad ante la ley 
consagrado en los artículos 8% y 72 de la 
Constitución. 


111.5. El principio de igualdad ante las car- 
gas públicas "generalmente se expresa con el 
lugar común de que se debe tratar igual a los 
iguales y desigualmente a los desiguales" (R. 
Valdés Costa. Op. cit. página 373), principio que 
no se estaría respetando con la diferenciación 
de las alícuotas planteada en la norma impug- 
nada. Efectivamente una propiedad con un valor 
de atoro de $ 100.000 en la zona urbana pagaría 
$ 1.300 de contribución inmobiliaria y una 


Jueves 3 de mayo de 2001 CAMARA DE REPRESENTANTES 31 


propiedad del mismo valor de aforo en la zona 
suburbana pagaría $ 1.000, 


111.6. La llamada Tasa de Higiene, pese a su 
denominación es en realidad un impuesto que 
grava a los padrones según la zona catastral. 
En efecto, los servicios cuyo costo se pretende 
solventar con esta tasa no participan de los 
elementos característicos de los servicios cuyo 
costo puede solventarse con una tasa. 


111.7. Efectivamente, para que pueda consti- 
tuirse en hecho generador de una tasa, el 
servicio debe ser divisible en unidades de 
consumo. Así lo expresa Valdés Costa, refirién- 
dose a la divisibilidad: "En la doctrina predomina 
netamente la opinión de que los servicios que 
dan lugar al pago de la tasa deben ser 
divisibles... es decir, que sean susceptibles de 
ser divididos en unidades de consumo o de uso" 
más adelante, el mismo autor expresa "El 
Código Tributario Uruguayo... establece que la 
actividad del Estado que da lugar al pago del 
tributo es una actividad específica del Estado 
hacia el contribuyente. (R. Valdés Costa. Curso 
de Derecho Tributario. Ed. Depalma. Buenos 
Aires. 1996. Página 146). 


14.8. El barrido y la Higiene ambiental no son 
susceptibles de ser divididos en unidades de 
consumo, y tal como está reglamentado tampoco 
se hace lo propio con la recolección de residuos, 
pues debería en su caso establecerse cantidad 
de residuos y frecuencia de los mismos. No se 
trata por tanto de una actividad específica hacia 
el contribuyente que pueda considerarse como 
presupuesto de hecho de una tasa. 


111.9. El servicio que se pretende cubrir con 
la presunta tasa no se trata tampoco de una 
función inherente al Estado, pues el mismo 
puede perfectamente desarrollarse por la activi- 
dad privada. 


111.10. No se ha tenido en cuenta la efecti- 
vidad del servicio. Es decir, si el mismo se 
presta realmente. La norma establece que se 
cobrará anualmente, un valor fijo por cada 
padrón según la zona catastral en que se 
encuentre ubicado, sin ninguna referencia a la 
existencia o no de servicios. 


111.11. No se ha tenido en cuenta tampoco la 
razonable equivalencia entre el producido de la 
recaudación y el costo del servicio. Esto surge 
con toda claridad del hecho de que en el primer 
mensaje enviado por el Intendente a la Junta 


Departamental se enviaron unos valores, y en 
un segundo mensaje enviado una hora antes de 
la sesión extraordinaria se enviaron otros 
valores que corresponden a la mitad de los 
primeros valores manejados, de lo cual surge 
con claridad que hay un claro criterio fiscalista, 
recaudador, y no de cubrir los costos de un 
servicio, al cual no se hace más que una 
referencia genérica y confusa. 


111.12. Por tanto este tributo llamado Tasa de 
Higiene, regulado en el artículo 5% de la 
Ordenanza impugnada, es un Impuesto que 
escapa a la potestad tributaria de los Gobiernos 
Departamentales establecida en el artículo 297 
de la Constitución. Porque toma como base de 
cálculo la zona en que está ubicado el padrón, 
y aun cuando se considerara un impuesto a la 
propiedad, desconocería el principio de igualdad 
ante las cargas públicas consagradas en los 
artículos 82 y 72 de la Constitución. 


IV 
PRUEBA 


A los efectos de ilustrar mejor a los señores 
Representantes solicitamos a este Cuerpo el 
diligenciamiento de las siguientes probanzas: 


1) Se solicite a la Dirección Nacional de 
Catastro se sirva informar sobre los criterios y 
técnicas utilizados para el reaforo realizado en 
el marco del Programa financiado por el BID, el 
grado de exactitud para determinar el valor 
actual de las propiedades en el departamento 
de Rivera y las posibles fallas que puedan 
haberse producido. 


2) Se solicite a la Intendencia Municipal de 
Rivera que se sirva informar de el aumento que 
se produciría en los distintos barrios de la 
ciudad y zonas del interior con la aplicación de 
la nueva base de cálculo si se mantuvieran para 
la Contribución Inmobiliaria y la Tasa General 
las alícuotas que se han cobrado hasta ahora 
y con las alícuotas establecidas en la Ordenanza 
impugnada. 


3) Se solicite a la Intendencia Municipal de 
Rivera y/o a la Junta Departamental se sirva 
remitir los dos mensajes enviados a los señores 
Ediles con la correspondiente fundamentación 
de la Ordenanza impugnada. 
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PETITORIO 


Por lo expuesto, y de conformidad a las 
normas citadas en el cuerpo de este escrito, a 
la Cámara de Representantes solicitamos: 


l— Se nos tenga por presentados, por 
constituido domicilio, y por interpuesto en tiempo 
y forma este recurso de apelación, amparados 
en el artículo 303 de la Constitución. 


1I.— Se solicite la información requerida, y en 
definitiva se revoquen los artículos 1%), 2%) y 5%) 
de la Ordenanza Municipal aprobada por la 
Junta Departamental con fecha 15 de diciembre 
de 2000 ("Racionalización de la Tributación 
Domiciliaria") promulgado por el Ejecutivo De- 
partamental con el N* 3724/2000 con fecha 19 
de diciembre de 2000. 


SIGUEN FIRMAS" 


Anexo | al 
Rep. N* 480 


"CAMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME EN MAYORIA 
Señores Representantes: 


El recurso interpuesto por ciudadanos contra 
el Decreto 3724/00 de la Junta Departamental 
de Rivera (Carpeta N* 893 de 2000 de la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración) refiere sustancialmente 
a dos aspectos: 


1) Contribución Inmobiliaria y sus alícuotas 
(artículos 1% y 2% del Decreto 3724/00 
de la Junta Departamental de Rivera). 


2) Tasa de Higiene (artículo 5% Decre- 
to 3724/00 de la Junta Departamental 
de Rivera). 

| 
CONTRIBUCION INMOBILIARIA 


1.— La Contribución Inmobiliaria para el 
departamento de Rivera es resultado de una 


propuesta del intendente Municipal, aprobada 
por la Junta Departamental de Rivera por 
diecisiete votos en treinta y uno. Esto significa 
que -desde el punto de vista formal- se ha 
cumplido con el orden jurídico. 


2.— Se agravian los recurrentes de la "fi- 
jación arbitraria de la base de cálculo". No hay 
tal. La base de cálculo para la Contribución 
inmobiliaria fue fijada por la Dirección Nacional 
de Catastro y, según surge de las actuaciones 
realizadas ante la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración 
de esta Cámara se cumplieron todos los 
mandatos legales. 


En efecto, se realizó el catastro, se hicieron 
las publicaciones que manda la ley y en 
consecuencia, quedó firme el acto administrati- 
vo. Pero, aun cuando se sostuviera que hubo 
ilegalidades en la actuación de la Dirección 
Nacional de Catastro, no sería competente la 
Cámara de Representantes. Ello es así, dado 
que la fijación del valor de catastro es un acto 
administrativo, recurrible por tanto ante el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, en 
cuyo mérito y de conformidad a lo establecido 
en el artículo 303 de la Constitución de la 
República, esta Cámara no es competente para 
su análisis. 


3.— No hay en el decreto recurrido violación 
alguna al principio de igualdad ante las cargas 
públicas que, como es sabido, es un aspecto del 
principio de igualdad ante la ley recogido en el 
artículo 82 de la Constitución de la República. 


La igualdad ante la ley, enseña Justino 
Jiménez de Aréchaga, "equivale a decir que 
todos los hombres deben recibir igual protección 
de parte de las leyes". Y agrega el Maestro: 
"Uniformemente se ha admitido que este 
precepto no ha excluido la posibilidad de que 
se legisle para clases o grupos de personas. Lo 
que la norma exige es que hombres iguales, en 
circunstancias iguales, reciban un tratamiento 
igual". (La Constitución Nacional, Tomo 1, 
página 366). Las leyes, con excepción de las 
pensiones graciables deben tener un grado de 
generalidad tal que impida su individualización 


para una persona o grupo individualizable de 
personas. 


El decreto recurrido establece tres zonas 
(urbana, suburbana y del interior) cada una de 
las cuales presenta un suficiente grado de 
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generalidad, que hace inaplicable el concepto de 
desigualdad aludido por los recurrentes. Todas 
las personas que tengan sus propiedades en 
determinadas zonas (y son miles), tributarán 
igual. No hay favoritismo o discriminación hacia 
un grupo determinado. 


Los decretos de las Juntas Departamentales 
tienen, en nuestro orden jurídico, fuerza de ley 
en su jurisdicción y en realidad, dentro de ella, 
son una ley aunque se las denomine decretos. 
Este decreto es general, impersonal y abstracto, 
de tal modo que se cumplen en él todas las 
notas requeridas para su validez. 


TASA DE HIGIENE 


1.— Afirman los recurrentes que la denomi- 
nada "Tasa de Higiene” (artículo 5%) "es en 
realidad un impuesto”. Hacen referencia luego 
al Código Tributario para el cual tasa es "el 
tributo cuyo presupuesto de hecho se caracte- 
riza por una actividad jurídica específica del 
estado hacia el contribuyente”, 


Entendemos que en este punto se comete un 
grave error al trasladar las definiciones del 
Código Tributario a las Intendencias Municipa- 
les. 


2.— El artículo 1% del Código Tributario se 
titula "Ambito de aplicación” y dice que: "Las 
disposiciones de este Código son aplicables a 
todos los tributos, con excepción de los 
aduaneros y los departamentales". Constituye 
entonces una paradoja que un Código que dice 
que no debe ser aplicado a los Gobiernos 
Departamentales, permanentemente se le pre- 
tenda aplicar. 


Las leyes ordenan, imponen. Por lo tanto, lo 
que la ley quiere es que las disposiciones del 
Código Tributario no se le apliquen a las 
Iintendencias Municipales. 


3.— En Uruguay es muy claro que existe un 
vacío legal en la materia, por cuanto el Código 
Tributario dice que no se aplican sus disposi- 
ciones al ámbito departamental, pero, a su vez, 
no define -como es el caso de la tasa- qué se 
entiende por tal a los efectos municipales. 
Porque si el Código Tributario define la tasa, 
pero el artículo 1% dice que esta definición no 
es aplicable al ámbito departamental, entonces, 


necesariamente, debiera haber un concepto de 
tasa a los efectos municipales, que no puede 
ni debe basarse en lo que de este tributo 
dispone dicho Código. 


En definitiva, a las Intendencias de este país 
le han metido por la ventana, por la vía de la 
analogía, un Código Tributario que según su 
propio artículo 12 sólo se aplica a nivel nacional 
y para tributos nacionales. 


4.— Las Intendencias Municipales de todo el 
país han creado tasas desde muchos años antes 
de que rigiera el Código Tributario. 


Así casi todas las Intendencias tienen una 
"Tasa de Recolección de Residuos”. 


Pues bien, si nos guiáramos exclusivamente 
por las disposiciones del Código Tributario, de 
ninguna manera un servicio de esa naturaleza 
puede ser financiado mediante una tasa. 
Porque para el Código Tributario la tasa requiere 
una actividad "jurídica específica del Estado 
hacia el contribuyente". En consecuencia, habrá 
tasa cuando por ejemplo una Intendencia 
otorgue una partida de nacimiento, pero no lo 
habrá cuando levante la basura. 


Como fue dicho, estas tasas fueron creadas 
mucho antes de que existiera el Código 
Tributario y obsérvese que, si se aplicara a 
rajatabla el concepto de éste, habría servicios 
que las Intendencias debieran realizar gratuita- 
mente. Porque, cuando una Intendencia recoge 
la basura, no está cumpliendo una actividad 
jurídica. Tampoco puede hablarse de precio, por 
cuanto se le va a cobrar lo mismo al que tira 
un kilo de basura que al que tira cien, de tal 
modo que, actividades como las referidas a la 
salud, recolección de residuos, iluminación, 
mantenimiento de calles y un largo etcétera, no 
podrían tener financiación y debieran ser 
realizadas gratuitamente por las Intendencias, 
las que prácticamente tendrían que financiar 
casi todas sus actividades a través de la 
Contribución Inmobiliaria y la patente de roda- 
dos. 


5.— En conclusión, con respecto a este pun- 
to: las Intendencias hasta la aprobación del 
Código Tributario tuvieron un concepto de tasa 
que no es el que éste contiene. Por otra parte, 
el artículo 1% establece que sus disposiciones no 
son aplicables al ámbito departamental. En 
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consecuencia, también debe rechazarse esta 
parte del recurso. 


Por lo expuesto, vuestra Comisión, en 
mayoría, aconseja al plenario no hacer lugar al 
recurso interpuesto. 


Sala de la Comisión, 26 de abril de 2001. 


Jorge Orrico, Miembro Infor- 
mante; Jorge Barrera, 
Alejo Fernández Chaves, 
Felipe Michelini, Margari- 
ta Percovich, Diana 
Saravia Olmos. 


PROYECTO DE RESOLUCION 


12 — No hacer lugar al recurso de apelación 
interpuesto por un núcleo de ciudadanos contra 
el Decreto N?* 3724/000 de la Junta Departamen- 
tal de Rivera, promulgado por la Intendencia 
Municipal de Rivera, el 19 de diciembre de 2000. 


22 — Comuníquese a los interesados. 
Sala de la Comisión, 26 de abril de 2001. 


Jorge Orrico, Miembro Infor- 
mante; Jorge Barrera, 
Alejo Fernández Chaves, 
Felipe Michelini, Margari- 
ta Percovich, Diana 
Saravia Olmos. 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME EN MINORIA 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración informa, en 
minoría, a la Cámara de Representantes, la 
voluntad de acompañar con su voto el recurso 
de apelación interpuesto por ciudadanos del 
departamento de Rivera contra los artículos 1*, 
22 y 52 del Decreto N* 3724/000 por el que se 
da cumplimiento a la Ordenanza sobre 
Racionalización de la Tributación Domiciliaria de 
la intendencia Municipal de Rivera. 


Sabido es que el equilibrio entre la potestad 
tributaria, el poder para imponer tributos y la 
capacidad contributiva es uno de los principios 
cardinales sobre los que se debe basar una 
equitativa racionalización tributaria. 


En el caso, este necesario equilibrio es roto 
por la Administración Municipal y ésta pasa a 
actuar en forma discrecional; usando su potes- 
tad tributaria de forma tal que exorbita el 
equilibrio invocado, corriendo peligro los habi- 
tantes de Rivera de ser objeto de confiscación 
o desapoderamiento ilegítimo de sus bienes. 


Hay, sin dudas, que tomar en cuenta la 
capacidad contributiva del sujeto pasivo para 
establecer los límites que debe tener siempre la 
potestad tributaria. 


Dicha capacidad contributiva, desde ya está 
muy comprometida en el ámbito nacional, para 
todos los ciudadanos de nuestro país. Esta 
realidad está por demás comprometida con 
quienes tienen su residencia y lugar de trabajo 
en la zona norte del mismo. No es necesario 
abundar acerca de las dificultades que ha 
soportado la actividad económica y productiva 
de dicha región -pasando por sequía y enferme- 
dades del ganado- para darse cuenta de que 
dicha capacidad contributiva está ampliamente 
saturada. 


Sabido es que la capacidad contributiva es 
aquella medida en que los ciudadanos pueden 
soportar la carga tributaria en virtud de las 
respectivas situaciones personales o familiares. 


¿Es necesario acaso recurrir a opiniones de 
carácter doctrinario para despertar ta conciencia 
de que dicha carga tributaria sobrepasa los 
límites que nuestra Constitución marca, con 
carácter general? Pues si la realidad, que rompe 
los ojos, no es suficiente, lo haremos. 


El profesor de Derecho Tributario, doctor 
Ramón Valdés Costa expresa: "Los detectos de 
la ley o su defectuosa aplicación por la 
Administración, crea también desigualdades. Un 
caso típico es la diferencia de criterios o de 
métodos para fijar el valor de la base de cálculo, 
problema generalizado en lo que respecta a los 
bienes inmuebles. La doctrina ha prestado 
atención a este problema. Otro caso relacionado 
con la base de cálculo es su fijación arbitraria 
por parte de la Administración con la finalidad 
de aumentar el impuesto, hecho que ocurre 
especialmente... con nuestros Gobiernos Loca- 
les". (R. Valdés Costa. Instituciones de Derecho 
Tributario, 1992). 


El artículo 12 de la Ordenanza de 
"Racionalización de la Tributación Domiciliaria" 
modifica la base de cálculo de los tributos 
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domiciliarios (Contribución Inmobiliaria e Im- 
puesto a los Terrenos Baldíos y a la Edificación 
Inapropiada). De esta forma se producen 
aumentos que, en algunos casos, llegan a un 
1.000% y hasta un 3.000%, Esto produciría una 
situación que, sin dudas, calificaríamos de 
confiscatoria. 


El artículo 2% de dicha Ordenanza establece 
las alícuotas por zonas catastrales, gravando a 
los inmuebles con un 1.3%, un 1% y un 0.60% 
según si los bienes están situados en zonas 
urbanas, suburbanas o del interior del departa- 
mento de Rivera. 


Es evidente que esto va a producir desigual- 
dades ante las cargas públicas, desde que se 
ha hecho una fijación arbitraria de la base de 
cálculo. Esto traerá como consecuencia que 
propiedades de menor valor soporten un aumen- 
to mayor que propiedades de mayor valor. No 
es necesario decir que en el mundo de hoy la 
tendencia es que las personas o familias de 
mayor poder adquisitivo estén trasladando sus 
domicilios a zonas cada vez más alejadas del 
centro de las ciudades. Este es un hecho 
incontrovertible que va a generar infinidad de 
injusticias. 


Esta situación es claramente violatoria del 
artículo 82 de la Constitución de la República 
que establece la igualdad ante las cargas 
públicas. La Suprema Corte de Justicia, en 
Sentencia N2 34 de 1999, publicada en La 
Justicia Uruguaya dice: "...de ya larga data y 
como no podría ser de otra manera, la 
Corporación ha afirmado que la igualdad ante 
ta ley no es la igualdad absoluta, como concepto 
matemático de perfecta equivalencia, sino que 
consiste en tratar a los iguales, igualmente y a 
los desiguales, desigualmente, y en proporción 
a su desigualdad...". 


Por lo tanto, la potestad tributaria de los 
gobiernos jamás debe superar la capacidad 
contributiva de las personas. El maestro Valdés 
Costa así lo indica al decir: “La capacidad 
contributiva se relaciona con la persona titular 
de la riqueza, su situación en la sociedad, el 
núcleo familiar que integra, la teoría del valor 
decreciente de las distintas fracciones de 
riqueza poseída por el contribuyente". 


De igual forma D'Albergo sostiene que la 
capacidad contributiva es "la medida en que los 
ciudadanos pueden soportar la carga tributaria 


teniendo en cuenta las respectivas situaciones 
personales". Están presentes los elementos 
objetivo y subjetivo, que son la cantidad de 
riqueza y la situación de los particulares. 


Hay, pues, un incremento impositivo desme- 
surado que, unido a un aumento vertiginoso de 
la morosidad, pueden dar como resultado una 
situación de real desapoderamiento o confisca- 
ción de múltiples bienes inmuebles. Se ha 
denunciado por los recurrentes que ha habido, 
concomitantemente, un convenio firmado con el 
Colegio de Abogados de Rivera para ejecutar en 
forma rápida a los morosos. 


Todos estos elementos configuran, bajo 
nuestro punto de vista, la violación de los 
artículos 7%, 8% y 32 de la Carta Magna, en tanto 
que los habitantes de la República tienen 
derecho a ser protegidos en el goce de su 
propiedad y que el derecho a la misma es 
inviolable. Es admitido pacíiticamente por la 
doctrina tributarista el principio de no confisca- 
ción en la materia. En la República Argentina, 
por ejemplo, se ha sostenido que cuando los 
tributos absorben una parte importante de la 
propiedad o de la renta, son confiscatorios. 


Se viola, asimismo, el principio de igualdad 
ante las cargas públicas (artículo 8% de la 
Constitución de la FHepública) como hemos 
demostrado. 


El artículo 5% del decreto impugnado refiere 
a la tasa de Higiene. Se crea dicha "tasa" que 
se paga en unidades reajustables, según la zona 
catastral, de forma fija y anual. 


Es mucho más que evidente que esta 
pretendida "tasa" es un verdadero impuesto 
encubierto; al no haber una efectiva prestación 
particular e individual del Estado hacia el 
contribuyente. Muy por el contrario, el servicio 
de barrido, higiene ambiental y recolección de 
residuos no pueden individualizarse en unidades 
de consumo, puesto que el destinatario es la 
comunidad en general. De esta forma no se 
cumple con la definición que sobre las tasas da 
el Código Tributario: que ha de ser un servicio 
susceptible de dividirse en unidades de consu- 
mo. 


Es clara la Sentencia N* 249 de 1998 de la 
Suprema Corte de Justicia que, sobre el tema, 
expresa: "Valdés Costa exige que el servicio del 
Estado que traduzca esa actividad, sea suscepti- 
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ble de individualizarse en la persona del 
contribuyente. La tasa sólo se adeuda cuando 
hay una efectiva prestación particular e indivi- 
dual del Estado hacia el contribuyente... si esos 
servicios no existen no existe tampoco la tasa 
como categoría tributaria". 


Valdés Costa, además, ha sostenido que la 
base de cálculo de todo tributo debe estar 
relacionada con el presupuesto de hecho. Es 
claro que en este caso no sucede, desde que 
la cuantificación de la "tasa" es la zona catastral 
en la cual está ubicado el inmueble y no el 
presupuesto de hecho que le daría origen. 


Creemos, sin lugar a dudas, que esta 
disposición es claramente inconstitucional, des- 
de que se crea un impuesto con el nombre de 
tasa y esto extralimita las facultades conferidas 
a los Gobiernos Departamentales por el artículo 
297 de la Constitución de la República. 


Por estas razones, vuestra Comisión, en 
minoría, aconseja al plenario hacer lugar al 
recurso de apelación a estudio. 


Sala de la Comisión, 26 de abril de 2001. 


Gustavo Borsari Brenna, 
Miembro Informante; Luis 
Alberto Lacalle Pou. 


PROYECTO DE RESOLUCION 


12— Hacer lugar al recurso interpuesto, 
dejando sin efecto los artículos 1%, 2* y 5* del 
Decreto N? 3724/000 de la Junta Departamental 
de Rivera, promulgado por la Intendencia 
Municipal de Rivera el 19 de diciembre de 2000. 


22. — Comuníquese a los interesados. 
Sala de la Comisión, 26 de abril de 2001. 


Gustavo Borsari Brenna, 
Miembro Informante; Luis 
Alberto Lacalle Pou”. 


— Léase el proyecto. 
(Se lee) 
— En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante en 
mayoría, señor Diputado Orrico. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: hago 
mías las palabras del señor Diputado Fernández 


Chaves con respecto a la procedencia de que 
un recurso de esta naturaleza sea presentado 
directamente ante la Cámara de Representan- 
tes. Hay que interpretar en favor del adminis- 
trado, y en esto estamos en contra de la doctrina 
nacional que se ha inclinado por otra posición, 
con un formalismo que en nada favorece el 
derecho de las personas. Además -aprovecho 
para pasar esta especie de aviso-, sería bueno 
que el Parlamento reglamentara correctamente 
el artículo 303, que es muy avaro en su 
redacción. Si bien la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración 
ha tenido un margen de tolerancia muy grande, 
por lo menos en las dos integraciones en las 
que ha participado, puede suceder que un día 
a alguien se le ocurra negar los derechos de 
la gente por el simple mecanismo de decir: 
"Usted debió ir a otro lado". Por eso me parece 
que esto hay que dejarlo claro. 

En cuanto al recurso que voy a informar, 
debo decir que refiere a dos elementos básicos: 
por un lado, a la Contribución Inmobiliaria y, por 
otro, a la llamada Tasa de Higiene. Entonces, 
nuestra exposición tendrá que ver con esos dos 
capítulos. 

En primer lugar, me voy a referir a cómo se 
gestó la Contribución Inmobiliaria que hoy 
padece la población de Rivera. Y digo "padece", 
con todas las letras, porque realmente la 
población ha recibido un mazazo impositivo que 
desde el punto de vista político es inaceptable 
y, desde mi filosotía política, es absolutamente 
intolerable. Tengo derecho a hacer los comen- 
tarios políticos que crea conveniente. Pero en 
este caso -como destacaba el señor Diputado 
Pintado hace un rato- no me llamaron para que 
hable políticamente, sino para que diga si las 
normas son inconstitucionales o ilegales, y si no 
lo son, aunque no me guste el contenido -y no 
me gusta; es más: me disgusta enormemen- 
te-, debo aceptarlas. 

En Rivera, al igual que en todo el país, se 
hizo, se empezó a hacer o se está haciendo un 
nuevo catastro. La Dirección General del 
Catastro Nacional es una oficina especializada 
que cumplió con las normas legales e hizo las 
publicaciones correspondientes en el diario "El 
País", en "La República" y en dos diarios 
locales, por el tiempo que marca la ley, 
notificando a los ciudadanos que se había hecho 
un nuevo catastro. Todo lo que esa oficina haga 
es recurrible ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. En consecuencia, queda excluido 
de las diversas hipótesis que indica el artícu- 
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lo 303 que son necesarias para que esta 
Cámara se expida. De manera que acerca de 
cómo se hizo el catastro no podemos hablar, 
dado que el mandato constitucional así nos lo 
hace saber. 

En cuanto al procedimiento, ahora tenemos 
la obligación de detectar si en el mecanismo de 
confección de estas normas tributarias hay algún 
error, alguna ¡legalidad con respecto a cómo fue 
tramitada esta tributación. Nos encontramos con 
que el Intendente de Rivera envía un Mensaje 
a la Junta Departamental de Rivera a través del 
cual se crea determinado sistema impositivo o 
conjunto de imposiciones tributarias, que anali- 
zaremos en la parte que corresponda. Ese 
Mensaje enviado por el Intendente es aprobado 
por diecisiete votos en treinta y uno, con una 
característica: ad referéndum de lo que diga el 
Tribunal de Cuentas. Dicho Tribunal se expi- 
de sobre este decreto y declara -cito de me- 
moria-: "En cuanto a la parte contributiva, no hay 
ninguna observación para hacer". Todos los que 
están aquí saben que soy un individuo muy 
crítico con respecto al Tribunal de Cuentas, que 
a los efectos del análisis científico de los 
institutos creo que debe ser tomado, entre otras 
cosas, como una opinión doctrinaria, pero que 
también es un órgano constitucional. Entonces, 
ante una Intendencia que aprueba determinado 
decreto ad referéndum del Tribunal de Cuentas 
y éste le dice que está bien, da la impresión 
de que desde el punto de vista legal se han 
cumplido los requisitos. 

Luego se hace una serie de consideraciones 
y se señala que el impuesto es confiscatorio e, 
inclusive, cuando se realiza la defensa por parte 
de mi amigo -y esto de "mi amigo" lo digo en 
serio-, el señor Diputado Borsari Brenna, se cita 
a Valdés Costa al decir qué es la capacidad 
contributiva. Dicho profesor señala que la 
capacidad contributiva se relaciona con la 
persona titular de la riqueza, con su situación 
en la sociedad, con el núcleo familiar que 
integra, etcétera. Asimismo, se hace una cita 
que es clásica, de D'Albergo, que hablando de 
la capacidad contributiva sostiene que es "la 
medida en que los ciudadanos pueden soportar 
la carga tributaria teniendo en cuenta las 
respectivas situaciones personales". Esto es 
importante. Puede pasar que alguien cuente con 
una propiedad cuyo valor sea de US$ 150.000, 
pero tenga un pasivo de US$ 2:000.000 y esté 
en la miseria porque se ha quedado sin empleo, 
no tiene ingresos, o lo que sea. Sin embargo, 
un impuesto como la Contribución Inmobiliaria 


lo único que tiene en cuenta a los efectos de 
la imposición es ese elemento objetivo: el valor 
de la propiedad. 

Yo comparto plenamente lo que dicen 
D'Albergo y Valdés Costa sobre la capacidad 
contributiva y lo que señala el señor Diputado 
Borsari Brenna. Entonces, lo invito a redactar 
juntos el Impuesto a la Renta, que es el único 
que tiene en cuenta la capacidad contributiva del 
sujeto. En ese caso, reitero, sí se tiene en 
cuenta la capacidad contributiva. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Ibarra) 


SEÑOR BORSARI BRENNA.— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR ORRICO.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— Puede inte- 
rrumpir el señor miembro informante en minoría. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.— Señor Presi- 
dente: comparto los sentimientos que ha expre- 
sado el señor Diputado Orrico. Creo que la cita 
de D'Albergo, que también he tenido presente 
para esta discusión, es enriquecedora de todo 
esto. Sostiene D'Albergo que la capacidad 
contributiva es "la medida en que los ciudadanos 
pueden soportar la carga tributaria teniendo en 
cuenta las respectivas situaciones personales". 
Aquí están presentes los elementos objetivo y 
subjetivo que en derecho tributario se manejan, 
es decir, la cantidad de riqueza y la situación 
de los particulares. Por lo tanto, desde mi punto 
de vista todo eso debe ser tomado en cuenta 
en este caso a los efectos de que la capacidad 
contributiva no sea exhorbitada por parte de la 
autoridad municipal. 

Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra). — Puede con- 
tinuar el miembro informante en mayoría, señor 
Diputado Orrico. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: com- 
parto plenamente lo que se acaba de decir; 
forma parte del plan de gobierno de mi fuerza 
política. Nosotros entendemos que se debe 
tener en cuenta la capacidad contributiva de la 
gente y no elementos aparentemente objetivos 
pero que pueden corresponder a alguien en 
estado ruinoso. 

Creo que no hay que confundir la ciencia del 
derecho tributario con el derecho tributario 
positivo, porque la ciencia del derecho tributario 
va a dar aquellos principios acerca de cómo 
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debe legislarse en la materia, aplicando concep- 
tos de filosofía, de sociología y de tantas otras 
disciplinas que nutren a una ciencia. No 
debemos olvidar jamás que cualquier ley -y un 
decreto de la Junta Departamental tiene fuerza 
de ley en su jurisdicción; es ontológicamente 
una ley- es la culminación de un proceso 
político. Como se trata de algo dinámico, admite 
otros desarrollos, pero cuando se dicta una ley 
se está tomando una decisión política. ¿Por qué 
es política? Porque hay muchas opciones. No 
estamos ante principios de física, que determi- 
nan que si dejo caer un papel, por la ley de 
gravedad, siempre va a caer. No se trata de eso; 
acá hay opciones. Puedo compartirlas o no; en 
el caso de la Intendencia de Rivera no las 
comparto, y voy a decir algo más. Creo que el 
estado calamitoso en el que estuvo la Intenden- 
cia de Rivera hasta hace muy poco tiempo, que 
prácticamente había entrado en cesación de 
pagos -todos lo sabemos-, fue fruto de desas- 
trosas administraciones en las cuales primó, 
entre otras cosas, un clientelismo feroz y un 
derroche terrible de los dineros de la gente. Esta 
es mi opinión política sobre el tema. 

Se dice que habría que tener en cuenta la 
capacidad contributiva. Estoy de acuerdo; habría 
que haberla tenido en cuenta. Se tomó la 
decisión política de no hacerlo, y si un bien vale 
tanto, la Contribución Inmobiliaria vale tanto. Por 
ejemplo, un ganadero arruinado puede tener una 
cuatro por cuatro que valga US$ 70.000, y debe 
pagar una patente por ese valor; sin embargo, 
está fundido y no tiene para pagar lo que va 
a comer al otro día. Eso puede pasar, y es el 
grave problema que la ciencia del derecho 
tributario indica que tienen los impuestos 
directos. 

En este caso, se fijó determinada alícuota 
que se tilda de confiscatoria. La alícuota es de 
1.3%, y comprendo que en la actual situación 
de la población de Rivera ello puede ser muy 
gravoso. Lo entiendo y yo no lo hubiera hecho, 
pero tengamos en cuenta lo siguiente. Estamos 
hablando de 1.3% con relación a padrones 
actualizados; estos catastros tenían treinta años 
de antigúedad y, cuando eran nuevos, la 
alícuota era del 1.5%. Entonces, ¿hace treinta 
años era más confiscatoria? ¿Es ésa la 
conclusión a la que debemos llegar? 


SEÑOR BORSARI BRENNA.— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR ORRICO.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— Puede in- 
terrumpir el señor miembro informante en mino- 
ría. 


SEÑOR BORSAR!I BRENNA.— Señor Presi- 
dente: no quiero interrumpir ta ¡tación del 
razonamiento del señor Diputado Orrico, pero 
debo decir que, a mi juicio, el sistema de franjas 
que se instaura por medio de este decreto es 
lo que está estableciendo la desigualdad de las 
cargas tributarias. 

El sistema de franjas -que creo injusto, 
aunque esté generalizado en el país- establece, 
por ejemplo, que una casa que vale 
US$ 100.000 en la franja urbana -llamémosle 
así- y otra del mismo valor ubicada en la franja 
suburbana tributan de manera distinta. Esa es 
la gran injusticia tributaria que aquí se genera. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra). — Puede con- 
tinuar el miembro informante en mayoría, señor 
Diputado Orrico. 


SEÑOR ORRICO.— Hemos saltado de la 
alícuota a las franjas, pero no importa; habla- 
remos de las franjas, con todo gusto. 

El artículo 8% de la Constitución no consagra 
el principio de ¡igualdad ante las cargas 
tributarias, sino el principio de igualdad ante la 
ley, que es un poco más genérico. De este 
principio de igualdad ante la ley se deriva -o 
algunos derivan, porque no es unánime, pero en 
general se admite- el principio de igualdad ante 
las cargas tributarias. Ahora bien, supongamos 
una ley que diga -como ya existe- que los 
minusválidos no pagarán impuestos en la 
adquisición de vehículos. ¿Eso altera el principio 
de igualdad? De ninguna manera. Supongamos 
una ley que establezca que determinados 
porcentajes de cargos deberán ser ocupados por 
mujeres en ciertos lugares. ¿Eso viola el 
principio de igualdad? No, porque lo que la ley 
necesita es ser general, impersonal y abstracta. 
Entonces, sin perjuicio del caso de las pensio- 
nes graciables, que son absolutamente 
individualizables, toda legislación que refiera a 
niveles abstractos de categorías es correcta 
desde el punto de vista del orden jurídico 
nacional. 

Acá se divide en franjas. ¿Los padrones 
incluidos en ellas son individualizables? ¿Son 
personas concretas? No; son conjuntos de 
personas. Además, es sabido que éstos son 
mecanismos o instrumentos que pueden emplear 
las Intendencias, los Estados o quien tenga la 
capacidad de crear tributos para provocar 
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determinados movimientos. Por ejemplo, puede 
suceder que se quiera desalentar la construc- 
ción en determinada zona del departamento y, 
por lo tanto, se la grave más que a otras. No 
se altera el principio de igualdad por establecer 
estas diferencias. No me parece correcto decir 
que en este caso se afecta el principio de 
igualdad ante las cargas públicas. 

En consecuencia, si el procedimiento fue 
formalmente correcto, si no hay confiscación 
-como se dijo- y si no hay violación al principio 
de igualdad, yo estoy de acuerdo en que, desde 
el punto de vista de la Contribución Inmobiliaria, 
esto es un disparate -no sé cómo van a sacar 
dinero a la gente; por las dudas, ya contrataron 
a los abogados de Rivera para ejecutar-, pero 
no veo la inconstitucionalidad. Insisto: esto es 
el fruto de años y años de despilfarro, pero este 
decreto, que es el que debo tener en cuenta, 
desde mi punto de vista no está cuestionado por 
la ilegalidad o la inconstitucionalidad. 

Además, se debe considerar que, de algún 
modo, hay una autonomía municipal que permite 
generar determinados tributos, entre los cuales 
la Contribución Inmobiliaria es clave. 


SEÑOR LACALLE POU.— ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR ORRICO.— SI, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR LACALLE POU.— Señor Presidente: 
he escuchado atentamente al señor Diputado 
Orrico y las manifestaciones que el miembro 
informante en minoría, señor Diputado Borsari 
Brenna, realizó por la vía de la interrupción. 

El señor Diputado Orrico hacía mención a lo 
avaro que es el artículo 303 de la Constitución, 
y su avaricia lo hace ser amplio en su contenido. 
Al decir: "Los decretos de la Junta Departamen- 
tal y las resoluciones del Intendente Municipal 
contrarios a la Constitución y a las leyes (...)", 
nosotros perfectamente podemos interpretar que 
en este caso se está violando el artículo 8% por 
el principio de igualdad. 

Yéndome un poco del tema, quiero hacer 
referencia a algo que creo que manifestó el 
señor Diputado Pintado acerca de la función que 
nos asigna el constituyente a través del artícu- 
lo 303, Se trata de una función netamente 
jurisdiccional que se asigna a la Cámara de 
Diputados, que es el órgano legislativo y político 
por excelencia. En estos días estuve reflexio- 


nando con algunos compañeros acerca del 
artículo 303 y pensaba en esta avaricia a que 
hacía referencia el señor Diputado Orrico, que 
nos deja una puerta de entrada muy grande para 
interpretar inclusive los principios constituciona- 
les que están explicitados, a lo que se suma la 
función que debe cumplir el Poder Legislativo, 
Para mi sorpresa, me encontré con manifesta- 
ciones del ex Diputado Martín Sturla en el 
sentido de que una decisión de este tipo 
obligatoriamente debe estar cargada de un 
contenido de conveniencia política, aparte de 
considerar el aspecto jurídico. Creo que en el 
análisis de este recurso se conjuga lo amplio del 
artículo 303 con la conveniencia política que 
nuestro Partido está poniendo de manifiesto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— Puede con- 
tinuar el miembro informante en mayoría, señor 
Diputado Orrico. 


SEÑOR ORRICO.— Insisto en que, desde el 
punto de vista de lo que significa para el 
departamento de Rivera, esto me parece un 
absoluto disparate. Yo estoy hablando de otros 
temas, de si se han cumplido las formalidades 
y los contenidos que la Constitución y la ley 
establecen. 

Voy a referirme a la Tasa de Higiene. Todos 
los argumentos que se han esgrimido para decir 
que no estamos ante una tasa, sino ante un 
impuesto, surgen de las definiciones de tasa que 
hace el Código Tributario. Para éste hay tasa 
cuando hay una contraprestación a partir de un 
servicio jurídico que presta el Estado. ¿Qué 
significa un servicio jurídico? Que si, por 
ejemplo, voy a la Intendencia de Rivera a pedir 
un certificado cualquiera -como puede ser para 
una construcción- y me lo otorgan, debo pagar 
una tasa porque hay una actividad jurídica del 
Estado. 

El Estado cumple otras actividades jurídicas. 
Tal es lo que sucede cuando se va a un Registro 
a pedir un certificado de testamento o de libre 
de prenda y embargos, así como tantos otros 
documentos que expide el Estado y por los que 
cobra una tasa. 

Este es el concepto de tasa del Código 
Tributario -que dicho sea de paso fue aprobado 
por la dictadura- y es bueno saber que en su 
artículo 1% se dice expresamente que sus 
disposiciones no se aplicarán a los Gobiernos 
Departamentales. Entonces, por más que se 
trate de una norma del Consejo de Estado, no 
tengo más remedio que ir a los antecedentes 
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para tratar de desentrañar correctamente por 
qué se estableció el artículo 1?. 

Adviértase qué curioso: en el Mensaje del 
Poder Ejecutivo -firmado por aquel abyecto 
sujeto que se llama Juan María Bordaberry- se 
decía con respecto al Código Tributario: "Las 
disposiciones de este Código son aplicables a 
todos los tributos con excepción de los adua- 
neros"; nada más que con excepción de los 
aduaneros. Luego, cuando se aprueba el 
proyecto enviado por el Poder Ejecutivo -y 
naturalmente no se gana mucho leyendo la 
discusión que hubo acá porque se aprobaban 
capítulos enteros sin que se dijera nada- se 
modifica estableciendo: "con excepción de los 
aduaneros y los departamentales". 

Cuando el miembro informante habló sobre 
este tema dijo que las potestades tributarias que 
la Constitución atribuye a los Gobiernos Depar- 
tamentales subsistían -como no podía ser de 
otra manera- desde el momento en que el 
Código Tributario no se aplicaba a los recursos 
departamentales. Asimismo, hay alguna otra 
intervención que destaca cómo en realidad todo 
este tema de la autonomía departamental está 
vigente. Así es que otro de los que intervinieron 
en la discusión dijo que las disposiciones 
municipales que tienen fuerza de ley -al tenor 
del texto constitucional- en materia tributaria 
están comprendidas en el principio de legalidad 
y no alteradas, suprimidas o negadas. ¿A qué 
se refería? A que el artículo 2% del Código 
Tributario sanciona el principio de legalidad: no 
hay tributo sin ley que lo establezca. Hay un 
problema de nombre de las cosas que a veces 
desorienta. Los decretos de las Juntas Depar- 
tamentales ontológicamente son leyes, porque 
tienen fuerza de ley en su jurisdicción y porque 
revisten todas las características que una ley 
debe tener; no son ley a nivel nacional, pero sí 
a nivel departamental. No hay duda de que su 
naturaleza jurídica es la de una ley. Por alguna 
razón que desconozco, la Constitución llama a 
esas normas decretos de Juntas Departamenta- 
les; perfectamente podrían denominarse leyes 
de Juntas Departamentales; perfectamente po- 
dría ser así y sería muchísimo más clarificador. 

Entonces, nos pasa algo curioso con el 
Código Tributario, porque resulta que su artícu- 
lo 12 establece que sus disposiciones no se 
aplicarán a los Gobiernos Departamentales, pero 
por la vía de la analogía sistemáticamente se 
han aplicado a los Gobiernos Departamentales. 
Y esto es en mi concepto un grave error en el 
que ha caído casi toda la doctrina y aun la 


jurisprudencia. Es un gravísimo error porque no 
se puede hacer entrar por la ventana lo que la 
ley indica que no debe ser así. La ley no pide 
permiso ni favores; no dice: "Por favor, 
ténganme en cuenta". La ley ordena que no se 
aplique el Código Tributario a los Gobiernos 
Departamentales, descartando de esa manera 
aun la analogía. ¿Esto qué quiere decir? Que 
si en el artículo 1* del Código Tributario se dice 
que no se aplicará este Código a los Gobiernos 
Departamentales y si en el artículo 12 se 
establece una definición de tasa que es del 
Código Tributario y aplicable a nivel nacional, va 
de suyo que debe haber un concepto de tasa 
que no sea el que rige a nivel nacional, que no 
puede ser el contenido en el Código Tributario 
porque en éste se establece que esto no se 
puede aplicar. 

A todo esto, tenemos que tener en cuenta los 
datos que nos da la realidad. Mucho antes de 
que existiera el Código Tributario, tas Intenden- 
cias Municipales tenían tasas. Digo esto porque 
las diecinueve Intendencias del país tienen, por 
ejemplo, una tasa de barrido y limpieza, con uno 
u otro nombre. Y adviértase lo que pasaría si 
trasladáramos este concepto de tasa del Código 
Tributario a todos los Gobiernos Departamenta- 
les. Resulta que las Intendencias tienen que 
cumplir con la actividad de limpieza. Según el 
Código Tributario y la doctrina -Valdés Costa y 
demás, que han aplicado sistemáticamente esto 
sin medir las consecunncias- debe tratarse de 
unidades individualizables para que haya tasa. 
Pero si tengo que recoger la basura, ¿es un 
servicio municipal o no? No es un servicio 
jurídico; de ninguna manera: allí no hay un 
precio. Y de acuerdo con el Código Tributario 
tampoco sería una tasa porque yo estoy 
cobrando lo mismo a quien tira cien gramos de 
basura que al que tira cien kilos y al que le pasa 
el basurero una vez por semana le cobro igual 
que al que le pasa tres o seis veces. Entonces, 
¿qué es? Tendremos que llegar a la conclusión 
-y Obsérvese el desastre que esto implica- que 
determinados servicios que brindan las Inten- 
dencias tienen que cumplirlos en forma gratuita, 
porque resulta que aun cuando el propio Código 
lo prohíbe, aplicamos a las Comunas el 
concepto de tasa allí establecido. Entonces, esto 
no es así; no está bien que sea así y no es 
nuevo que gente de mi fuerza política esté 
diciendo estas cosas. 

Si el concepto de tasa que se aplica se 
restringe a estos absurdos niveles, va a 
colapsar, por ejemplo, el ya bastante colapsado 
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sistema de salud. Todos los que alguna vez 
hemos carreteado por nuestro país, sabemos 
perfectamente que todas las Intendencias -y no 
importa el color político- cumplen muchas 
funciones desde el punto de vista social. Entre 
ellas, las policlínicas municipales son un paisaje 
habitual en los diecinueve departamentos. En- 
tonces, si llegáramos a un concepto de tasa tan 
estricto como lo quiere alguna doctrina -apli- 
cando automáticamente lo que no debería 
aplicar- nos encontraríamos con que para que 
un servicio de policlínica tuera individualizable 
tendríamos que cobrarle a quien va a atenderse 
allí. Con perdón del academicismo, quien asiste 
a la policlínica me va a decir: "Pero no seas 
nabo, vengo acá porque no tengo plata. ¡Cómo 
me vas a cobrar a mí! 

Entonces, estamos diciendo a las Intenden- 
cias: "Ustedes no pueden realizar... 


(Murmullos.- Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— La Mesa 
solicita a las señoras Diputadas y a los señores 
Diputados el mayor de los silencios para que el 
orador pueda expresarse y además para que se 
pueda tomar la versión taquigráfica. 

Puede continuar el señor miembro informante 
en mayoría. 


SEÑOR ORRICO.— Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Admito que hasta ahora se han aplicado 
determinados conceptos y digo que se han 
trasladado automáticamente sin pensar en las 
consecuencias y sin tener en cuenta lo que la 
ley dice. Lo que la ley dice es muy claro: "Esto 
no se aplica". Y si esto no se aplica, tampoco 
se aplican los conceptos. 

Entonces, el problema que se da es que nos 
preguntan: ¿cuál es el concepto de tasa a nivel 
municipal? El problema es que -y aquí se puede 
hablar de una auténtica laguna o vacío del 
derecho, aunque mi idolatrado Kelsen no las 
admitía- no hay ninguna disposición en todo el 
ordenamiento jurídico uruguayo que defina la 
tasa desde el punto de vista municipal; no hay 
ninguna. Además, si aplicáramos la teoría 
Kelseniana a plenitud, admitiendo que no existe 
la laguna del derecho, diríamos con Kelsen que 
lo que pasa es que el orden jurídico no quiso 
legislar estas tasas y, dada la autonomía de los 
Gobiernos Departamentales, cada uno determi- 
na qué es una tasa. Eso lo hicieron durante años 
y años, antes de que existiera el Código 
Tributario. 


En definitiva, considero que no se pueden 
aplicar automáticamente las disposiciones del 
Código Tributario a las Intendencias, no porque 
lo diga yo, sino porque lo dice la ley. En 
segundo lugar, considero muy válidas la mayoría 
de las expresiones de mis compañeros Diputa- 
dos del Partido Nacional sobre cómo hay que 
tener en cuenta la capacidad contributiva de la 
gente y acerca de cómo, en definitiva, los 
impuestos así concebidos son absolutamente 
injustos, porque pueden terminar gravando más 
al que tiene menos. Mi fuerza política ha dicho 
-lo sigue sosteniendo y está en sus programas- 
que tiene que pagar más el que tiene más y 
menos el que tiene menos. Puede ser que aquí 
estemos invirtiendo el principio que sostenemos, 
y por eso rechazo políticamente todo lo que aquí 
ha pasado. Pero digo, en definitiva, que aquí no 
hay i¡legalidades ni inconstitucionalidades. 

Reivindico toda la tarea que mis compañeros 
de Rivera han hecho sobre este tema; la 
reivindico de todo corazón, porque ante la 
injusticia uno reacciona como puede y, como 
decía el señor Diputado Pintado, es muy difícil 
hacer entender a la gente que la justicia no es 
la ley, que la justicia es otra cosa, que puede 
llegar a ser otra cosa o que no siempre la 
justicia se identifica con la ley. Entonces, mis 
compañeros de Rivera, ante la situación penosa 
por la cual atraviesa :a población, salieron a 
hacer lo que podían, y lo hicieron bien. Juntaron 
firmas, vinieron aquí y trataron de que esto 
saliera. 

A este Diputado esto le cuesta mucho, y hay 
que entenderlo. No es fácil para mí decir que 
no a esto, pero yo creo en la ley y en el orden 
jurídico y por eso voy a dar mi voto para que 
este recurso sea rechazado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra). — Tiene la 
palabra el señor Diputado López. 


SEÑOR LOPEZ.— Señor Presidente: quisiera 
hacer algunas puntualizaciones respecto a los 
recursos planteados. 

Creo que las apreciaciones jurídicas realiza- 
das por el señor Diputado Borsari Brenna en lo 
referente al recurso anterior se aplican en su 
totalidad al que estamos tratando ahora. No 
obstante ello, queremos mencionar algunos 
conceptos con los que no estamos de acuerdo 
y que llevaron a que apoyáramos la interposición 
de estos recursos. 

No estamos de acuerdo con el régimen 
aplicado en cuanto a las franjas. Creemos, como 
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expresó el señor Diputado Borsari Brenna, que 
es inconstitucional y que se tomó en una forma 
totalmente irracional. Aquí queremos reafirmar el 
criterio de que existen impuestos franjeados; 
uno de ellos es el Impuesto al Patrimonio, pero 
se paga de acuerdo con la capacidad contribu- 
tiva del ciudadano. No es éste el caso; aquí 
arbitrariamente se va a pagar de acuerdo con 
el lugar donde se vive. 

Entonces, la ley no es igual para todos. Hay 
que tener la suerte o la mala suerte de vivir en 
uno o en otro lugar para pagar más o menos 
impuestos. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR LOPEZ.— Con mucho gusto, señor 
Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— Señor Pre- 
sidente: me parece que lo que se dijo hace 
pocos minutos acerca de las tasas con respecto 
a los Gobiernos Departamentales merece una 
observación. 

Comparto la conclusión de que efectivamente 
estamos en presencia de una tasa, pero lo que 
no puedo pasar por alto es la afirmación -por- 
que, además, tiene ulterioridades bastante 
complicadas- de que en el caso de los 
Gobiernos Departamentales, en la medida en 
que el ordenamiento jurídico, el Código Tribu- 
tario, no refiere a ellos, cada uno puede definir 
la tasa como quiera. Eso que fue afirmado aquí 
hace pocos minutos no-es aceptable desde el 
punto de vista jurídico. Creo que existe un 
concepto de tasa definido doctrinariamente en 
el conjunto de la práctica jurídica de este país. 
Además, en este caso -y por eso compartimos 
la conclusión final-, se cumplen los componentes 
que determinan la definición de tasa para el 
caso del Gobierno Departamental de Rivera. 

Pero me parece que sería terriblemente 
peligroso dejar sentada la idea de que cada 
Gobierno Departamental puede dar al concepto 
de tasa el contenido que quiera, nada menos 
que en materia de fijación de tributos, en la que, 
precisamente, la interpretación jurídica debe ser 
lo más restrictiva posible en defensa de los 
administrados. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— Puede con- 
tinuar el señor Diputado López. 


SEÑOR BERGSTEIN.— ¿Me permite una 


CAMARA DE REPRESENTANTES Jueves 3 de mayo de 2001 


interrupción? 
SEÑOR LOPEZ.— Sí, señor Diputado 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra). — Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: 
motiva mi interrupción la intervención del señor 
Diputado Pablo Mieres. En realidad, el Código 
Tributario no excluye la posibilidad de que los 
Gobiernos Departamentales se amparen en el 
marco normativo establecido en ese Código, lo 
cual ha determinado que la mayoría de los 
departamentos -no puedo determinar cuáles-, en 
resoluciones de sus respectivas autoridades 
legislativas departamentales, resolvieran a lo 
largo de los años ampararse a él, sea en forma 
total o parcial por capítulos. Por eso es que se 
les aplica el Código Tributario. Incluso, con 
relación a los departamentos en los que no se 
aplican las disposiciones del Código Tributario, 
hay jurisprudencia de la Suprema Corte de 
Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo que considera al Código Tributario 
como "doctrina más recibida” o lo aplica por 
analogía, con las consecuencias legales que 
esto implica. Confieso que no conozco el caso 
específico de Rivera, pero en la gran mayoría 
de los departamentos del país rigen las 
disposiciones del Código Tributario. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— Puede con- 
tinuar el señor Diputaio López. 


SEÑOR LOPEZ.— Señor Presidente: reitero 
que no voy a ahondar en los argumentos 
jurídicos elaborados por el miembro informante 
en minoría, señor Diputado Borsari Brenna, pero 
quiero hacer algunas puntualizaciones. 

Con respecto al tema de las tasas, se ha 
dicho en Sala -y lo han expresado quienes me 
solicitaron la interrupción- que parece que no se 
aplica a las Intendencias Municipales lo que 
expresa el Código Tributario en su artículo 12. 
No se aplica el funcionamiento, pero las 
definiciones jurídicas establecidas allí en cuanto 
a tributo, a tasa y a impuesto desde luego que 
sí. De lo contrario, cuando nuestra Constitución, 
en los capítulos destinados especificamente a 
los Gobiernos Departamentales, se refiere a 
tasa o a impuestos, ¿a qué tipo de tasas está 
haciendo referencia, si la única definición dentro 
del orden jurídico uruguayo de tasa y de 
impuesto está dada en el Código Tributario? ¿A 
qué tipo de tasa se refiere nuestra Constitución 
si la única definición no se aplica? 
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Quiero hacer alguna otra puntualización en 
cuanto al procedimiento de los recursos en sí. 
Creo que no es por mera casualidad que el 
constituyente quiso que este tipo de recursos se 
decidiera en un órgano político, como el Poder 
Legislativo. De lo contrario, si quisiera que este 
tipo de recursos se decidiera en un órgano 
estrictamente jurídico, lo hubiera enviado a la 
Suprema Corte de Justicia o al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. Entendemos que se 
envía a este organismo no sólo por razones 
jurídicas, sino porque deben ser tenidas en 
cuenta también las razones políticas. Creo que 
en este momento no puede resultar más claro 
que también debemos tener en cuenta las 
razones políticas. 

Pienso que no sólo Rivera, que tiene uno 
de los mayores índices de desocupación y uno 
de tos menores índices de ingresos por persona, 
sino todo el país, está viviendo una profunda 
crisis. Ayer mismo, en este recinto, votamos 
minutas de comunicación en las que se 
exhortaba al Poder Ejecutivo a que tuviera en 
cuenta rebajas tributarias. Pero parece que hoy 
estamos borrando con el codo lo que escribimos 
con la mano. 


(¡Muy bien!) 


— Parece que Rivera está fuera de este 
parámetro; parece que Rivera está fuera de este 
país, y hoy estamos votando un verdadero 
mazazo impositivo, al decir del señor Diputado 
Orrico. 


(¡Muy bien!) 


— Por lo tanto, creo que además de las razones 
jurídicas que se tuvieron en cuenta y que el 
señor Diputado Borsari Brenna expresó, debe- 
mos prestar atención a las razones políticas y 
de convivencia. No pienso que éste sea el 
momento conveniente para que los ciudadanos 
de Rivera paguen hasta un 1.000% más de 
impuestos por concepto de un aumento. No nos 
podemos después embanderar con que el 
uruguayo no puede pagar más impuestos, 
porque la política que hoy se está aplicando 
implica un verdadero mazazo impositivo. 


SEÑOR ORRICO.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— Tiene la 
palabra el miembro informante en mayoría. 


SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: voy a 
ver si aclaro lo que dije. Yo afirmé que para mi 


adorado -o algo así- Hans Kelsen, en su "Teoría 
pura del derecho", no existen las lagunas del 
derecho. Creo haber dicho que no comparto 
esto; yo sí pienso que hay lagunas en el 
derecho. Pero, si aplicáramos la teoría de 
Kelsen hasta sus últimas consecuencias, como 
lo que sostenía era que cuando algo no está 
regulado es porque el orden jurídico no quiere 
regularlo, cada cual podría interpretar como le 
pareciera una situación concreta. Esto lo dice 
Kelsen, no Orrico, tratando de buscar un medio 
de interpretación de cómo es que se actúa 
cuando aparecen estas situaciones. Es muy 
distinto a que yo haya hecho afirmaciones al 
barrer sobre ciertas cosas. Digo que es posible 
sostenerlo; eso sí. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra). — Tiene la 
palabra el señor Diputado Posada. 


SEÑOR POSADA.— Señor Presidente: en 
primer lugar, quiero exponer y respaldar las 
razones que para mí justifican la existencia del 
artículo 303 de la Constitución de la República. 

Creo que el fundamento político de por qué 
existe este artículo es que, en definitiva, en las 
Juntas Departamentales los Intendentes tienen 
mayoría absoluta, y mientras ocurra esto parece 
razonable que €xista un órgano que actúe 
políticamente como tribunal de alzada. 

Claro está que muchas veces la labor de este 
órgano como tribunal de alzada termina 
partidizándose o politizándose en función de 
otras valoraciones. Pero me parece sana y 
razonable la existencia de un artículo 303 
mientras los Intendentes sigan teniendo mayoría 
absoluta en las Juntas Departamentales, lo cual, 
de alguna manera, les da posibilidades de 
aprobar impuestos, tasas o contribuciones que 
muchas veces no tienen ningún tipo de control. 

Al respecto y como principio quieren las 
cosas, corresponde aclarar que en este sentido 
es válida, desde el punto de vista político, la 
existencia del artículo 303, 


(Apoyado) 


— En segundo término, quiero señalar que si 
vamos a analizar el tema de lo que han sido 
las andanadas impositivas por parte de los 
Municipios, bastaría con mirar lo que ha pasado 
desde 1985 a la fecha: se ha duplicado la 
presión tributaria de los Gobiernos Departamen- 
tales sobre los ciudadanos que habitamos este 
país. En términos generales, se ha duplicado; 
la han aumentando tanto las Intendencias del 
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interior como la de Montevideo. O sea que, en 
todo caso, si el tema es revisar la presión 
tributaria, ese camino lo recorremos; y lo 
hacemos todos juntos para revisar la presión 
tributaria que ejercen todas las Intendencias 
sobre todos los ciudadanos del país. Entonces, 
no es sólo un problema de los ciudadanos de 
Rivera, sino, en todo caso, de todos los 
habitantes del pals. 

Consecuentemente, en la medida en que 
estamos revisando una sola situación, me 
parece que sería negar a la Intendencia de 
Rivera las mismas facultades que han tenido 
todas las otras del país, es decir, ajustar lo que 
es la Contribución Inmobiliaria por la vía de un 
reatoro de los inmuebles. 

En muchos casos -de acuerdo con la 
información que nos proporciona, por ejemplo, 
la suplenta del señor Diputado Pablo Mieres, la 
doctora Mariella De Marco-, se dan situaciones 
absolutamente irrisorias; hay Contribuciones 
inmobiliarias que no justifican ni siquiera el uso 
del papel por parte de la Intendencia. Estas 
situaciones existen en el departamento de 
Rivera. Se me daba como ejemplo el caso de 
un señor que es propietario de treinta padrones 
en una zona suburbana de la ciudad de Rivera, 
que pagaba $ 3.000. Claro está, ese señor ahora 
va.a pagar cinco veces más, es decir, $ 15.000 
por año por esos treinta padrones. Pero si 
sacamos la cuenta, seguramente por esos 
padrones en zona suburbana que se están 
vendiendo a los efectos de construcción, se 
recauda mucho más. En todo caso, creo que hay 
adecuaciones; y como en todas las adecuacio- 
nes, muchas veces se les va la mano en lo que 
tiene que ver con la presión tributaria. Pero nos 
parece que ese ajuste, en definitiva, tiene 
alguna base y por eso se ha planteado como 
un incremento en la Contribución Inmobiliaria. 

Otro aspecto es el tema de la Tasa de 
Higiene. Cierto es que si se sigue el criterio 
restrictivo utilizado en el Códito Tributario, no 
estaríamos ante una tasa. Pero también es 
cierto que desde el punto de vista conceptual, 
la doctrina ha defendido un criterio más laxo; 
inclusive, si atendemos los pronunciamientos de 
la Suprema Corte de Justicia en relación con 
estos temas, encontramos referencias expresas 
a lo que tiene que ver con la higiene. 

Corresponde recordar que el numeral 24 del 
artículo 35 de la Ley N* 9.515, al establecer la 
competencia del Intendente, dispone: "Ejercer la 
policía higiénica y sanitaria de las poblaciones, 
sin perjuicio de la competencia que corresponda 
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a las autoridades nacionales y de acuerdo con 
las leyes que rigen la materia, siendo de su 
cargo: (...) B) La desinfección del suelo, del aire, 
de las aguas y de las ropas en uso; (...) D) La 
limpieza de las calles y de todos los sitios de 
uso público; (...)". 

Es decir que la ley establece que los 
Gobiernos Departamentales tienen que ejercer 
la policía en materia de sanidad. Por lo tanto, 
es claro que la recolección de residuos es una 
competencia de la Intendencia Municipal de 
Rivera y corresponde que ésta cobre una tasa 
por la prestación de ese servicio. Esta tasa tiene 
que estar en razonable equivalencia. 

Este es el otro aspecto que corresponde 
analizar y sobre el que debemos hacer las 
cuentas. En los nuevos antecedentes que sirven 
de base al pronunciamiento de la Cámara, figura 
el Decreto N* 3724/000 de la Junta Departamen- 
tal de Rivera, cuyo artículo 5% establece: "(...) 
Créase la Tasa de Higiene, cuyo producido 
estará destinado a solventar el costo de los 
servicios de recolección de residuos domicilia- 
rios, barrido e higiene ambiental.- El valor de la 
tasa será un monto fijo anual por padrón, 
determinado en unidades reajustables y conver- 
tido en pesos uruguayos por la cotización 
vigente en el mes de diciembre del año anterior" 
-es decir que se mantiene fijo durante todo el 
año- "al que corresponda el tributo". Se fijan 
como montos dos unidades reajustables en la 
zona catastral urbana de la ciudad de Rivera, 
una unidad reajustatie en la zona catastral 
suburbana y media unidad reajustable en las 
demás localidades. 


(Murmullos.- Campana de orden) 


— ¿A que viene todo esto? Nos parece que una 
tasa debe tener como característica la existencia 
de una razonable equivalencia. Si hacemos las 
cuentas, advertimos que lo que se está 
percibiendo por mes, en el mejor de los casos, 
por parte de la intendencia Municipal de Rivera 
serán $ 30. Por lo tanto, no creo que se trate 
de un planteo desmedido. 

Algo distinto es la discrepancia política; es 
distinto que como gobernantes tengamos discre- 
pancias políticas con estas medidas. Pero en 
todo caso, ése ha sido un mal general que 
hemos tenido que soportar todos los ciudadanos 
sin excepción. 


(Murmullos.- Campana de orden) 


— Por ello, acompañaremos con nuestro voto el 
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informe en mayoría de la Comisión en el sentido 
de no hacer lugar a este recurso que se ha 
planteado por parte de un núcleo de ciudadanos 
del departamento de Rivera. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— La Mesa 
solicita a los integrantes del Cuerpo que tomen 
asiento y que hagan silencio a fin de que el 
orador pueda expresarse adecuadamente y de 
que se pueda tomar la versión taquigráfica. 

Puede continuar el señor Diputado Posada. 


SEÑOR LOPEZ.— ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR POSADA.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR LOPEZ.— Señor Presidente: reco- 
giendo lo manifestado por el señor Diputado 
Posada sobre la razonable equivalencia, creo 
que todos tenemos criterios distintos en este 
sentido. Como bien decía el señor Diputado 
Posada, la tasa debe tener una razonable 
proporción con el servicio que se presta. El 
artículo 52 del Decreto N?* 3724/000 establece: 
"Créase la Tasa de Higiene, cuyo producido 
estará destinado a solventar el costo de los 
servicios de recolección de residuos domicilia- 
rios, barrido e higiene ambiental". 

Por este tributo, por esta tasa, en el 
Presupuesto quinquenal de la Intendencia Mu- 
nicipal de Rivera se anuncia que recaudarán 
algo así como $ 6:000.000; en el mismo 
Presupuesto establecen que se destinarán a la 
recolección de residuos domiciliarios, barrido e 
higiene algo así como US$ 1:000.000. Como 
vemos cada uno tiene un criterio distinto sobre 
lo que es la razonable equivalencia, y el artículo 
52, que establece: "(...) cuyo producido estará 
destinado a solventar los costos de estos 
servicios (...)", no se aplicará. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— Puede con- 
tinuar el señor Diputado Posada. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR POSADA.— Sí, señora Diputada. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— Puede inte- 
rrumpir la señora Diputada. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Señor Presi- 
dente: es cierto que se ha creado una nueva 
tasa, pero a través del mismo decreto se han 


derogado otras menores, como la Tasa de 
Conservación de Pavimento y la Tasa de 
Dedetización, así como la Tasa General. Por lo 
tanto, se está manteniendo la ecuación tributaria. 
Se ha creado una nueva tasa, pero se han 
eliminado otras y según manifestaron los 
integrantes de la Intendencia Municipal de 
Rivera en su comparecencia a la Comisión, esta 
tasa es menor que las que antes había, que 
fueron sustituidas por ésta, que es específica 
para salubridad e higiene. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra). — Puede con- 
tinuar el señor Diputado Posada. 


SEÑOR POSADA.— Señor Presidente: creo 
que vale la acotación que hacía el señor 
Diputado López en el sentido de qué ha 
entendido la Suprema Corte de Justicia cada vez 
que ha tenido que resolver en el pasado 
recursos que se plantearon, precisamente, en 
razón de tasas a nivel municipal. 

Quisiera señalar un pasaje de una de esas 
sentencias, que recoge un libro de Valdés 
Costa, el cual dice lo siguiente: "Un pasaje 
realmente importante de esta sentencia es el 
relativo a la cuantía económica de la tasa y su 
relación con el costo del servicio.- En términos 
generales mantiene la posición de las senten- 
cias sobre las tasas de propaganda. (...) Por 
otra parle rechaza que el único costo a 
considerar sea el invocado por éstos. Pero lo 
más interesante desde el punto de vista 
doctrinal, es la reiteración de los fundamentos 
de sentencias anteriores, en el sentido de 'que 
no puede ser esencial la exacta equivalencia del 
costo del servicio y la tasa, ni posible calcularla 
a priori; lo que más puede exigirse' -agrega- 'es 
que no exista una gran desproporción...'". 

Esto debiera estar presente a la hora de 
expedirse la Cámara en relación al planteo del 
recurso correspondiente al tema de la Tasa de 
Higiene. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: 
vamos a argumentar en forma muy breve a los 
efectos de acompañar el informe en mayoría, 
denegatorio del recurso de apelación presentado 
por los ciudadanos del departamento de Rivera, 
de acuerdo con el artículo 303 de la Constitución 
de la República. 

En primer lugar, sostenemos que el artículo 
303 funciona básicamente como una garantía de 
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control de la legalidad, no sólo porque -como 
se ha dicho y con razón- el Intendente tiene una 
mayoría absoluta en las Juntas Departamenta- 
les, sino porque, además, apunta a aquellos 
actos que no podrían ser recurribles -indepen- 
dientemente de la mayoría de la Junta Depar- 
tamental- por otra vía que no fuera ésta. 
Recuerdo que el artículo 303 de la Constitución 
establece que aquellos actos recurribles por 
este recurso no pueden ser susceptibles de ser 
impugnados ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. En ese sentido, reivindico la vía 
apelativa de este recurso por los Ediles, por un 
lado, pero también por las mil firmas de los 
ciudadanos habilitados en el departamento, a los 
efectos... 


(Murmullos.- Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— La Mesa 
solicita por tercera vez que se haga silencio en 
la Sala, a fin de que el orador pueda hacer uso 
de la palabra. 

Puede continuar el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELIN!.— Agradezco al señor 
Presidente por ampararme en el uso de la 
palabra. 

Estaba diciendo que a los efectos de este 
artículo 303, la Cámara tiene que expresarse y 
referirse únicamente con respecto a la legalidad 
o constitucionalidad del acto impugnado. Me 
parece que ése es el marco jurídico conceptual 
en el que se debe analizar -o intentar hacer el 
esfuerzo de analizar- esta vía recursiva. Nos 
consta que algunos integrantes de este Cuerpo 
entienden que eso es prácticamente imposible 
en la medida en que éste es un Cuerpo político. 
Pero nosotros creemos que mientras no se 
modifique la Constitución de la República, éste 
debe ser el criterio a efectos de proceder con 
respecto a esta vía recursiva. Ya la Legislatura 
anterior fue testigo de varios recursos ampara- 
dos en el artículo 303 de la Constitución; este 
año ya empezaron a llegar recursos por esta vía 
y me parece que lo van a seguir haciendo. 

Creo que no es justo intentar poner en el 
banquillo de los acusados la gestión de las 
Intendencias, vía recurso amparado en el 
artículo 303, porque nos estaríamos 
extralimitando. Por lo tanto, lo que se va a votar 
es si se acepta o no el recurso interpuesto. No 
si está bien o mal la gestión, en este caso, del 
Gobierno Departamental de Rivera, si es 
correcta o no la gestión del Intendente Munici- 
pal, ni tampoco si estas medidas tienen mérito 
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y oportunidad. Nosotros nos introducimos en 
este tema desde esa perspectiva. 

Confieso que desde esa perspectiva no ha 
sido fácil para nosotros llegar a una definición 
como ésta a la que hemos arribado, porque el 
derecho municipal tiene una gama muy intrinca- 
da de intereses, pero, además, el derecho 
municipal de cada uno de los departamentos 
tiene aspectos que sin duda pueden escaparse 
a quien no trabaja diariamente en ello. 

Desde mi punto de vista, hay un primer 
principio que cuenta y es que los actos de la 
autoridad pública tienen un viso de legalidad y, 
por lo tanto, es al recurrente a quien le compete 
hacer caer ese viso de legalidad y demostrar 
que se actuó de forma ilegal o inconstitucional. 
Desde esa perspectiva y despejando los aspec- 
tos de mérito y oportunidad, no creemos que se 
pueda afirmar contundentemente que esta reso- 
lución ha sido contraria a la ley o a la 
Constitución de la República. 

Hay un aspecto del que sí quiero dejar 
constancia, un elemento que fue agregado 
posteriormente pero que no fue mencionado en 
el recurso presentado por los recurrentes. Me 
refiero al hecho de que la tasa imponible se 
basa en la realidad y que el cálculo de la 
Contribución Inmobiliaria se basa en una 
formalidad. Es decir, se basa en si el terreno 
es o no baldío de acuerdo con el registro del 
Gobierno Departamental de Rivera, que además 
admite que el 80% lc son. A mi juicio, esto 
constituye una irregularidad importante que el 
propio Gobierno Departamental de Rivera reco- 
noce, pero que no alcanza a inclinar la balanza 
a efectos de establecer la ¡ilegalidad de ta 
medida impugnada. Es por ello que vamos a 
votar negativamente la impugnación; por lo 
tanto, con nuestro voto se desechará el recurso 
de apelación interpuesto. Así lo hicimos cuando 
se consideró el recurso que se votó anteriormen- 
te y así también lo haremos con el próximo que 
analizará la Cámara. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— Tiene la 
palabra el miembro informante en minoría, señor 
Diputado Borsari Brenna. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.— Señor Presi- 
dente: simplemente, quiero decir que el informe 
en minoría con respecto a este recurso es 
exactamente el mismo que presentamos en la 
primera carpeta tratada con respecto a este 


“tema. Por lo tanto, nos remitimos a ese informe, 


a fin de no hacer perder tiempo a la Cámara 
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con argumentos que ya hemos dado y con los 
que, lamentablemente, no hemos podido con- 
vencer a la mayoría. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).— Léase nue- 
vamente el proyecto de resolución de la 
Comisión en mayoría. 


(Se vuelve a leer) 
— Se va a votar. 
(Se vota) 


— Cuarenta y nueve en 
Afirmativa. 


sesenta y tres: 


Queda aprobado el proyecto de resolución en 
mayoría y se comunicará. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado 
por ser igual al informado en mayoría) 


13.— Racionalización de la 
tributación domicilia- 
ria. (Recurso de apela- 
ción interpuesto por va- 
rios ciudadanos contra 
el Decreto N? 3724/000 
de la Junta Departamen- 
tal de Rivera) 


— Se pasa a considerar el asunto que figura en 
tercer término del orden del día: "Racionalización 
de la tributación domiciliaria. (Recurso de 
apelación interpuesto por varios ciudadanos 
contra el Decreto N* 3724/000 de la Junta 
Departamental de Rivera)". 


(Antecedentes:) 
Rep. N* 478 


"Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Washington Abdala, 
Señores Miembros de la 
Cámara de Representantes. 
Presente. 


Los abajo firmantes, ciudadanos inscriptos en 
el padrón electoral correspondiente al departa- 
mento de Rivera, constituyendo domicilio en 
calle Oribe N? 700 (ciudad de Rivera) ante usted 
se presentan y dicen: 


Que vienen en tiempo y forma y en este acto 
a interponer y fundamentar un Recurso de 


Apelación de acuerdo a los preceptos del 
artículo 303 de la Constitución Nacional ante 
esta Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay contra la Ordenanza 
Municipal -artículos 1%, 22 y 5%- aprobada por la 
Junta Departamental el 15 (quince) de diciembre 
de 2000 (dos mil) denominada "Racionalización 
de la Tributación Domiciliaria" la que fuera pro- 
mulgada e individualizada con el N2 3724/2000 
por el Intendente Municipal el día 19 (diecinue- 
ve) de diciembre de 2000 (dos mil), sobre la 
base de los siguientes fundamentos de hecho 
y consideraciones de derecho; 


1) CONSIDERACIONES FORMALES Y PRO- 
CESALES 


1,1) El artículo 303 de la Constitución Na- 
cional determina la competencia de esta Cámara 
en la hipótesis de decretos de las Juntas 
Departamentales o resoluciones del Inten- 
dente Municipal contrarios a la Constitución y 
las leyes no susceptibles de ser impugnadas 
ante el Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo. 


1,2) Se presenta asimismo con el número de 
firmas requerido por la citada norma y dentro 
del plazo de 15 días posterior a la promulgación 
allí prevista. 


1.3) Las normas impugnadas resultan viola- 
torias de intereses generales de los ciudadanos 
del departamento por lo cual no nos encontra- 
mos ante una hipótesis de mera violación de un 
interés directo, personal y legítimo (hipótesis de 
los artículos 309; 317 y siguientes de nuestra 
Constitución) ni ante un caso de accionamiento 
por la vía del recurso de inconstitucionalidad 
ante la Suprema Corte de Justicia (cuyos 
efectos sólo aprovechan a quien individualmente 
lo interpone y no determina la derogación de la 
norma impugnada). La legitimación activa exigi- 
da se cumple con la sola condición de ciudadano 
inscripto en el departamento, pues, reiteramos, 
no está en juego un interés individual, ni 
siquiera grupal o corporativo, sino un interés 
general en el mantenimiento del orden consti- 
tucional, la legalidad y la defensa de los 
derechos ciudadanos. 


11) NORMAS QUE SE IMPUGNAN 


11,1) El artículo 1% de la ordenanza cuya im- 
pugnación aquí se plantea determina que "El 
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monto imponible a los efectos del cálculo del 
impuesto de Contribución Inmobiliaria y del 
impuesto a los Terrenos Baldíos y a la 
Edificación Inapropiada, tanto en las zonas 
Urbana y Suburbana de la ciudad de Rivera así 
como en las demás localidades del departamen- 
to de Rivera, será el Valor Real vigente para 
cada ejercicio determinado por la Dirección 
General de Catastro. Para tal efecto, se 
considerará el Valor Real calculado sobre las 
bases técnicas y los relevamientos realizados en 
el marco del programa de Fortalecimiento 
Institucional, con la financiación del Banco 
Interamericano de Desarrollo". 


11,2) El artículo 22 establece las alícuotas apli- 
cables de acuerdo a las diversas zonas 
catastrales determinándose el valor de éstas de 
acuerdo a los criterios del artículo 12 según el 
siguiente detalle: 


a) Zona catastral Urbana de la ciudad de 
Rivera 1.3% (uno punto tres por ciento); 


b) Zona catastral suburbana de la ciudad 
de Rivera 1% (uno por ciento); 


c) Zonas catastrales del interior del depar- 
tamento de Rivera 0.60 (cero punto 
sesenta por ciento). 


11.3) El artículo 5% de la ordenanza decreta 
la creación de una tasa de Higiene "...cuyo 
producido estará destinado a solventar el costo 
de los servicios de recolección de residuos 
domiciliarios, barrido e higiene ambiental. 


El valor de la tasa será un monto fijo anual 
por padrón...". Este monto fijo se determina en 
unidades reajustables convertido a pesos uru- 
guayos por la cotización vigente en el mes de 
diciembre anterior al que corresponda el tributo. 


Esos montos fijos por padrón serán los 
siguientes: 


"a) La zona catastral urbana de la ciudad 
de Rivera: 2 UR (dos unidades 
reajustables). 


b) Zona catastral suburbana de la ciudad 
de Rivera: 1 UR (una unidad reajustable) 


c) Demás localidades del departamento: 
0.50 UR (media unidad reajustable). 


La percepción del tributo será conjunta con 
la Contribución Inmobiliaria, y de acuerdo a sus 
planes de pago y plazos". 


111) INCONSTITUCIONALIDAD E ILEGALIDAD 
DE LAS NORMAS IMPUGNADAS 


111.1) Sobre la base de la modificación de la 
base de cálculo que se establece en el artícu- 
lo 12 se alcanzan niveles confiscatorios, en 
abierta violación al artículo 7% (derecho de 
propiedad), 32 y 275 (7%) de la Constitución 
Nacional. 


111.2) El artículo 22 establece alícuotas dife- 
renciales de acuerdo a la zona en que se ubique 
la propiedad, por lo cual propiedades con el 
mismo valor imponible tributarán de modo 
diverso. Inclusive propiedades con mayor valor 
de aforo tributarán en forma inferior a otras de 
-valga la redundancia- menor valor de aforo por 
el hecho de encontrarse en zonas catastrales 
diversas. Claramente se estaría dando en este 
caso un ejemplo de violación del principio de 
igualdad ante las cargas públicas, principio que 
emana directamente del principio de igualdad 
contenido en el artículo 82 de la Constitución así 
como del artículo 72 de la misma en su 
referencia a los principios emanados de la forma 
Republicana de Gobierno. El principio de 
igualdad resulta ser una de las emanaciones 
más directas de la forma Republicana de 
gobierno en la tríada de clásica formulación de 
la Revolución Francesa. 


111.3) Con igual fundamento que el anterior- 
mente expresado, auncue con distinta formula- 
ción fáctica, la fijación de la base de cálculo 
expresada en el artículo 1% conjugado con las 
alícuotas diferenciales previstas en el artículo 
2%, ocasiona un caso de arbitrariedad, determi- 
nando una inversión en la correcta formulación 
del ya mencionado principio de igualdad ante las 
cargas públicas, pues propiedades de menor 
valor soportarán un aumento mayor que propie- 
dades más valiosas. 


111,4) La pretendida Tasa que se crea por el 
artículo 5% encubre en realidad una hipótesis de 
impuesto inconstitucionalmente fijado. Según el 
artículo 12 del Código Tributario la "...Tasa es 
el tributo cuyo presupuesto de hecho se 
caracteriza por un beneficio económico particu- 
lar proporcionado al contribuyente por la reali- 
zación de obras públicas o de actividades 
estatales; su producto no debe tener un destino 
ajeno a la financiación de las obras O 
actividades correspondientes", 


111.5) Como surge de la disposición antes 
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citada y de los más prestigiosos desarrollos 
doctrinarios (v.g. Ramón Valdés Costa) debe 
tratarse de un servicio que efectivamente se 
preste lo que no se compadece con el pago de 
un valor fijo, de percepción anual y cuyo monto 
dependerá de la zona catastral de que se trate 
con independencia, reiteramos, de la efectiva 
prestación del servicio y de las características 
del mismo. 


111.6) Como surge de la parte final de la ya 
aludida disposición del C.T. el "producto" de la 
tasa debe destinarse exclusivamente a financiar 
las obras o actividades de que se trate. Este 
es el llamado principio de "razonable equivalen- 
cia" entre el monto de la tasa y el costo del 
servicio. Las alícuotas que se establecieron 
«además de las razones manejadas en el 
numeral anterior- fueron variadas en al menos 
tres oportunidades -primer proyecto enviado a la 


Junta Departamental, segundo proyecto 
modificativo del anterior y resolución final que 
aquí se impugna- por lo cual se puede 


establecer con claridad que sólo se ha planteado 
un criterio recaudador puro que nada tiene que 
ver -estricta y técnicamente hablando- con un 
criterio de proporcionalidad o "razonable equi- 
valencia". A mayor abundamiento, en ninguno de 
los dos proyectos de decreto departamental -ya 
hablemos del texto en sí o de la exposición de 
motivos- con los vaivenes que los montos 
tuvieron en las tres oportunidades como ya se 
mencionara, se hace referencia alguna a este 
tema. 


111.7) En función de lo que se ha venido 
exponiendo resulta claro que esta pretendida 
tasa consagra en realidad un impuesto, esto es 
un *...tributo cuyo presupuesto de hecho es 
independiente de toda actividad estatal relativa 
al contribuyente (artículo 11 del C.T.) en abierta 
violación a las normas contenidas en el artículo 
297 de la Constitución de la República. 


Por todo lo expuesto a los señores Represen- 
tantes Nacionales pedimos: 


1) Se tenga por presentado en tiempo y 
forma el recurso impetrado. 


2) En definitiva se revoquen los artícu- 
los 12% 22 y 5% de la Ordenanza 
Municipal emanada de la Intendencia 
Municipal de Rivera que se individualiza 
en el acápite del presente recurso. 


SIGUEN FIRMAS". 


Anexo l al 
Rep. N? 478 


"CAMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME 
Señores Representantes: 


El recurso interpuesto ante esta Cámara 
contra la Ordenanza Municipal aprobada por la 
Junta Departamental de Rivera el 15 de diciem- 
bre de 2000, denominada "Racionalización de la 
Tributación Domiciliaria", la que fuera promulga- 
da e individualizada con el N2 3724/2000 por el 
Intendente Municipal el día 19 de diciembre de 
2000, recurso presentado por los ciudadanos 
inscriptos en el padrón correspondiente al 
departamento de Rivera, que constituyen domi- 
cilio en la calle Oribe N* 700 de la ciudad de 
Rivera y que fuera ingresado a esta Cámara por 
Carpeta N* 899 de enero de 2001, cumpliendo 
los requisitos de tiempo y forma requeridos, se 
fundamenta en los siguientes argumentos: 


1) La oportunidad de presentarse ante la 
Cámara bajo la competencia que esta- 
blece el artículo 303 de la Constitución 
de la República y por lo tanto no ser 
susceptible de impugnar ante el Tribu- 
nal de lo Contencioso Administrativo. 


2) Que no corresponde la presentación 
ante la Suprema Corte de Justicia 
porque no están en juego ¡intereses 
individuales sino generales de los 
ciudadanos del departamento, que afec- 
tan el mantenimiento del orden consti- 
tucional, la legalidad y la defensa de los 
derechos ciudadanos. 


3) Que las normas seleccionadas para su 
impugnación son: 


— El artículo 12 de la citada Ordenanza 
que determina que el monto imponible 
a los efectos del cálculo de la 
Contribución Inmobiliaria, del Im- 
puesto a los Baldíos y Edificación 
Inapropiada será el determinado por 
la Dirección Nacional de Catastro 


(pág. 2, 11.1). 
— El artículo 2% que establece las 
alícuotas aplicables sobre dicho 


Esta asesora 
rechazo del recurso cuya fundamentación 


monto ¡imponible para las zonas 
urbana y suburbana de la ciudad de 
Rivera y del interior del departamen- 
to (pág. 2, 11.2). 


— El artículo 5%, que decreta la crea- 
ción de una Tasa de Higiene cuyo 
producido estará destinado a solven- 
tar el costo de los servicios de reco- 
lección de residuos domiciliarios, 
barrido e higiene ambiental, determi- 
nándose un monto fijo anual por pa- 
drón y según zona catastral (pág. 2, 
11.3). 


4) Que la base de cálculo fijada para el 


valor de la Contribución Inmobiliaria, es 
decir que el aforo determinado por la 
Dirección Nacional de Catastro, repre- 
senta montos confiscatorios (pág. 3, 
11.1), violando el derecho a la propiedad 
establecido en el artículo 7% de la 
Constitución de la República, y el ar- 
tículo 32 y el numeral 7* del artícu- 
lo 275. 


5) Que se establece una diferenciación 


injusta al definirse alícuotas diferencia- 
les por zonas violando el principio de 
igualdad de las cargas públicas que, 
entienden los recurrentes, emana direc- 
tamente de los artículos constituciona- 
les que definen la forma republicana de 
gobierno (pág. 3, lI!.2) y que la 
conjunción de la zonificación del monto 
imponible y de las alícuotas genera la 
posibilidad de la desigualdad en las 
cargas públicas. 


6) Que la Tasa de Higiene creada por el 


artículo 5% de la citada Ordenanza y que 
se presenta como un monto fijo, no se 
compadece con los servicios que va a 
brindar la Intendencia Municipal de 
Rivera y que por lo tanto, contradice lo 
establecido en el artículo 11 y el 
artículo 12 del Código Tributario (razo- 
nable equivalencia entre su monto y el 
costo del servicio) y el artículo 297 de 
la Constitución de la República (las 
fuentes de recursos departamentales). 
(págs. 3 y 4, 111.4.5.6 y 7). 


Fundamentos del rechazo al Recurso: 


recomienda al Cuerpo el 


se 
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describe en los parágrafos anteriores entendien- 


do que: 


1) 


2) 


3) 


No corresponde al Parlamento en la 
órbita de las competencias que le 
confiere el artículo 303, bajo el cual ha 
sido presentado el referido recurso, 
expedirse sobre las determinaciones de 
la Dirección Nacional de Catastro de- 
pendiente del Ministerio de Economía y 
Finanzas. Si los montos establecidos 
como base para la fijación de la 
Contribución Inmobiliaria son excesivos, 
serán de resorte departamental las 
acciones que deban encaminarse al 
respecto. 


Que es prerrogativa del Gobierno De- 
partamental, Intendente y Junta Depar- 
tamental, establecer las alícuotas que 
regulen la aplicación de la Contribución 
Inmobiliaria sobre la base imponible 
definida por la Dirección Nacional de 
Catastro. Esto se ha cumplido con las 
mayorías establecidas por la Constitu- 
ción de la República. 


El argumento esgrimido en cuanto a 
la diferenciación por zonas de las 
mismas que atentaría contra el principio 
de igualdad de las cargas públicas no 
es procedente ya que, además de estar 
fijados los valores diferenciales de 
acuerdo al valc r de la zona por la propia 
Dirección Nacional de Catastro, el 
Gobierno Departamental también refiere 
su alícuota al valor comerciable de la 
ubicación del inmueble o el terreno, 
disminuyendo progresivamente hacia 
las zonas del interior y refiriéndose a 
conceptos generales sin identificación 
de situaciones puntuales que podrían 
dar lugar a la desigualdad. Este es un 
decreto departamental, general, imper- 
sonal y abstracto, que, si genera 
situaciones de injusticia puntuales, de- 
berán ser reclamadas por cada uno de 
los damnificados. 


Que los argumentos esgrimidos por los 
recurrentes basándose en los artículos 
correspondientes del Código Tributario 
caen en el error de utilizar una 
referencia que está exceptuada clara- 
mente por el mismo Código en su 
artículo 12 donde se define su "Ambito 
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de aplicación". Esta norma establece 
claramente la excepción de los tributos 
aduaneros y los departamentales por lo 
que, a pesar de que es recurrentemente 
utilizado para la justificación o la 
impugnación de tasas departamentales, 
su aplicación aparece fuera de lugar. 


Las tasas constituyen un recurso 
genuino hasta hoy aplicado por los 
Gobiernos Departamentales para brin- 
dar algunos de los servicios que les 
encomienda la Ley N* 9.515, de 28 de 
octubre de 1935, servicios (alumbrado, 
salubridad, bromatología) que por su 
generalidad son difícilmente equipara- 
bles con las definiciones del Código 
Tributario establecidas en los artícu- 
los 11 y 12 citados por los recurrentes. 


Tampoco hemos encontrado  fun- 
damentación para la aplicación del 
artículo 297 de la Constitución de la 
República, que se limita a establecer 
cuáles son las fuentes de recursos para 
los Gobiernos Departamentales y para 
el cual no encontramos contradición en 
el Decreto recurrido. 


Por los fundamentos expuestos, vuestra 
Comisión aconseja al Plenario no hacer lugar al 
recurso interpuesto. 


Sala de la Comisión, 26 de abril de 2001. 


Margarita Percovich, Miem- 
bro Informante; Jorge Ba- 
rrera, Gustavo Borsari 
Brenna, Alejo Fernández 
Chaves, Luis Alberto 
Lacalle Pou, Felipe 
Michelini, Jorge Orrico, 
Diana Saravia Olmos. 


PROYECTO DE RESOLUCION 


2.— No hacer lugar al recurso de apelación 
interpuesto por un núcleo de ciudadanos contra 
el Decreto N* 3724/000 de la Junta Departamen- 
tal de Rivera, promulgado por la Intendencia 
Municipal de Rivera, el 19 de diciembre de 2000. 


2%. — Comuníquese a los interesados. 
Sala de la Comisión, 26 de abril de 2001. 


Margarita Percovich, Miem- 
bro Informante; Jorge Ba- 


rrera, Gustavo Borsari 
Brenna, Alejo Fernández 


Chaves, Luis Alberto 
Lacalle Pou, Felipe 
Michelini, Jorge Orrico, 


Diana Saravia Olmos". 


— Léase el proyecto. 
(Se lee) 
— En discusión. 


Tiene la palabra la miembro 
señora Diputada Percovich. 


informante, 


SEÑORA PERCOVICH.— Señor Presidente: 
en este caso el recurso también fue presentado 
por un grupo de vecinos que impugnan, de esa 
ordenanza municipal -aprobada por la Junta 
Departamental en diciembre del año 2000-, los 
artículos 12, 2? y 5%. Creo que es igual al recurso 
que estuvimos tratando anteriormente. En el 
caso del primer artículo recurrido por estos 
vecinos el señor Intendente Municipal dice que 
se utilizará el monto imponible determinado por 
la Dirección General del Catastro Nacional para 
la fijación del cálculo de la Contribución 
inmobiliaria. En el artículo 22 se establecen las 
alícuotas que se van a aplicar sobre dicho monto 
imponible y en el ariículo 5% se decreta la 
creación de la Tasa de Higiene sobre la que se 
ha estado discutiendo. 

Lo que impugnan los vecinos en este caso 
no es lo que dice el Intendente Municipal a 
través del artículo 1% donde simplemente se 
establece que se aplicará el monto imponible 
determinado por la Dirección General del 
Catastro Nacional, lo que ha sido ratificado 
ampliamente por esta Cámara en oportunidades 
anteriores en que alguna Intendencia ha querido 
hacer un catastro nominativo del propio Gobier- 
no Departamental. Esta Cámara ha definido que 
la Dirección General del Catastro Nacional es 
la que tiene que fijar el monto imponible para 
la determinación de la Contribución Inmobiliaria. 

En este caso nosotros entendemos -como ya 
se ha argumentado- que no nos corresponde, en 
la órbita del artículo 303 de la Constitución, 
opinar precisamente sobre la determinación de 
los valores o aforos que hace la Dirección 
General del Catastro Nacional, dependiente del 
Ministerio de Economía y Finanzas. 

Seguramente los vecinos que han presentado 
este recurso no escapan a la situación que viven 
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los vecinos de Rivera en general -como algunos 
señores Diputados de nuestra bancada y de la 
bancada del Partido Nacional han afirmado-, que 
en este momento es especialmente sensible. La 
determinación por parte de la Dirección General 
del Catastro Nacional de ponerse al día con la 
actualización de los aforos, como lo está 
haciendo -tenía un atraso muy grande y, por lo 
que se nos ha dicho con motivo del tratamiento 
de este recurso, ya ha puesto al día los aforos 
de once departamentos del país-, obviamente 
llega en un momento muy inoportuno para la 
República y especialmente para estos departa- 
mentos fronterizos que están sufriendo una 
situación económica tan difícil. Pero no es 
nuestra competencia en este Parlamento opinar 
sobre los montos que fija la Dirección General 
del Catastro Nacional. Otros compañeros ya han 
fundamentado por qué esto no nos corresponde 
y, además, en este caso consideramos que, si 
hay montos excesivos, cada uno de los vecinos 
del departamento de Rivera que se vea afectado 
puede realizar las acciones pertinentes. De 
hecho, eso se hace y se ha hecho en los 
departamentos donde el catastro ha sido 
actualizado y donde se están aplicando las 
nuevas Contribuciones Inmobiliarias. 

Respecto del artículo 22 impugnado, relativo 
a la potestad del Intendente de fijar las alícuotas 
sobre esos montos imponibles -es decir, los 
porcentajes de esos atoros sobre los cuales se 
cobra la Contribución Inmobiliaria-, los recurren- 
tes entienden que al establecerse alícuotas 
diferenciales se incurre en injusticias. Nosotros 
consideramos que ésta es la única forma de que 
los montos de la Contribución Inmobiliaria no 
resulten confiscatorios, sobre todo si se aplican 
teniendo en cuenta la calidad de los servicios 
brindados. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Obispo) 


— En este caso hemos tenido especial cuidado 
en estudiar la gradación de esas alícuotas, que 
son más altas en las zonas centrales, donde se 
supone que se dan mejores o más abundantes 
servicios; son menores en las zonas suburbanas 
y muy chicas -un 0.5%- en las zonas del interior. 
Es en las zonas urbanas del interior donde se 
ha reaforado. 

Por lo tanto, más allá de las situaciones 
puntuales de cada uno de los vecinos de Rivera, 
nos parece que desde el punto de vista de la 
legalidad, el señor Intendente Municipal de 
Rivera ha actuado correctamente. 


(Murmullos.- Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Hay mu- 
chos murmullos en Sala. La Mesa solicita que 
se haga silencio. 

Puede continuar la señora miembro informan- 
te. 


SEÑORA PERCOVICH.— Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Ya se ha argumentado aquí, y no me voy a 
extender, sobre la generalidad en la forma de 
establecimiento de estas alícuotas. 

Voy a pasar al último punto recurrido por los 
vecinos, que refiere al artículo 5% lo que se 
recurre es la Tasa de Higiene creada como un 
monto fijo. Los vecinos dicen que no se 
compadece con los servicios que va a brindar 
la Intendencia Municipal de Rivera. Allí también 
se hace referencia a la definición de tasa del 
Código Tributario. 

También esto ha sido fundamentado por el 
señor Diputado Orrico, en cuanto a que nosotros 
entendemos que el Código Tributario no se 
aplicaría. Por sobre todas las cosas pensamos 
que la Tasa de Higiene que se crea por parte 
del Gobierno Departamental de Rivera corres- 
ponde. Será responsabilidad de los señores 
Ediles del departamento hacer un seguimiento 
para comprobar que el servicio se dé y se 
corresponda con el monto que se está cobrando. 
Si lo dividimos por la cantidad de padrones, el 
monto aparentemente parecería justo. 

Con respecto a las posibilidades de hacer 
aportes que tengan los vecinos de Rivera, las 
consideraciones serían otras. 

Evidentemente, aquí tenemos una discusión 
jurídica acerca de qué es una tasa, cómo se 
aplica y qué normas jurídicas debemos aplicar. 
Creo que, como legisladores, nosotros tenemos 
un deber en esta materia. En el caso de algún 
Gobierno Departamental, como el de Montevi- 
deo, este año se ha aprobado un decreto, en 
conjunto con la Junta Departamental, definiendo 
las tasas, las tarifas y los tributos, a los efectos 
de que queden claras las reglas de juego, por 
lo menos en la capital. A nosotros nos parece 
que tendríamos que legislar a nivel nacional 
sobre este tema. 

Me parece importante decir que tenemos el 
dictamen del Tribunal de Cuentas, que respalda 
-como señalaba la señora Diputada Saravia 
Olmos- la eliminación de la Tasa General, por 
entender que tenía un cálculo notoriamente 
ilegal. Entonces, el señor Intendente Municipal 
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de Rivera la elimina y la sustituye por esta otra 
tasa. 

Por último, quiero agregar que soy una 
profunda defensora de la descentralización en 
el país, en serio. Creo que los Gobiernos 
Departamentales son los mejores prestadores de 
servicios directos a la comunidad, porque están 
mucho más cerca de los vecinos, que pueden 
reclamar con más proximidad y personalizar en 
sus Ediles, en su Intendente o en las Juntas 
Locales sus necesidades, negociando con ellos 
las obras que deben ser realizadas en el 
departamento y las políticas sociales a aplicar. 
Uno aspira a que haya una mayor descentrali- 
zación de los montos previstos en el Presupues- 
to Nacional para los Gobiernos Departamenta- 
les, que cuentan con muy pocos recursos y 
enfrentan cada vez más exigencias de los 
vecinos, que se organizan y reclaman sus 
derechos. Si se utilizan mal por parte de los 
gobernantes municipales, tanto Intendentes como 
Ediles, es responsabilidad de estos partidos 
políticos que estamos representados en el 
Parlamento, que no son ajenos a la nominación 
de quienes tienen estas responsabilidades, tanto 
los ejecutivos como los legislativos. Creo que 
corresponde que sigamos reflexionando sobre 
esas responsabilidades, porque en la medida en 
que sean los propios vecinos y vecinas de los 
departamentos quienes tengan la posibilidad de 
definir cuáles son las obras a realizar, dentro 
de la escasez que existe en el país y en el 
Presupuesto Nacional y de la que tienen los 
Gobiernos Departamentales, donde hay que 
hacer opciones de prioridades, nos parece que 
es bueno que se discuta a nivel de cada uno 
de tos departamentos cómo se distribuyen los 
montos que les tocan. 

Por esa razón, vamos a acompañar este 
proyecto de resolución. Pensamos que esta 
decisión está dentro de la legalidad, aunque 
eniendemos perfectamente y, como expresó el 
señor Diputado Pintado, compartimos que la 
falta de posibilidades de los vecinos del 
departamento hará que sientan la aplicación de 
un aumento, por mínimo que sea, como muy 
difícil de acompañar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR LACALLE POU.— Señor Presidente: 
quisiera dejar una constancia. 

El señor Diputado Borsari Brenna y quien 
habla habíamos votado el informe en mayoría, 


pero en la mañana de hoy pedimos la 
reconsideración del tema y el Partido Nacional 
hizo lugar al recurso. Por esa razón, no vamos 
a votar el proyecto de resolución. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.— Pido la pala- 
bra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.— Señor Presi- 
dente: como expresó el señor Diputado Lacalle 
Pou, vamos a acompañar este recurso que han 
presentado más de mil ciudadanos de Rivera 
porque, estudiándolo a fondo, hemos concluido 
que las razones legales y constitucionales allí 
aducidas son tan válidas como las de los otros 
dos recursos. 

Reitero el pedido que formulé anteriormente 
en el sentido de que nuestra fundamentación a 
favor de los dos recursos anteriores, que figura 
en la versión taquigráfica de esta sesión, sea 
considerada como fundamentación o informe en 
minoría de este recurso. 


SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BAYARDI.— Señor Presidente: qui- 
siera dejar una constar.cia ahora y no por la vía 
del fundamento de voto, 

Soy de los que consideran firmemente que 
algún día, en el marco de una reforma 
constitucional, hay que eliminar el artículo 303 
de la Constitución y que el control de legalidad 
y de constitucionalidad de las normas aprobadas 
por los Gobiernos Departamentales tiene que 
ser remitido a un ámbito jurisdiccional. Aunque 
haya que modificar la Constitución por un solo 
artículo, creo que tenemos la responsabilidad de 
hacerlo; y ahora entenderán por qué preferí 
realizar mi intervención en este momento y no 
por la vía del fundamento de voto. 

En esta Cámara he sufrido muchos recursos 
interpuestos ante el Gobierno Departamental de 
mi departamento, Montevideo, y muchas veces 
me he ido con bronca. Me dice el señor Diputado 
Alvarez que, probablemente, me voy a seguir 
yendo así. Es probable. 

Claro que me duele que mis compañeros de 
partido político de Rivera discrepen con la 
actitud que ha tomado esta bancada en la noche 
de hoy. Es difícil hacer política en Rivera para 
los militantes de mi Partido; es muy difícil. A 
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veces, ni siquiera tengo idea de lo que ello 
significa, porque siempre he hecho política en 
Montevideo, pero sé lo que ha sido la 
discriminación en el interior hacia los hombres 
y mujeres de izquierda; sé lo que ha sido en 
el ambiente social, laboral y profesional, llegán- 
dose inclusive a perder clientes cuando se es 
comerciante o profesional. Sé lo que significa 
haber sido perseguido. 

¡Qué fácil sería para esta bancada devolver 
con la misma moneda política lo que ha debido 
soportar nuestra fuerza política en el departa- 
mento de Montevideo! Pero es un tema difícil. 
Muchos compañeros frenteamplistas de Rivera 
hicieron llegar notas a los legisladores y 
cargaron las tintas en algún legislador de 
nuestra fuerza política que actuó en consecuen- 
cia y en consonancia con lo que siempre hemos 
exigido: aplicar el artículo 303 en la lectura de 
ta constitucionalidad y la legalidad de los actos 
de los Gobiernos Departamentales. 

Terminada esta votación, deberíamos revisar 
por lo menos los últimos once años de recursos 
y de pronunciamientos y lo que hayamos hecho 
cada uno de nosotros. Pierda cuidado, señor 
Presidente: como cada uno de los legisladores 
de esta fuerza política, deberé ir a Rivera a 
hablar con nuestros compañeros de ese depar- 
tamento y a decirles que, en realidad, hemos 
elegido pronunciarnos de acuerdo con nuestro 
parecer en lo que tiene que ver con la 
constitucionalidad y la legalidad del acto impug- 
nado. Esto no tiene absolutamente nada que ver 
con lo que otros señores legisladores puedan 
entender desde el punto de vista de la legalidad 
y de la constitucionalidad del acto. Respetamos 
las lecturas que se hagan en este sentido, así 
como las de quienes informaron de manera 
discordante con nosotros. 

Esta noche me iré con el recuerdo de todas 
las instancias y argumentos que se dieron acá 
para interpretar tasas, alcances de las tasas y 
recursos, y pierda cuidado, señor Presidente, 
que como siempre, como todas las noches de 
mi vida, me voy a mirar al espejo al ir al baño 
y voy a tener la conciencia tranquila: no he 
cumplido con el pronunciamiento político de los 
compañeros de Rivera, pero sí con la respon- 
sabilidad de actuar conforme a lo que ha sido 
históricamente mi interpretación del artículo 303. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.— Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.— Señor Presi- 
dente: creo que es bien interesante el planteo 
del señor Diputado Bayardi. 


SEÑOR SILVEIRA (don Julio).— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR BORSARI! 


BRENNA.— Sí, señor 
Diputado. 
SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Puede 


interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR SILVEIRA (don Julio).— Señor Pre- 
sidente: digo al señor Diputado Bayardi que no 
es más difícil ser frentista en Rivera que blanco 
o colorado en La Teja. Se lo aseguro, señor 
Presidente. Por lo menos, en época de eleccio- 
nes allá los parabrisas sufren menos que acá. 


(Apoyado) 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Puede 
continuar el señor Diputado Borsari Brenna. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.— Señor Presi- 
dente: decía que es bien interesante el planteo 
del señor Diputado Bayardi, aunque, obviamen- 
te, no nos vamos a poner a discutir acerca de 
una posible reforma constitucional. Hay opinio- 
nes que muchos legisladores hemos conversado 
en ámbitos privados. Yo creo que el artículo 303 
de la Constitución por algo está. Hoy lo dije: es 
sabio que esté incluido este escape que tienen 
los ciudadanos o los Fdiles, los curules de cada 
departamento, para recurrir los decretos oO 
resoluciones de las Intendencias Municipales. 
No está puesto caprichosamente, porque el 
sistema de elección de las Juntas Departamen- 
tales, que no es representativo, implica que los 
Intendentes Municipales tengan mayoría. Repi- 
to: les está hablando un integrante de un Partido 
que tiene más Intendencias que “cualquiera de 
los que están aquí representados. 


(Interrupción del señor Representante Orrico.- 
Respuesta del orador) 


— Decía que, entonces, 
institucionalmente. 

Ante el interesante planteo del señor Dipu- 
tado Bayardi, debemos pensar profundamente 
que el artículo 303 está incluido en la 
Constitución en virtud de esa situación institu- 
cional: en las Juntas Departamentales tienen 
mayoría absoluta los Intendentes Municipales. 
Esta Cámara de Representantes tiene esta 
potestad jurisdiccional que es muy importante. 


corremos riesgos 
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¿Qué órgano no es político en nuestro país? 
¿La Suprema Corte de Justicia no lo es? ¿Por 
quién es designada la Suprema Corte de 
Justicia? Aquí, muchas veces se denuesta el 
término "político", y no está bien. Todo es 
político en el buen sentido de la palabra y aquí 
decidimos estas cosas desde el punto de vista 
legal y constitucional. ¿Por qué no las podemos 
decidir los Representantes Nacionales? Es muy 
profunda la propuesta y debemos analizarla 
seriamente antes de expedirnos sobre casos que 
nos pueden presentar incomodidades momentá- 
neas. Hoy estamos estudiando el caso de 
Rivera, mañana podrá ser el de Flores o el de 
Montevideo; puede haber incomodidades de los 
cuatro Partidos aquí representados, pero pensa- 
ría muy bien antes de modificar la potestad que 
está establecida. 


SEÑOR MICHELINI.— 
interrupción? 


¿Me permite una 


SEÑOR BORSARI 


BRENNA.— Sí, señor 
Diputado. 
SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Puede 


interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELIN!.— Señor Presidente: en 
la misma línea, quiero decir que el hecho de que 
esta Cámara se pronuncie hoy sobre determi- 
nado departamento y que algunos integrantes 
expresen que han tenido que votar en contra de 
la fuerza política local o departamental, para mí 
no inhabilita la validez del recurso que permite 
interponer el artículo 303 de la Constitución. 
Estoy a favor de los mecanismos recursivos 
populares, y ¡vaya si es importante, entonces, 
el recurso que permite el artículo 303 de la 
Constitución! 

Lo que sucede es que el requerimiento de las 
mil firmas para Montevideo es proporcionalmen- 
te inferior al del departamento de Florida. Habría 
que establecer un porcentaje. Se podrá regla- 
mentar y tal vez hemos estado omisos por no 
haber elaborado una normativa para el artículo 
303. Como político e integrante de esta Cámara 
no veo por qué tenemos que promover acciones 
para cercenar potestades de un sistema político 
integrado. Para mí es clave el artículo 82. La 
soberanía se ejerce directamente a través del 
cuerpo electoral y nosotros somos uno de los 
Poderes representativos, así como el Poder 
Judicial y el Poder Ejecutivo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Penadés) 


— No veo por qué tenemos que renunciar 
alegremente a un recurso que está pensado 
para corregir islas de ¡legalidad o de 
inconstitucionalidad importantes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Puede 
continuar el señor Diputado Borsari Brenna. 


SEÑOR BAYARDI.— ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Diputado? 


SEÑOR BORSARI 
Diputado. 


BRENNA.— Sí, señor 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR BAYARDI.— Señor Presidente: quie- 
ro hacer una aclaración, porque tal vez fui mal 
interpretado. 

No estoy queriendo derogar la facultad de los 
ciudadanos para recurrir, ni mi intención fue 
invalidar su voluntad. Pretendí invalidar este 
ámbito como un ámbito jurisdiccional, que son 
dos cosas distintas. Quiero que se preserve el 
derecho de los ciudadanos a recurrir -en un 
número que sea racional-, pero creo que hacer 
recaer la potestad jurisdiccional en este ámbito 
político-partidario que responde, en el marco de 
la Constitución y de la ley, a intereses político- 
partidarios -y está bien que aquí se expre- 
sen-, es desacertado. No quiere decir que el 
Poder Judicial no sea un ámbito político, 
teniendo en cuenta sobre quién recae la conva- 
lidación para su nominación. Entiendo que está 
expresado en ese sentido. Una vez que este 
ámbito representativo político convalida a un 
Ministro, le da la garantía legal, la venia, para 
que pueda ejercer el contralor jurisdiccional. No 
puedo admitir -lo digo con total franqueza- que 
se compare el respaldo político de un cuerpo 
que da el aval y la venia para que se pueda 
fallar en materia jurisdiccional, con el de los 
otros. La Asamblea General da la venia a los 
Jueces, no para aque actúen en función político- 
partidaria, sino para que sean el custodio del 
bien general de la polis, pero en este sentido 
y no en el del interés político de un partido. 

Por ello, creo que una esfera jurisdiccional es 
eso, independientemente de quién tiene la 
posibilidad de recurrir. No está en mí limitar las 
posibilidades del ciudadano para hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Puede 
continuar el señor Diputado Borsari Brenna, a 
quien le restan tres minutos de su tiempo. 
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SEÑOR BORSARI BRENNA.— Señor Presi- 
dente: discrepo con el enfoque del señor 
Diputado Bayardi. Creo que no tenemos por qué 
ni debemos denigrar el ámbito, la palabra ni el 
concepto de "político" cuando decimos que lo 
hacemos en el más acabado sentido de la 
palabra. Todas las instituciones previstas en 
nuestro ordenamiento jurídico son políticas, en 
el mejor sentido de la palabra. Cuando decimos 
que éste es un ámbito político -no estoy de 
acuerdo en que sea político-partidario- debe ser 
tomado en el mejor sentido de la palabra y así 
lo tenemos que reivindicar. Puede y debe ser 
un ámbito en el que se resuelvan conflictos de 
carácter departamental. 

Por eso digo que esta discusión es muy 
profunda y la deberemos dar en otro momento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto 
de resolución. 


(Se vota) 


— Cuarenta y nueve en sesenta y dos: Afirma- 
tiva. » : 


Queda aprobado el proyecto de resolución y 
se comunicará. : 


(No se publica el texto del proyecto de 
resolución aprobado por ser igual al informado) 


14.-— Comunicación ¡inmediata 
de proyectos aprobados 


SEÑOR AMEN VAGHETTI.— Pido la palabra 
para una cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR AMEN VAGHETTI.— Solicito que se 
comuniquen de inmediato los tres proyectos de 
resolución aprobados en esta sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cuarenta y siete en cincuenta y nueve: 
Negativa. 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.— 
¡Qué se rectifique la votación! 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Se va a 
rectificar la votación. 


(Se vota) 
— Cincuenta en cincuenta y nueve: Afirmativa. 


Habiéndose agotado el orden del día, se 
levanta la sesión. 


(Es la hora 20 y 4) 
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